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Resumen

En la actualidad, el 54% del Área Metropolitana de Lima (AML) está ocupada 
por invasiones informales. Aunque parezca paradójico, la causa principal de 
que esta informalidad urbana en Lima y en el Perú siga en aumento, se debe a 
las permisividades de la Política Nacional de Formalización (PNF), gestionada 
y ejecutada por la Comisión Nacional de Formalización de la Propiedad Infor-
mal (Cofopri), desde 1996. Catastrados individualmente, miles de pobladores 
se han convertido en propietarios individuales de la tierra. Pero la obtención de 
la titularidad no ha avanzado simultáneamente con la obtención de habitabili-
dad urbana. Es la organización social la que se encarga de lograr la consolida-
ción urbana, sustituyendo la función del Estado. 

La investigación plantea que la principal consecuencia que acarreó la “titu-
lación sin urbanización” en el AML, es retardar la integración urbana de los 
Asentamientos Humanos a los beneficios de la modernización urbana, pues 
debilita las organizaciones sociales, que fungen de promotor urbano. La PNF 
ha inducido en las organizaciones sociales, la valoración del bien privado sobre 
la lucha colectiva por la construcción del hábitat urbano, la cual se ve no solo 
obturada, sino también detenida. Además, esta situación es reforzada constan-
temente por las políticas estatales y los efectos de la restructuración económica 
del país, mediante la financiarización de activos privados que también tienen 
influencia en la “Lima informal”. 
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En la actualidad, el 54% del Área Metropolitana de Lima 
(AML) está ocupada por Asentamientos Humanos (AAHH)1 
surgidos de invasiones informales. Catastrados individualmen-
te, miles de pobladores se han convertido en propietarios in-
dividuales de la tierra. Pero la obtención de la titularidad no 
ha avanzado simultáneamente con la obtención de habitabi-
lidad mínima. Aunque parezca paradójico, la causa principal 
de que esta informalidad urbana en Lima y en el Perú siga en 
aumento, se debe a las permisividades de la Política Nacional 
de Formalización (PNF), gestionada y ejecutada por la Comi-
sión Nacional de Formalización de la Propiedad Informal (Co-
fopri). Dicha política, creada en 1996, sigue los planteamien-
tos liberales de Hernando de Soto, quien planteó la necesidad 
de favorecer la titularidad individual del predio invadido sobre 
la habilitación urbana del barrio (dotación de agua potable, 
electricidad, alcantarillado y accesos) bajo el entendido de que 
sería el libre mercado el que culminaría, “de forma natural”, 
dicho proceso. 

En la realidad, y aunque el Estado convirtió en propieta-
rios nominales a miles de pobladores, los AAHH donde viven 
esos beneficiarios exhiben severos déficits de saneamiento físi-
co. Fuentes oficiales afirman que la administración peruana no 
cuenta con los recursos suficientes para integrar a este tipo de 
habitantes a las ventajas de la ciudad. De manera concomitan-
te, el sector privado no privilegia desarrollos inmobiliarios en 
los AAHH o en sus áreas colindantes, pues se trataría de zonas 
cuya precariedad las vuelve difícilmente valorizables. 

Iniciada la regularización de la tierra impulsada por el Go-
bierno de Fujimori, la habilitación urbana quedó en manos de 
los nuevos propietarios, quienes no solo debían completar los 
trámites de la titulación individual de los lotes sino que, ade-
más, debían encarar la urbanización de los asentamientos me-
diante el trabajo colectivo. La implementación “sectorialista” 
de la PNF en Perú hizo posible que el Estado, se des-respon-
sabilizara de la habilitación urbana y con ello de la obligación 

1 Lo que en Latinoamérica y en el mundo se llama “Asentamientos Informales”, en 
Perú se le denomina comúnmente “Asentamientos Humanos”. Sin embargo, en el 
capítulo IV se hace una categorización de éstos por su estado legal de la tenencia de la 
tierra. De todos modos, en el marco teórico se ofrece una clarificación conceptual de 
todos los términos que rodean el concepto de Asentamiento Humano.

de dotar o co-dotar a las barriadas de servicios, equipamientos 
e infraestructura.

Frente a este efecto negativo colateral de la PNF, la presen-
te investigación aborda las consecuencias espaciales y sociales 
que acarreó la “titulación sin urbanización” en el AML, todavía 
poco estudiada.  Se plantea que este fenómeno se trataría de 
una dinámica inducida por el Estado y que retarda la integra-
ción urbana de las barriadas a los beneficios de la moderniza-
ción urbana. En particular, la tesis plantea -como hipótesis de 
trabajo- que esta “titulación sin urbanización”, influye en el 
debilitamiento de las organizaciones sociales, pues luego de la 
entrega individual de títulos de propiedad, la lucha colectiva 
por la construcción del hábitat urbano se ve no solo obtura-
da sino también detenida. La propiedad privada se sobrepone 
a la construcción colectiva del entorno urbano, situación que 
es reforzada constantemente por las políticas estatales y la res-
tructuración de la economía mediante la financiarización de 
activos privados. Adicionalmente, algunos estudios han corro-
borado que el aumento del accionar de “mafias de tierras” tiene 
relación con las políticas impulsadas por Cofopri, lo que es 
sintomático también del debilitamiento de las organizaciones 
de pobladores después de ser beneficiados con la titularidad; así 
como el aprovechamiento de la tierra como mercancía privada, 
en vez de objeto de lucha comunitaria.

El desarrollo de la investigación se organiza en seis capítu-
los. En el primer capítulo se introduce y justifica el problema 
de investigación, planteando además la hipótesis y los objeti-
vos.  El segundo capítulo corresponde al desarrollo del Mar-
co Teórico, sustentado en la conceptualización teórica de tres 
conceptos: la informalidad urbana, el rol del Estado frente al 
hábitat popular, y el capital social en términos de organización 
social en un contexto neoliberal. Sobre la informalidad urbana, 
el debate está dado por los contrastes del cambio de paradigma 
y su epistemología entre el siglo pasado y el actual, así como su 
necesaria teorización para su influencia en las políticas públicas 
y la planificación urbana (Roy y Alsayyad 2004; Salazar 2012; 
Clichevsky 2000, 2002, 2003, 2006 y 2007; Abramo 2008, 
2012; Calderón 2014 y Rolnik 2013). Sobre el rol del Estado, 
se analiza los enfoques e ideologías que influyeron sobre los go-
biernos latinoamericanos para la aplicación de políticas y pro-

INTRODUCCIÓN



02

gramas habitacionales y de acceso al suelo (Tokman 1986; 
Duhau 1998; Gilbert 2001). Finalmente, el concepto de 
capital social, para entender las redes sociales y la organiza-
ción colectiva, será una discusión sobre los conceptos tra-
dicionales (Bourdieu 2000; Coleman 1988; Putnam 1993) 
y las nuevas aproximaciones a la teoría del “capital social 
comunitario” basado en los postulados de Durston (1999, 
2003); los aportes sobre los “comunes urbanos” de Costa y 
Martí (2016) y Foster (2011) y las posturas críticas frente a 
las políticas de participación ciudadana en la planificación 
urbana de Mayer (2003), Miraftab (2009) y Roy (2011).

   El tercer capítulo corresponde al desarrollo del Marco 
Metodológico. La investigación se desarrolló con una me-
todología mixta, predominantemente cualitativa, mediante 
estudios de casos. En la primera etapa se recolectó infor-
mación espacial, estadísticas descriptivas y líneas de base 
para contextualizar y analizar el fenómeno a nivel del AML. 
En la segunda parte, se utilizó técnicas cualitativas como 
entrevistas semi-estructuradas y en profundidad a actores 
claves. Durante el mes de abril de 2016 se realizaron en-
trevistas a funcionarios públicos (3), investigadores (2) y 
consultores (2). En el mes de agosto de 2016 se visitó seis 
AAHH formalizados como casos de estudio, ubicados en 
las macrozonas de Lima Norte, Lima Este y Lima Sur, don-
de se realizaron 30 entrevistas en profundidad a los veci-
nos. Paralelamente se visitaron cuatro AAHH formalizados 
como “casos de control” donde se realizaron tres entrevistas 
en profundidad, seis entrevistas informales y varias conver-

saciones de carácter etnográfico. En cuanto a los AAHH 
no formalizados e informales, se realizaron conversaciones 
de carácter etnográfico, debido al miedo de los pobladores 
por dar su testimonio mediante entrevistas en profundidad. 
Finalmente se complementó el trabajo de campo con la re-
visión de documentos secundarios como reportajes perio-
dísticos escritos y audiovisuales. 

En el cuarto capítulo se desarrolla un recuento histórico 
del rol del estado peruano frente a la informalidad urbana 
en el AML desde los inicios de la barriada (1945) hasta la 
actualidad; como antecedente de la PNF. Seguidamente, 
se explica el contexto en que el surgió la PNF y la creación 
de la Cofopri. Y por último se presenta una caracterización 
cuantitativa de la situación actual de la informalidad urbana 
en el AML, caracterizando la ocupación informal del terri-
torio, la localización de los AAHH y las condiciones de la 
vivienda y la dotación de servicios básicos. 

En el quinto capítulo se expone los principales hallazgos 
de los casos de estudio y se discuten los resultados bajo tres 
temáticas: la producción del espacio urbano en el AML, las 
consecuencias de la PNF y por último el rol de la organiza-
ción social como promotor urbano.

Finalmente, el sexto capítulo es una exposición de las con-
clusiones de la investigación, respecto a los principales 
hallazgos, respuesta a las preguntas de investigación y las 
implicancias teóricas y políticas que devienen en las reco-
mendaciones. 
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1.1/  Formulación del problema de investigación
Iniciado el nuevo milenio, debido a la intensa propaga-

ción de la informalidad y pobreza urbana en Latinoamé-
rica y en general en el Sur Global, a pesar de los intentos 
de algunos Estados por mitigar la proliferación de AAHH; 
nuevas investigaciones sobre la vivienda y la urbanización 
en los países en desarrollo plantean que los asentamientos 
informales son un modo generalizado de urbanización me-
tropolitana y no solo la excepción a la lógica de la plani-
ficación tradicional.  En su conocida compilación, Roy y 
Alsayyad (2004) revelan que los AAHH, en la actualidad, 
dejaron de ser un dominio exclusivo de los pobres urba-
nos y que se han convertido en una importante zona de 
operaciones para la clase media e incluso de élites transna-
cionales, aumentando el tráfico de tierras y la especulación 
inmobiliaria. Dado que la informalidad urbana es ya “un 
modo de vida” al modo de un sistema de regulaciones y 
normas para el uso del espacio, sobrevienen nuevas formas 
de poder social y político cuando las políticas neoliberales 
se ejecutan sobre esos AAHH. De esta manera, los planifi-
cadores urbanos deben aprender a trabajar con este “estado 
de urbanización”, reformulando sus políticas idealmente en 
favor de formas de justicia distributiva, volviendo sus mi-
radas a entender este fenómeno, proponiendo soluciones 
acordes a la realidad y no bajo principios establecidos por 
la producción académica anglosajona –lo que Roy (2011) 
propone como descolonización del conocimiento-.

En el caso específico de Latinoamérica, desde fines de 
la década de 1980, la mayoría de los estados adoptaron los 
principios de la teoría neoliberal, limitando la intervención 
del Estado y asumiendo un rol subsidiario, mediante las 
políticas e instrumentos de desregularización para preservar 
la libertad del mercado (Salazar, 2012). Estas acciones han 
influenciado las políticas de acceso y tenencia de suelo y 
vivienda, como en el caso del Perú, donde la influencia ha 
provenido de los planteamientos del economista Hernando 
de Soto. Bajo el entendido de que en el modelo neoliberal, 
una de las mayores barreras para el desarrollo económico de 
un país es la falta de derechos claros a la propiedad privada 
(Harvey, 2007), las acciones estatales para hacer frente a la 

informalidad urbana en Latinoamérica, y en algunos secto-
res del sur global, se concentraron en ofrecer seguridad jurí-
dica para la tenencia del suelo y no en establecer programas 
integrales de desarrollo urbano e integración social. 

Desde entonces los estudios sobre la informalidad urba-
na, se centraron en el debate sobre la pertinencia de los pro-
gramas de formalización del suelo y la dotación de vivienda 
social. La “regularización” de la ciudad informal apareció 
más que nunca como un asunto prioritario en el ámbito del 
desarrollo urbano. El trabajo de Clichevsky (2000; 2002; 
2003; 2006 y 2007) demostró que las políticas de vivienda 
y suelo en Latinoamérica se orientan a solucionar dos tipos 
de problemas asociados directamente con la ilegalidad: los 
asuntos relacionados con el dominio y aquellos que se re-
fieren a aspectos urbano-ambientales. Sin embargo, los pro-
gramas que se presentan como los más exitosos, en términos 
de logro de metas, son aquellos de orden “dominial”, al ser 
los que tienen menor costo operativo. Pocos son los progra-
mas que se enmarcan en una política integral de desarrollo, 
tal es el caso de los ejecutados en Brasil -Política Urbana 
Nacional: el Estatuto de las Ciudades- y Colombia -imple-
mentación de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial 
(LOOT)- (Costa y Hernández, 2010). En efecto, el debate 
académico sobre la informalidad urbana en la región pare-
ce concentrarse en: “… las transformaciones institucionales 
derivadas de la adopción del modelo neoliberal, y las con-
secuencias, tensiones y contradicciones que este modelo ge-
nera para la política pública” (Salazar, 2012, p.13). Es decir, 
se vuelve relevante realizar trabajos comparativos sobre los 
procesos socio-políticos de formalización entre los estados 
latinoamericanos y sus impactos colaterales. 

La experiencia peruana cobra vital importancia en el de-
sarrollo del debate académico y político sobre la informa-
lidad urbana debido a que en 1961, el Estado promulgó la 
Ley de Barrios Marginales donde se reconoció la existencia 
de asentamientos informales y la importancia de su legali-
zación. Siempre con énfasis en Lima, comenzó un proceso 
de saneamiento físico y legal; de orden jurídico y también 
urbano, además de la adopción de políticas de subsidios es-
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tatales para la vivienda. Esta situación se mantuvo hasta la 
década de 1980, cuando el país sufrió una profunda crisis 
económica por la hiperinflación, y una crisis social debi-
do a los conflictos armados internos generados por grupos 
terroristas. En 1990, Alberto Fujimori asumió el gobierno 
y realizó reformas abruptas, principalmente económicas, lo 
que se tradujo en el incremento de la inequidad existente 
entre la población, la pobreza e indigencia, amplificando 
así el fenómeno de informalidad urbana en el país, y en 
especial de Lima.

Bajo el asesoramiento intelectual de Hernando de Soto 
y el financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), Fujimori creó en 1996 la Cofopri, presentándolo 
como el organismo que cambiaría el paradigma de la in-
formalidad en el Perú y coadyuvaría a erradicar la pobreza. 
Sin embargo, sus funciones solo se centraron en el sanea-
miento legal del problema y se omitió la habilitación urba-
na. Desde entonces, investigadores como Calderón (1999a; 
2002; 2003; 2004a; 2004b; 2005; 2006; 2007; 2009; 2011 
y 2014), Barreda y Ramírez (2004), Ramírez y Riofrío 
(2006), Matos (2012) y demás investigadores asociados a 
la ONG Desco, han realizado numerosas evaluaciones de 
los resultados de Cofopri frente a la política de formaliza-
ción del suelo, concluyendo que la PNF cumplió sus metas 
en cuanto a número de titulaciones –superar la entrega de 
un millón de títulos individuales para el 2000-, más no sus 
objetivos: en términos generales, convertir al beneficiario 
en sujeto crediticio, disminuir la pobreza urbana, disminuir 
la informalidad urbana y fomentar la cultura de la formali-
zación. Además, los estudios desmitificaron los postulados 
de De Soto, pues se comprobó que la tenencia de un título 
de propiedad no convierte al dueño en un sujeto crediticio 
(Calderón, 2002, 2003, 2004a y 2006; Gilbert, 2001). 

Algunos investigadores plantean que la entrega de títu-
los de propiedad individuales pueden estar afectando las or-
ganizaciones sociales y la vida comunitaria en estos sectores 
formalizados (Ramírez y Riofrío, 2006), lo que dificulta-
ría la consolidación urbana de los mismos. Además, en el 
estudio sobre la dinámica de los AAHH realizado por la 
consultora SASE, se concluye que la PNF “ha mermado 
la capacidad que tradicionalmente tuvieron las organizacio-
nes vecinales para la resolución de conflictos en torno a la 
propiedad, tanto individual como colectiva” (SASE, 2002, 
p.38), lo que genera que este tipo de problemas sean resuel-
tos en instancias judiciales, perjudicando la cohesión social 
del barrio. 

El interés de esta tesis es abordar desde la perspectiva 
de la Teoría Urbana Crítica (TUC) las consecuencias de la 
PNF del Estado peruano, a nivel urbano y social. Se pre-
tende cuestionar las bases estructurales de la política, tanto 
epistemológicas como prácticas, analizando el impacto de la 
política de formalización de la propiedad sobre la dinámica 
organizativa de los AAHH del AML, expresada a través del 
funcionamiento y rol de la población organizada.  Se espera 
observar si dicha política les permite a los pobladores iden-
tificar metas comunes, compatibles con su nuevo estatus de 
propiedad y relevantes para la colectividad, en términos de 
bien común; contribuyendo a la consolidación urbana del 
asentamiento humano. Esto debido a que la titulación ma-
siva ocasiona que el suelo se convierta sólo en un patrimo-
nio individual sin importar qué sucede a nivel comunitario 
o a escala barrial, despojando a la barriada de su caracterís-
tica tradicional: la lucha popular y el trabajo colectivo por 
la vivienda digna. 

1.2/  Preguntas de investigación
Ya que la PNF sólo se encarga del saneamiento legal del sue-
lo, ¿cómo se logra el saneamiento físico y la consolidación 
urbana en los AAHH ya formalizados?, ¿qué rol cumple la 
población organizada? y ¿qué sucede en los AAHH no for-
malizados?

1.3/  Hipótesis de trabajo
El proceso de habilitación urbana en los AAHH formaliza-
dos en Lima, no es apoyado ni direccionado por el Estado, 
debido al alto costo de ejecución que representa. Es la po-
blación la que tiene que encargarse del proceso, asumiendo 
los costos directamente o mediante la obtención de presu-
puestos participativos o favores políticos. Así, en los AAHH 
formalizados surgidos desde la década de 1990, que ya ob-
tuvieron el título de propiedad individual, la población –en 
la mayoría de casos- no culmina el proceso de consolidación 
urbana, pues centran sus esfuerzos en la construcción de su 
patrimonio individual: construcción, mejora o ampliación 
de la vivienda. En cambio, en los AAHH no formalizados 
sí existe una acción colectiva relevante, pues la población 
se organiza para recolectar los fondos económicos necesa-
rios y trabajar en la habilitación urbana con el objetivo de 
asegurar, sobre todo, el reconocimiento de la tenencia del 
suelo. En otras palabras, el proceso de formalización induce 
a valores neoliberales de individualización y competencia en 
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torno a la propiedad privada, valorando más su patrimonio 
individual que el trabajo colectivo para el logro de la con-
solidación urbana. En este sentido, surgen otras estrategias, 
ligadas a la reestructuración económica del país, mediante 
los cuales los vecinos capitalizan el suelo invadido, dismi-
nuyendo su valor de uso y aumentando su valor de cambio. 

1.4/  Objetivos
Objetivo general

Analizar el proceso de consolidación urbana en los AAHH 
del AML formalizados por la PNF y gestionado por Co-
fopri desde 1996 hasta el 2015, poniendo énfasis en los im-
pactos de este proceso sobre la organización social.

Objetivos específicos

1.	 Sistematizar las bases de datos, sobre la informalidad 
urbana en el AML, desde distintas fuentes, en una sola 

data georreferenciada para complementar información 
y posteriormente analizar los datos

2.	 Caracterizar la situación actual de la informalidad ur-
bana en el AML bajo cifras objetivas y mesurables en el 
territorio

3.	 Analizar cómo la PNF ha influenciado en los cambios 
de los instrumentos de regularización de suelo informal 
y planificación urbana y en el proceso de consolidación 
urbana de los AAHH

4.	 Analizar cuál es el rol de la población organizada en el 
proceso de consolidación urbana

5.	 Analizar la influencia del PNF en las formas de organi-
zación social colectiva, tanto en términos funcionales 
como de cooperación, y cómo se articulan sus objetivos 
colectivos con sus intereses individuales, en los AAHH 
formalizados y los no formalizados
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2.1/  La  informalidad urbana en las ciudades latinoamericanas 
La informalidad urbana desde mediados del siglo pasa-

do hasta la actualidad, se ha constituido en uno de los prin-
cipales problemas que enfrentan las ciudades latinoameri-
canas así como varias del Sur Global –y en menor medida 
las de los países del primer mundo- para la planificación 
urbana, pues remece las bases de su epistemología.  A pesar 
de que la mayor parte del crecimiento urbano se está dando 
en los países en desarrollo, las teorías sobre la correcta ejecu-
ción de la planificación urbana siguen arraigadas a las bue-
nas prácticas de los países desarrollados (Roy, 2005; 2011). 
Frente al limitado éxito de las políticas públicas –bajo este 
esquema- se vuelve la mirada hacia los países en desarrollo, 
colocando a la informalidad urbana como un tema de agen-
da mundial con el objetivo de encontrar soluciones multi-
dimensionales.  

En Latinoamérica, la informalidad1 –aún llamada irre-
gularidad o ilegalidad- entendida en todos sus ámbitos (ac-
ceso al suelo urbano, trabajo, transacciones inmobiliarias y 
sistemas tributarios), empezó a ser tema de estudio debido 
a la rápida urbanización que vivían sus principales ciudades 
como consecuencia del cambio de modelo en los mercados 
de trabajo y producción, y al excedente de mano de obra 
producto de la migración rural a mediados del siglo XX. 
La circulación de ideas,  sumado a la inherente explosión 
demográfica que vivían las ciudades capitales latinoameri-
canas, se manifestó en las olas de migrantes provenientes 
del campo -en busca de un mejor porvenir- los que sobrepa-
saron la oferta de viviendas disponibles a precios asequibles, 
ya que no existía suficiente producción de vivienda social 
estatal (ni privada) para absorber tal demanda. Además, la 
opción del inquilinato en las zonas centrales dejó de ser una 
salida viable debido a la falta de oferta y encarecimiento de 
la misma (Gilbert, 2001).  Se generó entonces la invasión de 
tierras principalmente en zonas periféricas, que en su mayo-
ría eran de propiedad estatal, donde el suelo tenía poco va-

1 El concepto de “sector informal urbano”, como una arista del fenómeno de la 
informalidad, se originó a fines de la década de 1960, como conclusión de algunos 
estudios aplicados en África. La influencia del concepto traspasó fronteras a partir 
de 1972, cuando se celebró una conferencia sobre el desempleo urbano en África, 
repercutiendo en los estudios latinoamericanos (Galin, 1991).  

lor y la autoconstrucción se constituía como el medio más 
eficaz para obtener una vivienda. Así, la proliferación de las 
invasiones informales se convirtió en el fenómeno urbano y 
social más distintivo en Latinoamérica durante la segunda 
mitad del siglo pasado. 

En el ámbito intelectual, las invasiones ilegales urbanas 
en Latinoamérica cobran relevancia luego de realizado el 
Seminario sobre Problemas de Urbanización en América La-
tina, patrocinado por la Organización de Naciones Unidas 
(ONU), la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (Cepal) y la Unesco, celebrado en Santiago de Chi-
le, en julio de 1959. Los principales investigadores de la 
región expusieron que el fenómeno de la invasión irregular 
de tierras, era un fenómeno emergente debido a la carencia 
-sobre todo- de vivienda digna. Las primeras investigaciones 
surgen desde las ciencias sociales bajo la Teoría de la Margi-
nalidad, cuando se hace visible el explosivo crecimiento de 
las barriadas en las principales ciudades de la región: Ciu-
dad de México, Río de Janeiro y Lima (Adler, 1975).  Perú 
y México, fueron los países pioneros en la elaboración de las 
primeras políticas públicas -en Latinoamérica- enmarcadas 
en el ámbito de la legalización de tierra urbana informal 
desde los años sesenta y setenta, respectivamente (Calde-
rón, 2004a y 2004b). 

A partir de la década de 1970, los estados latinoameri-
canos iniciaron procesos de regularización del acceso a la 
vivienda y al suelo, que se intensifican a mediados de la dé-
cada de 1990, luego de celebrarse la segunda conferencia de 
ONU – HABITAT; donde la regularización de la ciudad 
informal apareció más que nunca como un asunto priorita-
rio en el ámbito del desarrollo urbano, y la seguridad de la 
tenencia, como un medio para disminuir la pobreza urbana. 
Los programas y políticas estatales ejecutados, estuvieron fi-
nanciados en gran medida por organismos internacionales, 
sobre todo el Banco Mundial y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), e influenciados por el Consenso de 
Washington y los postulados liberales de Hernando de Soto 
(1986). Este último aseguraba que la pobreza, generada por 
la informalidad del trabajo y la tenencia del suelo, podría 
ser superada si se capitalizara el “capital muerto” que tienen 
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los pobres. Esto es, su terreno.  

Iniciado el nuevo milenio, la discusión académica sobre 
la informalidad urbana se centró en cuatro debates generales. 
Primero, se discutió la pertinencia de los programas de 
formalización del suelo y la dotación de vivienda social, 
que venían siendo ejecutados. La principal crítica era que 
estos programas eran de orden curativo y no preventivo 
(Calderón, 1999a y 1999b), y que además la gran mayoría 
estaba dirigido a la regulación jurídica de la tenencia y 
propiedad del suelo -es decir, de orden dominial-, y muy 
pocos con objetivos integrales de intervención urbano, 
ambiental, y social (Clichevsky, 2000; 2002; 2003; 2006 
y 2007). 

Segundo, se dieron discusiones acerca del surgimiento 
de nuevas lógicas de producción del hábitat popular, sus 
causas y consecuencias. Abramo (2003; 2008 y 2012), 
postula que en Latinoamérica, las ciudades modernas 
son el resultado de la combinación de “dos lógicas de 
coordinación social: la del mercado y la del Estado; pero 
también de una tercera: la lógica de la necesidad” (2012, 
p.36). Esta última lógica es la causante de la producción 
de las “ciudades populares” gracias al accionar colectivo e 
individual de sus pobladores. Sin embargo, Abramo (2003) 
plantea que recientemente ha surgido una nueva lógica 
en la producción de la ciudad popular, que “articula la 
lógica del mercado con la de la necesidad, y se manifiesta 
socialmente como el mercado informal de suelo” (p.60), 
produciendo una estructura “híbrida” en la ciudad, donde 
los límites de la informalidad y la ilegalidad se difuminan. 
Esta complejidad organizativa tiene incidencia directa en 
la vida barrial, aumentando las vulnerabilidades sociales y 
disminuyendo la movilización social debido al aumento 
del costo del suelo y a características institucionales de los 
programas estatales que otorgan mayor importancia a la 
tenencia individual de la vivienda que al bien colectivo, 
como demuestran también los estudios de Calderón (2004; 
2006; 2011 y 2014) y Fernandes (2003).  

Tercero, se debate sobre la comprensión del fenómeno 
urbano informal desde una perspectiva más integral de la 
problemática, comenzando por determinar y conceptualizar 
los términos «informal», «irregular» e «ilegal», que hasta el 
momento aparecen como sinónimos en la investigación 
urbana latinoamericana.  Además, se plantea entender la 
producción de la tierra urbana y sus mecanismos de acceso 
junto con los procesos de producción y acceso a la vivienda 

como procesos individuales, pero a su vez complementarios 
(Calderón, 1999a). 

Respecto de lo anterior, Canestraro (2013) diferencia los 
términos «ilegal» e «informal», considerando como ‹ilegal› 
“a aquella acción realizada por el propietario, el poseedor o 
promotor inmobiliario que contraviene las normas jurídicas 
existentes, sea en el código civil o en el urbanístico” (p.6); 
y  como ‹informal› a las “acciones de agentes que no se 
enmarcan en las reglas establecidas o a quienes se les niega 
protección y que desarrollan actividades que generan 
ingresos y beneficios por fuera de las regulaciones estatales” 
(p.6). En la misma línea, Calderón (1990) diferencia dentro 
de lo ‹ilegal› a las actividades consideradas delictivas (robos, 
invasiones) de aquellas relacionadas a la informalidad en las 
transacciones económicas. Entonces, el mercado puede ser 
«ilegal», si se desarrolla al margen de la ley, o «informal» si 
se transgreden algunas de las normas establecidas. En este 
sentido, lo «informal» se entiende como «irregular». 

Para Smolka (2002), la «informalidad» es un fenómeno 
multidimensional que involucra no sólo problemas 
vinculados a la propiedad del suelo urbano, sino también a 
las normas y regulaciones vigentes, al estado ambiental de 
las invasiones y a las transacciones inmobiliarias; por lo que 
«lo irregular» es solo una arista de lo que se entiende por 
«informal».  Azuela (1993), refuerza esta conceptualización 
señalando que cuando se hace referencia a «lo irregular» 
no se alude a las características físicas del lugar, sino a su 
relación conflictiva con el código jurídico vigente, por lo 
que en los asentamientos humanos existen diversos tipos 
de irregularidades, pues se violan las normas. Clichevsky 
(2003) aumenta el debate, aduciendo que la «informalidad» 
está vinculada, en gran medida, al clientelismo y los réditos 
políticos que se puedan conseguir. Según la autora, “la 
ilegalidad también sirve a los fiscalizadores de las normas 
urbanas, que en muchos casos han recibido beneficios ilegales 
de los agentes informales del mercado, para permitirle seguir 
funcionando. La escasa transparencia del mercado de tierras 
en su totalidad se exacerba en este mercado particular” 
(p.20). Para los fines de esta investigación, se utilizarán 
las definiciones de Viana (2007), por ajustarse más a la 
caracterización del hábitat popular en Latinoamérica. Lo 
“informal”, la autora lo define como “actividad económica 
que no se adhiere a las reglas institucionales y que no está 
protegida por ellas, en oposición a la actividad formal que 
opera dentro de los procedimientos establecidos” (p.70), los 
términos de esta lógica en su versión urbana serían: 
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Irregular. Subdivisión de territorio que está 
aprobada oficialmente pero que no ha sido 
ejecutada de acuerdo con la ley

Ilegal. Ocupación de la tierra que contradice 
expresamente las normas existentes, el código civil 
y la autorización pública.

Se deduce entonces que la producción de la ciudad 
popular latinoamericana tiene una lógica informal, se 
habita de modo ilegal y se construye de modo irregular.
Sin embargo, sería injusto culpar sólo a los pobladores, 
pues gran parte de la culpa de que este círculo vicioso siga 
operativo, se debe a la irracionalidad administrativa y a 
la mala práctica de algunos funcionarios públicos (por ej. 
mediante el clientelismo), traduciéndose en altos costos de 
implantación de servicios y equipamientos (Clichevsky, 
2003).

Y un cuarto debate finalmente, ha sido sobre las 
posibilidades de medición del fenómeno de la informalidad 
urbana. Smolka (2002) así como Clichevsky (2006), 
plantean estudios de tipo cuantitativo, profundizando la 
operacionalización de los datos sobre la seguridad de la 
tenencia y el acceso a los servicios públicos (agua, luz y red 
de alcantarillado), que son datos que pueden ser amparados 
por registros censales y catastros. Pese a que estos datos 
pierden vigencia el día después de ser levantados, permiten 
medir la magnitud del fenómeno en aras de la producción 
de políticas públicas pertinentes. 

Abramo (2008), por su parte, plantea que los esfuerzos 
de investigación y medición de la informalidad urbana 
en Latinoamérica se deben concentrar en la construcción 
de bancos de datos e informaciones dinámicas sobre el 
mercado informal de tierras y de la movilidad residencial 
de los pobres, trabajo que él realiza en las favelas de la 
ciudad de Río de Janeiro. La investigación de Abramo 
(2008) busca relacionar las similitudes y diferencias con 
el mercado formal, mediante el levantamiento empírico 
de datos “como un objeto conceptual que permita re-
problematizar temas tradicionales de la economía urbana 
ortodoxa (neoclásica)” (p.56).  A este estudio se suma los 
trabajos que Calderón (2010; 2011 y 2014) ha realizado 
para Lima2. En este contexto, la falta de claridad conceptual 
sobre lo que se entiende como «informalidad», en toda la 

2 Cabe mencionar que estos trabajos fueron realizados bajo el apoyo del Lincoln 
Institute of Land Policy -Programa para América Latina y el Caribe- que desde hace 
dos décadas estudia los mercados de suelo en Latinoamérica y el Caribe

extensión del fenómeno, dificulta su medición y sobre todo 
la comparación entre países o regiones, ya que los censos 
estatales tienen diversas categorías y modos de medición. 

Nuevos paradigmas 

Como sostienen Brenner y Schmid (2014), en el campo 
del desarrollo urbano, extendido y cada vez más universal, 
“las aglomeraciones se forman, expanden, contraen y 
transforman de manera continua, pero siempre a través de 
densas redes de relaciones con otros lugares, territorios y 
escalas, incluidos los ámbitos tradicionalmente clasificados 
como ajenos a la condición urbana” (p.61). Es necesario 
entonces, que la informalidad urbana sea entendida en 
todas sus dimensiones como un modo de urbanización que 
la planificación urbana debiera tratar de resolver a distintas 
escalas de gestión y replantearse sus dilemas prácticos 
(Porter, 2011). 

Las respuestas desde los Estados del tercer mundo y sus 
aparatos de planificación y regulación -financiados en gran 
medida por organismos internacionales bajo la visión liberal- 
se han direccionado a los programas de titulación de tierras, 
programas de generación de vivienda social, y en menor 
medida, en programas integrales de desarrollo urbano. De 
esta manera, las investigaciones han puesto su foco de interés 
en las evaluaciones de estos programas, y su relación con el 
paradigma del libre mercado y la desregularización del suelo 
que genera nuevos procesos de acumulación de capital y 
reconfiguración territorial (Harvey, 2007). Sin embargo, 
existen pocos estudios acerca de las implicancias que tienen 
las políticas de formalización de tierras en Latinoamérica, 
sobre la formación y mantención de capital social de las 
organizaciones sociales de base y en el posicionamiento del 
bien individual sobre el bien colectivo. Esto ocasiona que 
el suelo se convierta sólo en un patrimonio individual sin 
importar qué sucede a nivel comunitario o a escala barrial, 
“alterando los mecanismos típicos de consolidación urbana 
popular” (Calderón, 2004, p.20). 

 Roy y Alsayyad (2004) presentan una compilación de 
ensayos sobre la informalidad urbana en diferentes geografías 
(Medio Oriente, Latinoamérica y el Sudeste Asiático) 
asociada a los asentamientos ilegales pobres, como un modo 
generalizado de urbanización metropolitana y no como una 
excepción a la lógica de la planificación.  Las contribuciones 
revelan que los asentamientos informales dejaron de ser 
un dominio exclusivo de los pobres urbanos, y que se han 
convertido en una importante zona de operaciones para 
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la clase media, e incluso, élites transnacionales que genera 
nuevas formas de poder social y político para el uso del 
espacio. Argumentan también que la informalidad urbana 
es ya “un modo de vida” en un contexto neoliberal, pues 
la diferencia ya no está entre la formalidad e informalidad, 
sino en la diferenciación y variedad de formas que existe 
dentro de la informalidad, lo que delimita los diferentes 
tipos de acumulación dependiendo del grupo poblacional 
que genere esta informalidad. 

Sumado a esta postura de entender la informalidad 
urbana como una estructura en sí misma, Davis (2007) 
presenta el fenómeno de la expansión urbana descontrolada 
e informal de los países del tercer mundo, en un intento de 
reunir y sintetizar la literatura sobre pobreza urbana global. 
Basa su argumento en diversos estudios de académicos 
sobre el tercer mundo, y más a fondo, en el informe de la 
Organización de Naciones Unidas (ONU): The Challenge 
of Slums: Global Report on Human Settlements que se 
publicó el 2003, casi como un manifiesto de denuncia 
por la situación infrahumana en la que viven millones de 
personas en el tercer mundo. El autor alienta el debate 
sobre la informalidad urbana al introducir el análisis de las 
acciones de las ONG, que en las últimas dos décadas se 
han potenciado. Para Davis (2007), estas acciones tienden 
a producir una disminución del activismo social de base 
creando una nueva forma de asistencialismo; es decir, 
haciendo que los pobres sigan siendo pobres. 

En este tópico coyuntural, Davis (2007) critica 
duramente al economista Hernando de Soto, a quien 
apoda como el “mesías del capitalismo popular”, pues De 
Soto elogia las habilidades de los pobres para renegar de las 
obligaciones históricas del Estado en relación con la pobreza 
y la falta de vivienda. En la misma línea de crítica, Davis 
(2007) plantea que la entrega de los títulos de propiedad 
es un error, pues “la regularización también socava la 
solidaridad entre los colonos, al individualizar la lucha por 
la vivienda y al dar a los propietarios intereses diferentes 
del resto de los pobladores” (p.117). Además, aduce que la 
titulación genera una competencia por el suelo, dentro del 
sector informal, lo que “reduce el capital social y disuelve 
las redes de ayuda y de solidaridad que son esenciales para 
la supervivencia de los más pobres, especialmente entre las 
mujeres y los niños” (p.261). Esta propuesta, postula Davis, 
es solo atractiva para los gobiernos porque les promete 
votos e impuestos a cambio de regalar tierra, lo que no le 
genera ningún gasto a corto plazo, pero sí un gran problema 

futuro, sobre todo refiriéndose al caso latinoamericano. 

En esta línea de crítica a los procesos de formalización o 
regulación de las zonas informales, Roy (2005) manifiesta 
que este proceso sólo se centra en la conversión de la 
documentación informal en títulos formales, pasando por 
alto el hecho de que la informalidad tiene un dominio de 
transacciones intensas en el mercado. La cuestión entonces 
es que en la actualidad la formalización se produce en 
medio de un complejo sistema de «intereses de propiedad» 
existentes. Por lo tanto, el enfoque de la seguridad de 
la tenencia validado por los derechos de la propiedad 
individual, que era el fin último de los programas de 
formalización, se ha traducido «en el derecho de participar 
en los mercados inmobiliarios” (p .152). 

La informalidad, para este paradigma, se vuelve 
compatible con mercados de suelos pues coexisten 
geográficamente formando una estructura interdependiente, 
generando lo que en Latinoamérica se conoce genéricamente 
como “mafia de tierras”.  Fernandes (2008) explica que 
en términos relativos “… los habitantes de asentamientos 
informales pagan precios absurdos para vivir en condiciones 
extremadamente precarias. Se ha creado toda una industria 
alrededor de la producción informal de la ciudad, que no 
se relaciona únicamente con el aumento de la pobreza” 
(p.29). La reglamentación urbana, el régimen jurídico-
legal y la planificación urbana de las ciudades operan de 
modo excluyente. La negación de esta realidad la exacerba. 
Jaramillo (2008), propone que además de estos costos 
monetarios (respecto a infraestructura, abastecimiento de 
agua, etc.), altos para el sector de bajos ingresos, existen 
costos no monetarios como la seguridad personal, la 
agilización de trámites de obtención del terreno, que son los 
que compensan los costos monetarios que los pobladores 
están dispuestos a solventar. Para el autor, existen “agentes 
capitalistas informales” que se aprovechan de esta situación, 
y bajo la modalidad del loteo pirata abastecen el mercado 
informal de la tierra, como una alternativa a los altos costos 
no monetarios que trae consigo la invasión tradicional. De 
este modo el “urbanizador pirata” se convierte en el agente 
capitalista del mercado informal de la tierra, quien captura 
los aumentos de precios, delimita lotes, y hasta crea la 
organización de pobladores para lograr el abastecimiento 
de servicios del Estado. 

En este sentido, Blomley (2008) señala que el modelo 
neoliberal del derecho a la propiedad donde domina el 
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«derecho a excluir», se ve amenazado constantemente por 
aquellos que reclaman su «derecho a no ser excluidos» (p. 
29). Es decir, que el “derecho a la propiedad” predomina 
por sobre «el derecho a la ciudad» que planteó Lefebvre. 
Y es este ‹derecho a la ciudad› el que está en juego con la 
informalidad urbana. Roy (2005) añade que, además de 
esta falta de justicia distributiva en el acceso y uso del suelo, 
existe la urgente necesidad de la sustitución de los modelos 
de las “buenas prácticas” de la planificación por los de 
‹crítica realista›, donde el fenómeno informal se constituye 
como parte importante de esta epistemología.  

Por otro lado, no se puede soslayar el impacto en la 
geografía en estas tendencias neoliberales: “… los patrones 
tradicionales de configuración socio-espacial están dando 
lugar a un espacio urbano más fragmentado” (Salcedo 
y Dear, 2012, p.3). La periferia urbana latinoamericana, 
que tradicionalmente fue asentada por pobres, es ahora 
hogar de clases sociales mezcladas, incluso de ricos, lo que 
incrementa la fragmentación espacial y social. Los barrios 
cerrados y las fronteras físicas se han intensificado, y más 
aún, aceptadas y fiscalizadas por las instituciones públicas 
en aras de “aminorar la inseguridad ciudadana”. Además, 
a falta de vivienda social y terrenos disponibles, se invaden 
zonas cada vez más vulnerables a desastres naturales y 
antrópicos, dificultando y encareciendo los procesos de 
habilitación urbana y regulación de suelo. 

2.2/  Rol de Estado: política habitacional y hábitat popular 
El debate ideológico sobre el rol apropiado del Estado 

en la política económica, social y habitacional tiene larga 
data. Para Gilbert (2001), el debate tiene su origen en la 
década de 1950 cuando se pensaba que la mayor causa del 
subdesarrollo en América Latina se debía a la falla del mer-
cado. Llegada la década de 1980, la culpa se transfirió al 
gobierno por su incapacidad de dar soluciones preventivas 
y centrarse sólo en las paliativas. Gilbert (2001) señala que 
en la actualidad el debate se ha equilibrado aceptando que 
el mercado y el Estado tienen su propio rol pero que falta 
encontrar un balance. En cuanto a la relación entre el Es-
tado y el hábitat popular (y específicamente la informali-
dad), se puede decir que ésta responde a las características 
específicas de cada país y al momento histórico. Es difícil 
generalizar las relaciones.  Clichevsky (2009) expone 
que “los gobiernos han reprimido, tolerado, admitido 
o propiciado las ocupaciones de tierras y construcciones, 
según las coyunturas políticas. Resulta difícil resumir, 

pues, la actitud estatal hacia las ocupaciones directas a 
través de la simple dicotomía tolerancia/represión” (p, 
69). Sin embargo, el común denominador de los estados 
latinoamericanos es que el acceso a la vivienda no ha sido 
admitida como un problema social (Gilbert, 2001), un 
desempeño cuestionable, pero perenne. 

Duhau (1998) propone clasificar el enfoque del Estado 
hacia la construcción popular de la ciudad y en general la 
informalidad, en seis tópicos que corresponden en orden 
cronológico -desde 1950 hasta finales de 1990- en: las Teorías 
de la Marginalidad, la Perspectiva Histórico-Estructural, 
la Teoría de la Urbanización Dependiente, la Perspectiva 
“Turneriana”, el Enfoque Democrático Autonomista y la 
Perspectiva Liberal Individualista. Aguilar y Campuzano 
(2009), Calderón (2014) y Del Río (2015), coinciden en 
que estos enfoques pueden ser categorizados sólo en tres 
grande debates: entre las décadas de 1950 y 1960, la Teoría 
de la Marginalidad, asociada al ámbito urbano, desplazando 
al enfoque de la Urbanización Dependiente. 

Entre las década de 1970 y 1980, el debate gira en 
torno a la autoconstrucción y la autogestión del hábitat 
popular, llamada el “Enfoque Turneriano” cuya base era 
Estructuralista-Histórico. Iniciada la década de 1990, el 
debate sobre la mercantilización de la vivienda, “pone la 
atención desde la perspectiva liberal individualista en la 
informalidad y la regularización de la tenencia” (Del Rio, 
2015, p.80).

En suma, estos enfoques ideológicos (Tabla 1) que 
influyeron en las agendas estatales sobre la urbanización 
de las ciudades latinoamericanas y el hábitat popular, 
aportaron variadas contribuciones para la conceptualización 
del fenómeno, mas no su solución. Tanto en el enfoque 
dualista como estructuralista, se pone de manifiesto la 
falta de atención hacia el verdadero papel que juega la 
vivienda en el bienestar social y el suelo como mercancía 
en la producción del espacio urbano y los regímenes de 
acumulación del capital.  

En la actualidad, la mayoría de los gobiernos en América 
Latina soslayan el problema habitacional, pues planifican su 
desarrollo económico y social sin dar provisión adecuada a 
la vivienda, ignorando que una adecuada vivienda cumple 
un rol fundamental en el mejoramiento del bienestar, tanto 
en la salud como en la realización personal (Gilbert, 2001). 
En la región, según el BID (2012), la mayor deficiencia en la 
vivienda, responde a características cualitativas (calidad los 
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materiales de construcción) más que cuantitativas (cantidad 
de vivienda ofertada). Sin embargo, los estados han optado 
por propiciar más políticas de producción de vivienda, bajo 

la modalidad de subsidio más que de mejoramiento de las 
mismas.  

Período Enfoque Postulados
Rol del Estado / Políticas 

públicas
Instituciones 

asociadas

1950 - 
1960

Dualismo

Define al sector infor-
mal como marginal o 
separado de lo formal. 
Su persistencia se debe 
a la falta de oportuni-
dades suficientes del 
mercado de trabajo

Teorías de la 
Marginalidad

•	barreras culturales impiden el 
tránsito de lo rural a lo urbano 

•	Jaramillo (2012), plantea que 
existen dos visiones sobre la urba-
nización espontánea: de derecha 
(combatir y erradicar-Germani) 
e izquierda (reconocer su con-
tribución y orientar – Quijano, 
Castells)

•	 Apoyo a la superación de 
falta de oportunidades 
para migrantes rurales

•	 Erradicación de asenta-
mientos irregulares y su 
integración a la ciudad 
a través de vivienda mo-
derna

•	DESAL

•	ILPES

•	CEPAL 

Urbanización 
dependiente

•	 Intereses del capitalismo nacional 
y el papel del Estado en el proce-
so del desarrollo económico

•	 La dinámica supranacional como 
la única variable explicativa de 
los procesos de urbanización

•	 Crear infraestructura para 
el desarrollo del capital

•	 Garantizar el orden social 
necesario para desarrollo 
del modelo de acumula-
ción.

1970 - 
1980

Estructuralismo

Ve al sector informal 
subordinado a lo for-
mal. Sector informal 
juega papel muy im-

portante en desarrollo 
del capitalismo a través 
de reducción de costes 

laborales

Enfoque  
“Turneriano”

•	 La autoconstrucción ofrece 
libertad personal en proceso de 
producción de vivienda, permite 
flexibilidad y adecuación a con-
diciones cambiantes de ciclos 
económicos y familiares.

•	Asistencia técnica y apoyo 
financiero para procesos 
de autoconstrucción 

•	Programa Re-
gional de Em-
pleo de Amé-
rica Latina y el 
Caribe (OIT 
- PREALC)

•	CEPAL

•	Banco Mundial

•	ONU HABI-
TAT

•	ONGs

Enfoque de-
mocrático- au-

tonomista

•	Urbanización popular es com-
ponente principal de ciudades 
contemporáneas del “tercer 
mundo”. Pero reglamentación 
urbana, régimen legal y zonifica-
ción operan de modo excluyente, 
negando esta realidad.

•	participación popular en desarro-
llo de prácticas y en producción 
de propia solución habitacional

•	Incorporar asentamientos 
irregulares a normas de 
regulación del desarrollo 
urbano y propiedad del 
suelo

•	replantear criterios de ac-
ción habitacional median-
te articulación de recursos 
financieros y técnicos

1990

Legalista o institucio-
nalista

Considera al sector 
informal como micro 

empresarios en respues-
ta a sobre regulación 
estatal y falta de dere-
chos claros de propie-

dad individual

Enfoque libe-
ral individua-

lista

•	Identifica que elevados costos de 
formalidad impuestos en marcos 
jurídicos implican limitaciones a 
actividades legales y al desarrollo 
económico

•	informalidad es vista como ger-
men de economía de mercado 
reglada por libre competencia.

•	Simplificación de normas 

•	Reducción de facultades 
del Estado, desregulación 
del mercado

•	Políticas y programas de 
formalización de tenencia 

•	BID

•	ONU HABI-
TAT

•	Instituto Liber-
tad y Democra-
cia (Hernando 
de Soto)

Tabla 01.  Enfoques ideológicos y el rol del Estado 1950 – 2000

Fuente. Elaboración propia con base en: Tokman (1986); Duhau (1998); Gilbert (2001); Neffa (2008); Aguilar y Campuzano (2009); Calderón (2014) y Del Río (2015).
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A nivel general en Latinoamérica desde 1990, el nuevo 
enfoque del rol estatal frente al desarrollo urbano y a la 
dotación de vivienda, responde a un enfoque neoliberal, 
mercantilista e individualista. Para describir este nuevo 
paradigma, debemos remontarnos al modelo habitacional 
chileno, surgido en el régimen dictatorial de Pinochet, bajo 
las influencias liberales de los llamados “Chicago Boys”. 
Dicha política habitacional se centró en el otorgamiento de 
subsidios –como tradicionalmente se venía haciendo-, pero 
a diferencia de las políticas antecesoras, el nuevo sistema es 
dirigido por el mercado, de una manera más competitiva, 
en términos económicos y financieros (Gilbert, 2001). 
El subsidio estatal se centró en la demanda y ya no en 
la oferta.  Desde esta postura, la política de vivienda se 
vuelve productivista, con rasgos sectorialistas y se separa 
de su dimensión urbana. Aquí radica la gran crítica a este 
mecanismo.  

A pesar del relativo éxito en la disminución del déficit 
habitacional de la política habitacional chilena, Rodríguez 
y Sugranyes (2005), sugieren que “…con los años, este 
modelo ha mostrado limitaciones muy serias en cuanto a 
la calidad de vida y posibilidades de convivencia social que 
sus productos (las viviendas y los conjuntos habitacionales) 
ofrecen a los residentes” (p.13), creando un problema social 
mayor, que los autores denominan “los pobres con techo”. 
Sumado a este debate, los organismos internacionales como 
el Banco Mundial, BID y ONU –Hábitat, incluyen el 
debate sobre la calidad de vida y el régimen de bienestar de 
la producción de las ciudades latinoamericanas, respecto a 
los requerimientos ambientales y la vulnerabilidad ante el 
riesgo, los problemas de conectividad, la desigualdad en la 
geografía de oportunidades, la falta de espacio público de 
calidad y el rol de la población organizada. En este contexto, 
según Gilbert (2001), la auto-construcción –que sigue 
siendo el modo de construir la ciudad popular- debe dejar 
de ser promovida tanto por el Estado, como las ONGs, así 
sea técnicamente asistida, por dos motivos: primero, porque 
se fuerza a la gente a vivir en condiciones inaceptables por 
cierto número de años; y segundo, porque se vuelve un 
aliciente para la reproducción del sector informal. A este 
planteamiento conviene agregarle que la auto-construcción 
promueve la construcción de áreas residenciales de baja 
densidad, que trae implicancias directas en el excesivo 
crecimiento de zonas periféricas homogéneas con serias 
consecuencias para la dotación de servicios básicos y 
transporte. 

Posner (2012) también critica que la política de vivienda 
neoliberal no ha tenido éxito en conciliar las relaciones 
entre el individualismo, la competencia y la ventaja 
personal, con las relaciones sociales basadas en la confianza 
mutua y la cooperación en la búsqueda de bienes colectivos. 
Así, Posner (2012) sugiere la importancia de evaluar la 
estructura del régimen de bienestar social con el fin de 
evaluar las posibilidades de los pobres urbanos de establecer 
una acción colectiva eficaz en la producción de su espacio, 
frente a la escasez de recursos estatales y a la desinversión 
del sector privado en estas áreas debido a su bajo valor 
comercial para las transacciones en el mercado. En este 
contexto la nueva agenda urbana, de cara a la celebración 
del ONU –HABITAT III, Quito 2016, pretende incentivar 
la necesaria acción de los estados para generar un desarrollo 
sostenible que garantice:

…el ejercicio efectivo del Derecho a la Ciudad, como un 
derecho humano de carácter colectivo, social y difuso que 
permita el correcto goce y disfrute de las ciudades por parte 
de los ciudadanos y la correspondiente obligación de los 
gobiernos de generar las condiciones necesarias para la 
procuración de tal derecho (ONU –HABITAT, 2016, p.1)

Se plantea que el “Derecho a la Ciudad”, tanto en 
las ciudades como en los asentamientos informales, se 
rija bajo los principios de sustentabilidad, democracia, 
equidad y justicia social, reconociendo la necesidad de 
la planificación del territorio como eje articulador en sus 
diferentes escalas (regional, metropolitana, urbana, rural y 
barrial), “y que se rijan mediante esquemas de gobernanza 
democrática, participativa y con visión de largo plazo” 
(ONU –HABITAT, 2016, p.1). Dentro de la discusión de 
las políticas urbanas, la nueva agenda urbana se propone 
reestablecer la “función social del suelo urbano”, que 
en muchos países de Latinoamérica se desconoció en el 
cambio de estructura económica hacia el neoliberalismo. 
Es decir, se insta a los gobiernos a que formulen una 
política de vivienda, en aras de crear el bien común para 
el colectivo y no en reforzar la tenencia individual de la 
vivienda. A pesar de los esfuerzos por generar una agenda 
urbana multisectorial para lograr la ansiada igualdad social 
y urbana, los planteamientos se quedan en el plano utópico 
de lo que deberían ser las ciudades y los gobiernos, y no 
se plantean lineamientos específicos para conseguir los 
objetivos. Además no hay un mea culpa respecto a los 
efectos de los programas y políticas surgidas del Hábitat II 
que, grosso modo, son una de las causas principales de las 
desigualdades sociales actuales. 
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2.3/  La individualización de la acción colectiva y el capital social
Las políticas neoliberales aplicadas por la mayoría de los 

estados latinoamericanos, entre ellos los programas de regu-
lación masiva, traducidos en esquemas de privatización, se-
gún Fernandes (1999) “han promovido una interpretación 
individualista y tradicional de los derechos de propiedad, 
que dificulta los intentos progresistas de disciplinar el uso y 
desarrollo de la propiedad urbana” (p. 82). Se trata, según 
el autor, “de una paradoja entre una definición más progre-
sista de los derechos de propiedad y la tendencia actual en 
pro de la privatización” (Fernandes, 1999, p.82). La pre-
gunta central es si estas tendencias pueden conciliarse hasta 
cierto punto, para lograr mayor beneficio común.  

La privatización de los derechos de propiedad, tiene 
también una implicancia social, pues resta la importancia 
que se le ha asignado históricamente a la organización social 
en el proceso de producción de la vivienda y el espacio ur-
bano en Latinoamérica. Clichevsky (2009), expone que la 
participación de la población durante la formulación e im-
plementación de los programas de regularización de orden 
dominial, de escala masiva, es mínima, casi nula. Salvo en 
cuanto a la presentación de requisitos de documentación y 
pagos, si corresponde. En los programas integrales se apre-
cia una mayor participación dependiendo de su organiza-
ción, la coyuntura política y los programas específicos.  

Pero ¿qué es lo que se espera de esta organización social?, 
y ¿por qué se le atribuye tanta importancia en la produc-
ción del espacio urbano y en la lucha de las desigualdades?. 
Durston (2003) y Atria (2003) resumen la importancia de 
la valoración de las redes de organización social o la teoría 
del capital social, como estrategias para la superación de la 
pobreza y de integración de sectores sociales excluidos. Em-
poderar a las organizaciones sociales, creando sinergia entre 
la comunidad y el poder estatal, en su representación más 
próxima como las instancias municipales y regionales, obli-
ga a revisar en profundidad el rol del Estado desde su enfo-
que político y su decisión técnica. El concepto de Capital 
Social inició sus fundamentos en el análisis del individuo y 
su capacidad de sociabilidad para conseguir metas propias, 
dentro de una red de socialización que permita al mismo 
tiempo alcanzar el bien común (Coleman, 1988; Putnam, 
1993; Bourdieu, 2000). Hacia fines del siglo pasado, Lin 
(1999) plantea que el concepto del Capital Social se aleja 
de su visión colectiva reflejando de mejor manera las carac-
terísticas de la sociedad actual, donde la competitividad es 
una cualidad inherente del individuo, que viene inducida 

por la exaltación de lo individual en un régimen neoliberal.

Es en este contexto que Durston (1999), plantea que 
frente al avance –imparable- del desarrollo del capital social 
individual, es necesario incentivar el desarrollo del capital 
social colectivo, como medida de generación de igualdad 
social. El autor plantea que una de las variantes de capi-
tal social es el “capital social comunitario”, el cual busca 
resaltar las manifestaciones colectivas, basadas en relacio-
nes de confianza y cooperación. “Este paradigma emergen-
te pretende ser una suerte de teoría unificada que integra 
conceptos de diversos campos como los de la reciprocidad, 
las redes sociales, el desarrollo participativo y la goberna-
bilidad” (Durston 1999, p.104). Sobre todo, en contextos 
como el que se vive en Latinoamérica, donde la pobreza ur-
bana supera exponencialmente al número de personas que 
gozan de buena calidad de vida, el fomento de este tipo de 
capital social “puede reducir los costos de transacción, pro-
ducir bienes públicos y facilitar la constitución de actores 
sociales o incluso de sociedades civiles saludables” (Durston 
1999, p.103).  

Durston (2003), plantea que existen seis tipos de capi-
tal social, cada uno con características y dinámicas propias 
-pero cuyo común denominador es que las relaciones se 
basan en tres contenidos: confianza, reciprocidad y coope-
ración-: i) capital social individual: referido a los contratos 
diádicos y las redes egocentradas, ii) capital social grupal, 
iii) capital social comunitario, iv) capital social de puen-
te: alianzas horizontales en el territorio, v) capital social de 
escalera: reciprocidad con control asimétrico y vi) capital 
social societal. De estos, señala que el capital social comuni-
tario es el único que llega a ser plenamente colectivo, “por-
que a diferencia del capital social individual y grupal, en 
la comunidad la membresía no depende del reclutamiento 
por parte de una persona, sino que es un derecho de todos 
sus integrantes” (Durston, 2003, p.160). En este sentido, 
el autor plantea que la comunidad puede ser territorial o 
funcional, y cuya membresía se puede definir con base a 
relaciones de vecindad o por los intereses de lograr un ob-
jetivo común. En concordancia, Granovetter (2000) expli-
ca la importancia de esta confianza social, al caracterizar 
los tipos de vínculos necesarios dentro de una comunidad 
para lograr cohesión social y así enfrentar con éxito alguna 
amenaza. Es decir, se valoran más los vínculos fuertes que 
generan redes sociales más densas, que los vínculos débiles 
que permiten la movilidad social.  
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La visión del capital social en América Latina 

En el 2001, se celebró en Santiago de Chile la confe-
rencia internacional: “Hacia un nuevo paradigma: Capital 
social y reducción de la pobreza en América Latina y el Cari-
be”, organizada por la Comisión Económica para América 
Latina (CEPAL) y la Universidad del Estado de Michigan, 
donde se debatió sobre el capital social y su relación con 
el desarrollo, las políticas públicas, la pobreza urbana, la 
dimensión de género, el mundo rural y la sostenibilidad 
ambiental (Atria et al, 2003). Se concluyó que entre los 
principales desafíos, se encuentra la necesidad de formar y 
mantener el capital social en las sociedades de la región, que 
debido a los factores estructurales económicos y políticos 
tienen una tradición de cohesión social en la lucha popular 
por la vivienda y el hábitat urbano.  Se propone la búsqueda 
de “las mejores formas de eslabonamiento entre organiza-
ciones de base y Estado para eliminar aspectos negativos 
del desarrollo latinoamericano, como son el clientelismo y 
la corrupción” (p. 9), que se reflejan como el principal pro-
blema del debilitamiento y hasta la destrucción del capital 
social de la región. El compilado final de la conferencia fue 
la publicación del libro “Capital social y reducción de la po-
breza en América Latina y el Caribe: en busca de un nuevo 
paradigma”, en el 2003. En éste se muestran los resúmenes 

de las conferencias de 19 de los principales participantes; 
pero para los fines de esta tesis, sólo se analizará la ponencia 
de John Durston, por sus aportes a los objetivos específicos 
de la misma, en línea con sus postulados sobre el capital 
social comunitario (Durston, 1999).

Durston (2003), contextualiza la utilidad del concepto 
de capital social comunitario en Latinoamérica y el Caribe 
(LAC) basándose en la baja tendencia de los pobres a la 
acumulación del capital social y de otras formas de capital 
que “puede explicarse en gran parte por intentos eficaces de 
limitar los capitales intangibles de los pobres, de destruir-
los, taparlos o desviarlos en relaciones en que gran parte del 
beneficio lo sacan otros: el clientelismo” (p.171).  Esta rela-
ción clientelar, supone que hay una brecha entre el Estado 
y la sociedad civil, que es aprovechada por los partidos polí-
ticos –el autor plantea que son producto de la estructura de 
la democracia parlamentaria vigente en LAC- que actúan 
como cadenas de agentes que manejan relaciones desiguales 
y paternalistas con sus clientelas, mediante el monopolio de 
la información y el control de la dispensación de beneficios 
(Auyero, 2000; citado por Durston 2003). En resumen, el 
autor plantea que las relaciones clientelares tienen un im-
pacto directo en el capital social comunitario, de acuerdo al 
grado de relación:

Figura 1.  Tipología de relaciones entre el Estado y el capital social comunitario

Fuente. Durston, 2003, p.192.
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Otra relación que afecta el desarrollo del capital social 
comunitario, en palabras de Durston (2003), es el “familis-
mo”, sobre todo en las poblaciones más vulnerables y en los 
sectores urbanos informales. En dichos lugares, las comuni-
dades utilizan el capital social para combatir la pobreza ma-
terial y mejorar su calidad de vida mediante la realización 
de actividades que les permitan sumar recursos económicos. 
La cohesión social suele estar marcada por el parentesco y 
por ende la cooperación y solidaridad se generarán primero 
en estas redes densas de socialización, que en el colectivo de 
la comunidad. 

El debate actual: los comunes urbanos y el capital 
social 

Si bien es cierto que la sociedad mundial actual tiende 
a la individualización, existen reacciones contra el sistema 
–o crisis del sistema- imperante mediante la creación de 
colectivos políticos o de comunidades civiles que buscan 
reivindicar la gestión comunitaria con base a la propiedad 
colectiva, para lograr el bien común y promover una cultura 
de cooperación y solidaridad a distintas escalas basados en 
los recursos comunes, y los derechos y deberes ciudadanos. 
A pesar de que el concepto de los recursos comunes (com-
mon-pool-resources) fue aplicado en primera instancia a los 
recursos naturales y posteriormente a los recursos digitales 
(Costa y Martí, 2016), actualmente se les está aplicando 
también al fenómeno urbano, bajo el análisis de experien-
cias de gestión comunitaria en los países desarrollados; 
sobre todo, como alternativa a las reglas del mercado a la 
planificación pública estatal. El principal objetivo es dar 
respuestas más eficientes a las demandas sociales compar-
tiendo y gestionando bienes, conocimientos y espacios que 
configuren un nuevo escenario urbano más igualitario. Por 
otro lado, también proponen replantear las relaciones, cada 
vez más distantes, entre el Estado y la ciudadanía, critican-
do las decisiones políticas que conllevan a la mercantiliza-
ción de la ciudad –privatización de servicios públicos, con-
cesiones, etc-.

Costa y Martí (2016), proponen caracterizar las aproxi-
maciones conceptuales de los comunes urbanos en dos ver-
tientes: la Neoinstitucionalista, “que propone analizar los 
paradigmas institucionales y las normas de gobernanza de 
las que se dotan las comunidades para gestionar los llama-
dos recursos comunes” (p.132); y la Neomarxista “que vin-
cula los comunes y su compleja interrelación con las prácti-
cas socioeconómicas de cercamiento, centrando su atención 
en las múltiples formas en que el proceso está siendo tanto 

implementado como resistido en el ámbito urbano” (Costa 
y Martí, 2016, p. 132).  A pesar de las críticas a ambos enfo-
ques, y de sus escalas de influencia, Blomley (2008), plantea 
que lejos de considerar estas experiencias como aisladas, de 
pequeñas comunidades que gestionan recursos; se debe va-
lorar la concepción filosófico-política de estas, pues lo que 
exigen realmente es el Derecho a la Ciudad -la propiedad 
colectiva- frente a los derechos de propiedad que exige el 
neoliberalismo. 

En los barrios informales de LAC, las comunidades no 
son homogéneas –ni económica, ni culturalmente-, sino 
colectividades plurales, pero con una serie de intereses y 
necesidades compartidas. La proximidad residencial y una 
cierta dependencia de determinados recursos compartidos 
–como acceso a redes de servicios básicos-, hacen del barrio 
un espacio urbano especialmente propicio para desarrollar 
experiencias de gestión colectiva de estos comunes urbanos. 
La cohesión social generada por los vínculos fuertes, en la 
mayoría de casos, es un factor que puede coadyuvar a gene-
rar capital social comunitario.

En contraposición a las posturas expuestas, Miraftab (2009) 
expone una postura crítica sobre la participación ciudada-
na en la producción del espacio urbano, sobre todo en las 
áreas informales del Sur Global. Propone que las prácticas 
de la “planificación inclusiva”, como la participación co-
munitaria impulsada por las agencias internacionales, bus-
can la hegemonía de la gobernanza neoliberal, extendiendo 
el control estatal hacia las organizaciones sociales de base, 
y despolitizando sus luchas. Y muchas veces se criminaliza 
a los movimientos sociales anti-sistema que militan en la 
izquierda. Mayer (2003) agrega que bajo los términos de 
“reducción de la desigualdad” e “inclusión social”, los or-
ganismos mundiales durante las últimas dos décadas han 
favorecido las relaciones de dependencia de los sectores más 
pobres, manifestando que los programas están más preocu-
pados en trabajar con los pobres, que en hacerle frente a la 
pobreza. Para Miraftab (2009), la existencia de los asenta-
mientos informales, no sólo en LAC, sino en todo el Sur 
Global, permite a los Estados coaccionar a los pobladores a 
cambio de dotarlos de los servicios básicos y de entregarles 
la tenencia legal del suelo ocupado, generando lazos clien-
telares. De esta manera, se naturaliza las políticas individua-
listas neoliberales, donde la propiedad privada se establece 
como orden prioritario. 

Finalmente, Roy (2011) y Miraftab (2009), proponen que-
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para el logro efectivo de los derechos de ciudadanía, en dis-
tintas escalas se debe empoderar a los movimientos sociales 
independientes; es decir, trabajar el capital social existente 
de manera responsable y sin lazos clientelares, lo que no 
significa disminuir la responsabilidad del Estado, sino más 
bien involucrarlo. Esto se debe traducir en entender las re-
glas de las ciudades del Sur Global, “descolonizar” el ideal 
de la teoría de la planificación urbana heredada del norte 
global, y trabajar la “planificación insurgente” (Miraftab, 
2009), desde abajo, desde la gente, la comunidad. Las de-
mandas de los movimientos insurgentes, cuestionan estos 
discursos y sus programas asociados, así como las relaciones 
de poder opresivas y sus respectivas ideologías. 

En resumen, en este capítulo se han discutido las bases teó-
ricas e ideológicas que rigen en la producción del espacio 
urbano contemporáneo en Latinoamérica, desde la necesa-
ria teorización y caracterización de la informalidad urbana, 
que tiene ciertos rasgos distintivos a comparación del resto 

del Sur Global. En este sentido, el desarrollo de la informa-
lidad urbana tiene estrecha relación con el rol del Estado 
frente al hábitat popular, en muchos casos siendo opresor, 
o en otros permisivo y hasta alentador. Finalmente se ha 
discutido sobre el desarrollo de las organizaciones sociales 
en Latinoamérica bajo el concepto del “capital social”, y la 
importancia que tienen estas organizaciones en la produc-
ción del espacio urbano en las ciudades latinoamericanas. 
Se relaciona directamente con el modus operandi del Esta-
do, mediante las relaciones clientelares propiciadas por los 
gobernantes de turno; además de las políticas impulsadas 
por los organismos internacionales, muchas veces ejecuta-
das bajo las ONG. 

La discusión de estos tres temas generales atingentes a la 
resolución de la pregunta de investigación de la presente 
tesis, marcarán la pauta teórica bajo la cual se desarrollará 
los siguientes capítulos. 



CAPÍTULO III
MARCO METODOLÓGICO
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3.1/  Enfoque metodológico
Esta investigación se rige bajo el paradigma crítico, pues 

al asumir que la realidad del problema de investigación es 
compleja -debido a que convergen presiones y necesidades 
sociales con voluntades políticas- se busca interpretar el fe-
nómeno desde el punto de vista de los actores, tanto los 
que ejecutan la PNF como los que se benefician o no de 
la misma. Así, se busca construir una narrativa propia que 
pueda aportar a la generación de una nueva teorización del 
fenómeno de la informalidad en Latinoamérica. En con-
cordancia con los postulados de la Teoría Urbana Crítica 
(Brenner, 2009), se busca reinventar la crítica al proceso de 
urbanización capitalista, ya que uno de sus efectos colate-
rales, en el Sur Global, es el incremento de la informalidad 
–tanto económica como urbana-. 

En este sentido, el enfoque metodológico será predomi-
nantemente cualitativo, pues se busca describir y analizar el 
fenómeno, con base a la observación y a técnicas de reco-
lección de datos como estudio de casos, entrevistas, revisión 
de documentos, etc., permitiendo construir una mirada crí-
tica de la informalidad, y exponiendo los diversos puntos 
de vista de los actores, pues es una realidad que depende 
de muchos factores endógenos y de las relaciones de poder 
entre los actores que se cristalizan con el tiempo. 

3.2/  Diseño metodológico
Para el análisis de la influencia de la PNF en el proce-

so de consolidación urbana de los AAHH en el AML, así 
como en la organización social, se optó por un diseño me-
todológico mixto para cumplir con los objetivos específicos 
propuestos (ver Tabla 2). La metodología mixta permite 
recolectar información cualitativa y cuantitativa al mismo 
tiempo, para integrar y analizar la información con el fin 
de otorgar resultados particulares (Creswell, 2008). En este 
sentido, el análisis de los AAHH como casos de estudio 
pueden ser inferidos para obtener una caracterización ge-
neral del problema de la informalidad urbana en el AML.

En la primera parte, el diseño metodológico fue cuantitativo; 
se analizó y sistematizó operacionalmente los datos recogidos por 

Cofopri y las estadísticas descriptivas del Ministerio de Vivienda, 
Construcción y Saneamiento (MVCS) y la Municipalidad Me-
tropolitana de Lima (MML). Esto, con el fin de determinar los 
casos de estudio en tiempo, espacio y cantidad, a nivel del AML 
(objetivo 1), así como la caracterización de la situación actual de 
la informalidad urbana en términos territoriales con base al análi-
sis de imágenes satelitales (objetivo 2). 

Para el estudio de la informalidad urbana en el AML se consi-
dera la siguiente categorización de los AAHH:

•AAHH formalizado: posesión informal que ha sido formalizado 
por la PNF

•AAHH no formalizado: posesión informal en proceso de for-
malización por la PNF

•AAHH informal: posesión informal que no puede ser formali-
zado por la PNF por haberse posesionado fuera del rango permi-
tido por Ley (límite máximo 31/12/2004)

En la segunda etapa, el diseño metodológico fue predomi-
nantemente cualitativo. Se realizaron entrevistas semies-
tructuradas a los actores claves en la administración esta-
tal, encargados del proceso de formalización del suelo, y a 
académicos y consultores que trabajan en investigaciones 
sobre el tema de estudio (objetivo 3). Paralelamente, se 
realizó un estudio de caso con métodos mixtos observando 
seis AAHH formalizados en el AML de acuerdo a su grado 
de consolidación, donde se realizaron 30 entrevistas en 
profundidad a los vecinos, con el fin de desarrollar los 
objetivos 4 y 5. Y una ficha de campo por AAHH. Se escogió 
como técnica el estudio de caso, pues permite observar el 
fenómeno en varias instancias de la problemática de estudio 
(Blatter, 2008), permitiendo construir una mirada holística 
de las relaciones causales y las consecuencias de las mismas. 

Debido a la escala de la investigación, se decidió visitar 
“casos de control”, que son aquellos AAHH formalizados 
con menor puntaje en el Índice de Consolidación Urbana 
(ICU) –se explica en el punto II-, pero que por la proximi-
dad a los casos de estudio pueden complementar los testi-
monios recabados. Se tomaron 4 “casos de control” donde 
se realizaron tres entrevistas en profundidad, seis entrevistas 
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Tabla 02.  Relación de objetivos y estrategia metodológica 

Et
ap

a 
1

Objetivos Específicos Estrategia

Cuantitativa Cualitativa

Objetivo 1

Sistematizar las bases de datos, sobre la informalidad urbana en el AML, de distintas 
fuentes en una sola data georreferenciada

•	 Sistematización opera-
cional de datos

-

Objetivo 2

Caracterizar la situación actual de la informalidad urbana en el AML bajo cifras objetivas 
y mesurables en el territorio

•	 Análisis de imágenes 
satelitales

-

Et
ap

a 
2

Objetivo 3

Analizar cómo la PNF ha influenciado en los cambios de los instrumentos de regulariza-
ción de suelo informal y planificación urbana y en el proceso de consolidación urbana de 
los AAHH

-
•	Entrevistas semiestructuradas a 

los actores claves

Objetivo 4

Analizar cuál es el rol de la población organizada en el proceso de consolidación urbana
- •	Estudios de caso

•	Entrevistas en profundidad

•	Conversaciones de carácter 
etnográfico

Objetivo 5

Analizar la influencia del PNF en las formas de organización social colectiva, tanto en 
términos funcionales como de cooperación, y cómo se articulan sus objetivos colectivos 
con sus intereses individuales, en los AAHH formalizados y los no formalizados

-

Fuente. Elaboración propia

informales1 y varias conversaciones de carácter etnográfico2 
(debido a lo difícil que fue hacer entrevistas formales en 
algunos casos). 

Finalmente, para los AAHH no formalizados e infor-
males se optó sólo por realizar conversaciones de carácter 
etnográfico en terreno, debido al miedo de los pobladores 
por dar su testimonio mediante entrevistas en profundidad. 
Cabe aclarar que el área de estudio es sólo el AML, no in-
cluye la Provincia Constitucional del Callao –a pesar de su 

1 Para esta investigación, se considera como “entrevistas informales” aquellas 
donde se le informó al entrevistado sobre la investigación en curso, pero este no 
permitió que se grabara la conversación, ni firmó el consentimiento informado.

2 En este tipo de conversaciones, no se le explicó al entrevistado que se llevaba 
a cabo una investigación. Fueron conversaciones casuales sobre el modo de vida 
del AAHH, generalmente con personas que brindan servicios de transporte y 
alimentación.

conurbación-, debido a que son dos administraciones in-
dependientes con diferencias sustanciales en presupuestos 
de ejecución y gestión municipal y regional, por lo que los 
AAHH reciben mayor inversión que los AAHH de los 43 
distritros del AML. 

3.3/  Técnicas de recolección, procesamiento y análisis de datos

3.3.1/  Primera etapa: selección de casos (estrategia cuantitativa)
Unidad de análisis: AAHH del AML

a.	 Fuentes de datos

La metodología considera la utilización de cuatro bases de 
datos (Tabla 3): 
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b.	 Análisis y procesamiento de datos

Mediante la utilización de un software de información 
geográfica (SIG) se unió la base de datos de Cofopri 2016 
(3,520 pueblos formalizados) y la ESBUM 2012 (148 pue-
blos formalizados tomados como muestra para la encuesta), 
ver figura 3. De esta manera, el análisis relacional de los da-
tos sirvió para elaborar un Índice de Consolidación Urbana 
(ICU) para elegir los casos de estudio. El ICU pondera tres 
aspectos, y se calcula bajo la siguiente formula:

ICU =   [(DU*3) + (T*2) + (TF*1)]/6

Donde: 

•	 Grado de desarrollo urbano (DU): se le pondera con 
valor 3, debido a que mide el grado de consolidación 
urbana del AAHH, factor importante que relaciona el 
éxito de la PNF con el desarrollo urbano del AAHH 
(Tabla 4).  

•	 Tamaño del AAHH (T): se le pondera con valor 2, de-
bido a que el nivel de gestión y construcción de infraes-
tructura para un AAHH de mayor tamaño toma más 
tiempo y recursos que para uno de tamaño mediano o 
pequeño (Tabla 5). 

•	 Tiempo de formalización (TF): medido en años, refleja 
el tiempo que le toma a la organización vecinal lograr la 
consolidación urbana y como es un factor relativo a las 
condiciones políticas y organizativas, tanto del Estado 
como del AAHH, se le pondera con valor 1.

El ICU sólo se aplicó a los AAHH formalizados y se eligió 
los que poseían mayor grado de consolidación (Tabla 6), 
dos por macro zona: Lima Norte, Lima Este y Lima Sur3 
(Figura 2, tabla 7) para tener un panorama más global del 
AML. En el Anexo 1 se muestra el resultado de los cálculos. 

3 Según la propuesta de Matos Mar (2012)

Tabla 03.  Fuentes de datos 

Fuente. Elaboración propia

Fuente Abreviatura Utilidad  Nivel de análisis  

Censo Nacional de Población y Vi-
vienda 2007 Censo 2007

cuantificación y ubicación de los AAHH y para 
la caracterización demográfica y socioeconómica 

de la población y el estado de la vivienda
Escala distrital

Base de datos de la Cofopri, actualiza-
ción al 2016 Cofopri 2016 Identificación de localización y estado de forma-

lidad de los AAHH
Escala barrial 

(AAHH)

II Encuesta Situación de los Barrios 
Urbano-Marginales 2012 ESBUM 2012 Identificación de las características físicas y de 

habitabilidad de los AAHH
Escala barrial 

(AAHH)

Base de datos de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, actualización 
al 2015 MML 2015

Identificación de los AAHH en proceso de for-
malización y sus características físicas y de habi-

tabilidad según el informe de riesgo

Escala barrial 
(AAHH)
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Tabla 04.  Grado de desarrollo urbano de los AAHH formalizados en AML  

Fuente. Elaboración propia

(*) Los valores y la caracterización de servicios se han realizado de acuerdo a lo observado en el trabajo de campo, corresponden a la propuesta de la investigadora.

Tamaño* Rango (# lotes) Puntaje

pequeño 1-200 1
mediano 201-800 2
grande 801  a más 3

Tabla 05.  Tamaño de AAHH formalizados en AML  

Fuente. Elaboración propia

 (*) La caracterización se basa en los proyectos realizados por el programa “Mi Barrio” del MVCS (2006) y “Barrio Mio” de la MML 
(2012-2014). El primero realizaba intervenciones en AAHH pequeños (entre 200 y 300 lotes, y el segundo en AAHH grande entre 800 
y 1000 lotes. 

Tabla 06.  Índice de consolidación urbana (ICU) 

Grado de consolidación urbana* Puntaje

No consolidado 1-3
Consolidación media 4-6

Consolidado 7-10
 

Fuente.  Elaboración propia

(*) Ver los cálculos en el anexo 1 

Puntaje* Abastecimiento de 
agua 

Abastecimiento de des-
agüe Abastecimiento de luz Accesos

3 Medidor  individual Medidor  individual Medidor  individual vías asfaltadas

2 Conexión colectiva Conexión colectiva Conexión colectiva vías afirmadas

1

camión cisterna

pilón de uso público

pozo

pozo séptico conexión clandestina vías superficie 
múltiple

0 río o similar letrina Sin abastecimiento sólo peatonal
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Figura 2.  Delimitación de macro zonas del AML

Elaboración propia con base a Matos (2012), Cofopri (2016)
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Figura 3.  AAHH del AML  tomados como muestra 

Elaboración propia con base a BUM (2012), Cofopri (2016)
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 Adicionalmente, se georreferenció los datos de MML 2015 

sobre los AAHH no formalizados, elaborando un Índice de 

Riesgo (IR ver Tabla 8), de acuerdo al Informe de Riesgo 

Tabla 07.  Selección de casos de estudio               

Fuente. Elaboración propia

emitido por Instituto Nacional de Defensa Civil (Indeci). 
Con la finalidad de caracterizar su grado de consolidación 
urbana y el riesgo asociado. El IR se calculó bajo la siguiente 
fórmula: 

IR* =   [(MC+PG+D+E+S)*2 + (ES+IA+PC+A+HP)*1 + (P*3)]

Muro de contención MC
Pirca Grande (+1.20m) PG
Desquinche D
Escaleras E
Silo S

Estudio de suelo ES
Implementación ambiental IA
Pirca chica PC
Arborización A
Habilitación de pasaje HP
Pendiente** P

(*) Las categorías fueron obtenidas de la base de datos de la MML, con base al informe 
de riesgo emitido a cada AAHH por Indeci. Las ponderaciones responden al aumento 
del riesgo que proporciona cada categoría, registradas durante el trabajo técnico de la 
investigadora en la MML durante el año 2014.

(**) Esta categoría no está desarrollada en el informe de riesgo del AAHH, para la in-
vestigación se realizó su caracterización (anexo 2), y se clasificó con base al trabajo de 
Barreda (2012)

Tamaño Nombre ICU

Lima Norte
AAHH 9 de Setiembre 10

AAHH 19 de Mayo 7

Lima Este
Pueblo Joven Villa Huanta 9

AAHH La Providencia 8

Lima Sur
AAHH Luis Felipe de las Casas Grieve I 7

AAHH Los Mártires de San Juan 9
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Paralelamente, se hizo un análisis de la pendiente (ver 
Anexo 2) donde se ubican estos AAHH como un factor 
adicional de vulnerabilidad y riesgo (Figuras 5 y 17b); y 
como criterio de valuación económica y de factibilidad 
para el logro de la habilitación urbana. La categorización 

de escalas de pendientes (ver Anexo 3) corresponden al 
estudio de Barreda (2012). Según la base de datos de la 
MML, hasta el 2015 existen 1.106 AAHH no formaliza-

dos (ver Figura 4). 

Índice de riesgo Puntaje 

Riesgo bajo 1-10
Riesgo medio 11-20
Riesgo alto 21-33

Requiere reubicación 34

Fuente. Elaboración propia

Tabla 08.  Índice de Riesgo de AAHH en proceso de formalización              

Figura 4.  AAHH no formalizados con IR por distrito del AML                        
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Fuente. Elaboración propia con base en: MML (2015), Cofopri (2016)
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Figura 5.  Morfología del territorio del AML

Elaboración propia con base a Cofopri (2016)
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3.3.2/  Segunda etapa: Estrategia cualitativa
Unidad de análisis: Asentamientos Humanos 

Realizado el análisis de las estadísticas descriptivas y se-
leccionados los casos de estudio, se realizó la fase del trabajo 
de campo en dos etapas. En la primera se aplicó una ficha 
de observación para obtener información descriptiva de 
cada AAHH, como complemento a la caracterización de los 
datos obtenidos con la estrategia cuantitativa. En la segun-
da etapa, se realizaron entrevistas en profundidad a infor-
mantes clave: dirigentes, ex dirigentes y pobladores de los 
AAHH reclutados mediante la técnica de “bola de nieve”.  

En paralelo al trabajo en terreno, se revisaron docu-
mentos y/o archivos periodísticos e históricos como com-
plemento al relato de los informantes. Adicionalmente, se 
realizaron entrevistas a actores claves en el proceso adminis-
trativo de formalización, para entender las distintas visiones 
políticas y de gestión: directivos del MVCS, directivos y 
personal técnico de Cofopri y personal técnico de la MML 
en la gerencia de Desarrollo Urbano.

La información obtenida de las diversas fuentes fue con-
trastada mediante la triangulación de la información como 
estrategia que permitió identificar, explorar y entender las 
diferentes dimensiones (Rothbauer, 2008), tanto teóricas 
como metodológicas de la informalidad urbana en el área 
MML, fortaleciendo los hallazgos y enriqueciendo las in-
terpretaciones 

a.	 Criterios de selección de informantes

Definidos los asentamientos en los que se aplicó el estu-
dio de casos, se tomó contacto con las directivas vecinales 
verificando su voluntad explícita de participar, y mediante 
la técnica de “bola de nieve” se contactó con los demás veci-
nos.  En los casos seleccionados sólo se analizó la dinámica 
de la organización barrial, y no se tomaron en cuenta orga-
nizaciones no gubernamentales ni económicas. 

b.	 Técnicas de recolección

Entrevistas semiestructuradas a funcionarios públicos y 
académicos

Se realizaron al inicio de la investigación como parte del 
diagnóstico, permitiendo identificar con más precisión el 
problema del estudio. Se escogió esta técnica porque per-
mitió a la investigadora direccionar la entrevista, determi-
nando el orden de los temas por discutir, y la manera en 

que se proponen las preguntas, establecidas previamente en 
la guía de entrevista. Por otro lado, según Ayres (2008), la 
técnica es lo suficientemente flexible para proporcionarnos 
información nueva e inesperada que nos interesa desde la 
perspectiva de la investigación, por lo que permitió obtener 
información comparable respecto a los temas establecidos 
en la guía, como por ejemplo su visión respecto a la PNF 
y al rol que cumplen las municipalidades distritales en el 
proceso de formalización. 

Este tipo de entrevista se aplicó a los funcionarios pú-
blicos y administrativos que participan en el proceso de 
formalización bajo el marco de la PNF y a investigadores 
académicos y consultores cuyo interés investigativo esté 
centrado en el problema de investigación de la tesis. Se en-
trevistó a tres funcionarios públicos, dos consultores y dos 
investigadores. Los temas de la entrevista versaron sobre: 
políticas públicas sobre el acceso al suelo y la vivienda, ins-
trumentos normativos, proceso de formalización en el mar-
co de la PNF, redes sociales y capital social, y teorización 
del fenómeno. 

Entrevistas en profundidad a dirigentes y pobladores

A diferencia de la entrevista semiestructurada, la entre-
vista en profundidad permite que el investigador sondee las 
experiencias del entrevistado para obtener información más 
útil para el análisis del problema de investigación (Cook, 
2008). De esta manera, se fueron incorporando o mejo-
rando los niveles de análisis y las relaciones causales entre la 
PNF y las organizaciones sociales.  

Este tipo de entrevista se realizó con los dirigentes y ex 
dirigente vecinales, así como a los vecinos que podían re-
latar el proceso de ocupación y formalización del AAHH. 
Se realizó entre cuatro y cinco entrevistas por cada caso de 
estudio, variando de acuerdo al principio de “saturación de 
la información” que se utiliza en la metodología cualitativa. 
Se decidió no tomar más entrevistas una vez que el material 
dejó de aportar datos nuevos.

Los temas de conversación estuvieron enmarcados den-
tro del relato del proceso de invasión, ocupación y con-
solidación del AAHH, con énfasis en cuál fue el rol de la 
organización social en estos procesos, así como el grado de 
cohesión social y el principio de colectividad y solidaridad 
entre los pobladores, para lograr el bien común a nivel del 
AAHH. 
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Ficha de observación:

Durante el trabajo de campo, se elaboró una ficha resumen 
de las características del grado de consolidación urbana en cuatro 
aspectos: primero, sobre su caracterización general (localización, 
tipo de apropiación, situación de la tenencia y las características 
morfológicas). Segundo, tipo de organización vecinal. Se consi-
deró una medida objetiva para el nivel de participación vecinal, 
menos del 30% de participación, nivel bajo; entre el 30% y el 
60%, nivel medio; más del 60% nivel alto. Tercero, abasteci-
miento de servicios básicos y estado de accesos, pistas y veredas. Y 
cuarto, equipamiento comunal donde se tomó en consideración 
el equipamiento de escala barrial más valorado por los vecinos: 
local comunal, comedor popular, Pronoei, escuelas, capilla, par-
que y loza deportiva.

c.	 Procesamiento de datos

•	 Transcripción

Todas las entrevistas fueron grabadas con dispositivos de cap-
tura de audio, previa autorización del entrevistado y con la firma 
del consentimiento informado. La transcripción se realizó de for-
ma manual, corrigiendo la sintaxis de las oraciones sin perjudicar 
la veracidad del relato. 

•	 Codificación 

La codificación es el proceso mediante el cual se agrupa la 
información obtenida en categorías que estipula el investigador 
respecto a los conceptos que le permitirán generan conclusiones 
sobre el objeto de estudio (Benaquisto, 2008). Para la codifica-
ción se hizo un primer filtro manual y luego, con la finalidad de 
un mejor procesamiento, se utilizó un software de análisis cuali-
tativo (Atlas.ti).

•	 Integración de información

Realizada la codificación de las categorías, los hallazgos se re-
lacionaron con los fundamentos teóricos de la investigación, y se 
compararon buscando vínculos directos e indirectos entre ellas 
–principio de triangulación de información-, para elaborar una 
explicación integrada y redactar las respuestas a las preguntas de 
investigación, discutir la comprobación de la hipótesis y elaborar 
conclusiones y las recomendaciones. Adicionalmente se compara-
ron las estadísticas y datos espaciales de las bases de datos de Co-
fopri (2016), ESBUM (2012) y MML (2015); con el trabajo de 
campo, verificando su grado de veracidad o desfase temporal, lo 
que también aportó al desarrollo de las conclusiones, pero sobre 
todo a las recomendaciones. 
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En este capítulo se desarrollan los antecedentes sobre la 
relación del Estado peruano con la producción del hábitat 
popular, desde el inicio de las invasiones informales hasta 
la creación de la Cofopri. Se explica las relaciones de po-
der entre las instituciones estatales, los grupos de poder y 
la población, que generaron el espacio urbano informal del 
AML.

4.1/  Historia de las barriadas de Lima 

¿Cómo es posible que en un país, como el Perú, tan oligárquico 
hasta hace poco, haya podido darse un crecimiento tan grande 

de barriadas, o pueblos jóvenes, alrededor de la capital de la 
República? Contrariamente a las suposiciones o conclusiones 

de muchas investigaciones anteriores, es evidente que el 
crecimiento de estas comunidades en Lima ha sido, en parte, el 
resultado del apoyo a veces encubierto, a veces manifiesto del 

Estado peruano y de la élite peruana (Collier, 1978, p. 134)

El fenómeno de invasión urbana irregular en Lima, 
más conocido como el fenómeno de las “barriadas”, es 
resultado de diversos factores. El más importante fue el 
proceso de modernización que vivió el país, propiciado por 
el gobierno de Leguía (1919-1930) gracias a los empréstitos 
provenientes de Estados Unidos. Se realizaron grandes obras 
de infraestructura en Lima, generando la contratación de 
mano de obra, y así muchos migrantes llegaron a la capital 
buscando un mejor porvenir. Sin embargo, la crisis mundial 
de 1929 afectó este desarrollo dejando a gran cantidad de 
obreros sin trabajo y sin dinero para pagar alquileres. Como 
resultado se desarrollaron las primeras invasiones irregulares 
(Leticia 1932; Mirones bajo 1946; etc), ubicadas cerca al 
centro de la ciudad, además de la toma de algunas quintas 
que no tardaron en tugurizarse. 

Collier (1978) plantea que el apoyo hacia las barriadas, 
desde su inicio, tuvo un fin político que respondía al interés 
populista de cada gobierno, y en aquellos gobiernos donde 
hubo cierta limitación a la formación de estas, el efecto 
fue inverso pues se multiplicaron las invasiones. También 
aduce que un aliado estratégico, pero poco visible, fue la 
élite peruana, que a mediados del siglo pasado alentó la 
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formación de barriadas para desalojar los tugurios del 
centro de la ciudad y recuperar sus bienes inmuebles con 
fines inmobiliarios. Este grupo de poder formó coaliciones 
políticas para fomentar desde el Estado una política pública 
hacia las barriadas. 

En 1961, el Estado promulga la Ley 13517 de Barrios 
Marginales donde por primera vez se reconoce la existencia 
de asentamientos informales y la importancia de su 
legalización. Se comenzó un proceso de saneamiento1 físico 
y legal, de orden jurídico y también urbano. La Ley en 
cuestión suscitó un gran interés en el mundo académico. 
Dicha ley tiene como base las investigaciones que 
encomendó la Comisión de Reforma Agraria y de Vivienda 
(CRAV), bajo el asesoramiento de Eduardo Neira2, al 
antropólogo José Matos Mar y al arquitecto Adolfo 
Córdova sobre las barriadas y la situación de la vivienda 
en el Perú –respectivamente-, trabajos que se volvieron un 
referente en el análisis de la problemática de la informalidad 
urbana en Latinoamérica, sobre todo resaltando el apoyo 
a las organizaciones sociales de base (Córdova, entrevista 
personal, 22 de agosto de 2016).

En el siguiente cuadro, se hace una síntesis sobre el rol 
que cumplió el Estado frente a lo que Matos (2012) llama 
el “desborde popular”, se resalta que a pesar de tener una 
historia política que muchas veces fue antidemocrática, 
la planificación urbana siempre fue considerada como un 
medio para lograr el desarrollo del país, a pesar de que 
tuvieron fines políticos y de control social:

1“…El término saneamiento físico y legal es un término peruano que se originó 
en la Ley 13517 ‘Ley de Barrios Marginales’, donde hablar de saneamiento físico 
y saneamiento legal de barrios, utiliza el concepto sanear, que es un concepto hijo 
de las políticas sanitaristas de principios del siglo XX, propio del lenguaje de esa 
época. La ley fue revolucionaria, pero lo nuevo apareció usando el lenguaje de lo 
viejo” (Ríofrio, entrevista personal, 15 de abril de 2016)

2 Eduardo Neira estudió entre 1951 y 1952 en la University of Liverpool - Depart-
ment of Civic Design, volviendo a Lima con una nueva perspectiva sobre la arqui-
tectura, urbanismo y planificación urbana.  Sus aportes a la planificación urbana 
y el desarrollo económico de América Latina se irradiaron de forma internacional, 
“a partir de su participación en la creación, en 1961, del Centro de Estudios del 
Desarrollo (CENDES) en Caracas, institución pionera dedicada al planeamiento 
urbano y regional la cual ampliaba las funciones y labores de los arquitectos y 
urbanistas desde una perspectiva económica y social” (Huapaya, 2015).  A pe-
sar de sus grandes aportes, en el Perú se ha olvidado su producción académica 
y profesional, recordándolo sólo como uno de los miembros fundadores de la 
Agrupación Espacio.  
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Tabla 09.  a. Enfoque y rol del Estado peruano frente al hábitat popular (1945-1963)

Fuente. Elaboración Propia con base a Collier (1978); Duhau (1998); Gilbert (2001); Acuña (2012) y Calderón (2014)

Período Enfoque ideológico Tipo de gobierno Gobernante Políticas públicas / Vivienda y 
hábitat popular

Rol de la población 
organizada Instituciones

1945-1948
Dualismo

(Teorías de la mar-
ginalidad)

Constitucional José Luis Bus-
tamante

•	 Plan Nacional de Vivienda

•	Construcción de unidades 
de vivienda (UV)

•	Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	 1946. Corpora-
ción Nacional 
de La Vivienda 
(CNV)

1948-1950

Dualismo

(Urbanización 
dependiente)

Militar Manuel Odría

•	 Se permite la invasión de 
tierras como medida po-
pulista 

•	 1950 se acuña el término 
“barriada” 

•	 Proyectos públicos de 
vivienda para dar trabajo a 
la clase obrera

•	No otorgamiento de títulos 
de propiedad. Caridad con 
los pobres  

•	Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	 La participación social 
servía para expresar un 
apoyo político y no 
reclamar demandas

•	Corporación 
Nacional de La 
Vivienda

1950-1956 Constitucional Manuel Odría

•	Corporación 
Nacional de La 
Vivienda 

1956 -1962
Estructuralismo

(Democrático –
autonomista)

Constitucional Manuel Prado

•	 enfoque liberal hacia las 
barriadas se convirtió en 
política oficial

•	 1961. Ley 13517 “Barrios 
Urbanos Marginales”

•	Titulación, gravedad de la 
escasez de vivienda, destu-
gurizar el Centro

•	Creación de barrios margi-
nales planificados 

•	 Asociaciones de po-
bladores de las barria-
das independientes 
del Estado y creación 
del mundo altamente 
estructurado. Basado 
en la propiedad priva-
da y en la auto-ayuda

•	 1956.Comisión de 
Reforma Agraria y 
Vivienda (CRAV)

•	 1960. Instituto 
Nacional de la 
Vivienda (INVI)

1962-1963
Estructuralismo

(Democrático –
autonomista)

Militar Junta de Go-
bierno

•	Apoyo a la Ley 13517

•	 Fomento del rol  privado 
en el desarrollo habita-
cional 

•	Asociaciones de po-
bladores como ente 
autónomo 

•	 1962. Banco 
Nacional de la 
Vivienda

•	 1962. Junta 
Nacional de la 
Vivienda

•	 1962. Instituto 
Nacional de plani-
ficación

1963-1968
Dualismo

(Teorías de la mar-
ginalidad)

Constitucional Fernando 
Belaunde

•	Descentralización como 
programa de desarrollo 

•	Apoyo al área rural, no a la 
barriada

•	Construcción de UV para 
clases medias

•	No apoyo a la Ley 13517

•	 Pobladores de barria-
das eran vistos como 
marginales, se anuló 
su participación en 
el desarrollo urbano 
popular 

•	 Junta Nacional de 
la Vivienda

•	Oficina Nacional 
de Planeamiento 
urbano (ONPU)
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Durante el gobierno de Manuel Prado, debido a las 
crisis políticas producidas por la interacción de estos 
nuevos grupos de poder, las Fuerzas Armadas asumen un 
rol importante, convirtiéndose en un nuevo actor en la 
escena política y principal defensor de las barriadas, pues 
promovían las organizaciones sociales para hacer frente a los 
grupos de la élite. En este gobierno, aunque corto, se crea la 
Junta Nacional de la Vivienda que unía institucionalmente 
a la Corporación Nacional de la Vivienda y el Instituto 
Nacional de la Vivienda. Córdova (entrevista personal, 
22 de agosto de 2016), aduce que la Junta de Gobierno 
planteaba que la defensa nacional estaba estrechamente 
ligada con el desarrollo, tanto económico como social; y 
que eran dos pilares del progreso. Para lograr este progreso 
se necesitaba orden y planificación, por lo que apuestan por 
crear las instituciones necesarias para este fin, evitando así 
la proliferación de las invasiones y controlando las revueltas 
populares. 

Sin embargo, finalizado el gobierno militar, llaman a 
elecciones –cumpliendo su promesa de estar en el poder sólo 
un año- y asume la presidencia Fernando Belaunde, quien 
desconoce los esfuerzos por planificar las barriadas de los 
gobiernos predecesores. “Belaunde no creía en la vivienda 
popular, creía en la vivienda para clase media. Él estaba muy 
alimentado de las teorías americanas, inglesas, que son de 
otra realidad, de un estándar de vida más alto” (Córdova, 
entrevista personal, 22 de agosto de 2016). Debido a este 
desinterés del Estado hacia las barriadas, éstas se proliferan 
y el fenómeno se vuelve imposible de controlar, menos de 
erradicar.

Al final de la década de 1960 llegan a Lima los 
investigadores sociales William Mangin y John Turner3, 
destacando la “libertad para construir” (Turner, 1972) de 
las barriadas como una salida viable a la falta de vivienda 
social en las ciudades de rápido crecimiento. Turner se 
convirtió en el principal vocero de lo que se venía gestando 
en el Perú, cuyos conceptos y planteamientos remecieron 
las tendencias de las investigaciones sociales -en mayor 
medida, provenientes de la Escuela de Chicago- sobre los 
surgimientos de los barrios espontáneos, que muchas veces 
eran reducidos a lugares de delincuencia y degradación 

3	  John Turner llega a Perú, invitado por Eduardo Neira, ya 
que se conocieron estudiando ambos en Liverpool. Llega primero a 
Arequipa donde hacen trabajos juntos  y luego parte hacia Lima. 

social (Fernández, s.f). El cambio de enfoque permitió 
valorar la barriada como un mecanismo de superación del 
problema de la vivienda y la lucha colectiva por el derecho 
a una vida digna – lo que Calderón (1990) llama la “visión 
positiva de la barriada”-. Estos nuevos conceptos sobre el 
hábitat popular se consolidaron a nivel mundial cuando 
en 1971 Turner fue citado por el International Bank for 
Reconstruction and Development (IBRD) para presentar 
sus postulados respecto a la vivienda y el hábitat popular. 
Esta visión se consagró durante la primera conferencia 
organizada por la ONU sobre el Hábitat en Vancouver en 
1976.

En la década de 1970, se produjo un éxodo masivo hacia 
Lima, desde las zonas del interior rural del país, debido a la 
fallida reforma agraria realizada por el general de izquierda 
Juan Velasco, quien también fue un defensor de las barriadas 
en Lima, aunque con fines populistas. Velasco establece una 
serie de medidas (ver Tabla 9b) como apoyo a las barriadas, 
a las cuales les cambia el nombre a “Pueblos Jóvenes”, como 
modo de reivindicación social. La política más importante 
fue establecer un nexo entre el Estado y las organizaciones 
sociales para lo cual se creó el Sistema Nacional de Apoyo 
a la Movilización Social (SINAMOS), ente encargado de 
apoyar técnicamente el desarrollo urbano de los pueblos 
jóvenes, dotándolos de los servicios básicos y lotizando las 
tierras invadidas. 

Este proceso político – urbano, influenció en el ámbito 
intelectual generando diversas críticas a las políticas y 
acciones que el Estado peruano venía ejecutando en las 
barriadas.  Calderón (1990) atribuye la construcción de 
la visión crítica del fenómeno de la barriada al chileno 
Alfredo Rodríguez, con base en dos proposiciones. 
Primero, Rodríguez argumenta que la barriada es de hecho 
una modalidad de crecimiento de la ciudad peruana, y no 
una forma anómala del crecimiento de la ciudad, por lo 
tanto se debe analizar como un fenómeno en marcha y no 
intentar su erradicación. Segundo, Rodríguez enfatiza que 
no se han planteado los límites bajo los cuales se considere 
a la barriada como un elemento dinámico de desarrollo 
urbano, y en este sentido de qué manera la barriada puede 
ser vista como un proceso positivo en este desarrollo, pues 
sólo se idealiza el concepto de la barriada como el resultado 
de acción de lucha colectiva por la vivienda, pero no se 
establecen los efectos colaterales que puedan surgir. Se 
sumaron a esta visión crítica el peruano Anibal Quijano 
(1977), quien explicaba en su “Teoría de la Dependencia” 
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Período Enfoque ideológico Tipo de gobierno Gobernante
Políticas públicas / Vivienda y 

hábitat popular
Rol de la población 

organizada
Instituciones

1968-1975

Estructuralismo

(Enfoque “Turne-
riano”)

Militar

Juan Velasco

•	 Se cambia el término “Ba-
rriada” por “Pueblo joven 
(PJ)”

•	 Implementación de progra-
mas de mejoramiento físico 
para PJ (accesos y servicios 
básicos)

•	 Incrementar el rol del sector 
privado en los PJ

•	Crear expectativas realistas 
con respecto, a lo que el 
gobierno podía y no podía 
hacer para ayudar a los PJ

•	Apoyo a la Ley 13517

•	Titulación de tierras sin 
permitir nuevas invasiones 

•	 Fortalecer asociacio-
nes de pobladores, 
adiestramiento de 
los líderes locales y 
fomento del desarro-
llo de organizaciones 
locales; con fines de 
apoyo político 

•	 1968. Organis-
mo Nacional de 
Desarrollo de 
Pueblos Jóvenes

•	Acción Comu-
nitaria del Perú 
(Organización 
privada)

•	Ministerio de 
Vivienda y cons-
trucción 

•	 Fondo Nacional 
de la Vivienda 
(Fonavi)

•	 Sistema Nacional 
de Apoyo a la 
Movilización 
Social (SINA-
MOS)

1975-1980
Francisco 
Morales

Tabla 9b. Enfoque y rol del Estado peruano frente al hábitat popular (1968-1980)

Fuente. Elaboración Propia con base a Collier (1978); Duhau (1998); Gilbert (2001); Acuña (2012) y Calderón (2014)

el asistencialismo del Estado, así como los estudios sobre la 
pertinencia de las políticas del Estado respecto al uso del 
suelo por parte de los investigadores de la ONG Desco, 
Riofrío, Welsh y Deler (Calderón, 1990). 

En 1978, Riofrío presenta su investigación sobre las 
barriadas, en un libro titulado «Se busca terreno para nueva 
barriada. Espacios disponibles en Lima 1940-1978-1990». 
El libro tiene como objetivo demostrar que ya no se 
puede solucionar el problema de la vivienda para sectores 
populares otorgándoles terrenos “más allá de la carretera”.  
Declara que en aquel entonces, ninguno de los terrenos 
extraurbanos inmediatamente cercanos a Lima era apto 
para la utilización masiva inmediata, ni para la creación 
de bolsones de vivienda. La relevancia de esta publicación 
radica en que se plantea por primera vez una preocupación 
sobre el impacto del fenómeno de los asentamientos 
informales en el territorio y sobre la injerencia directa de las 
políticas estatales en el desarrollo urbano de la ciudad más 
importante del Perú.

A principios de la década de 1980, el fenómeno 
climatológico denominado “El Niño” causó una de las 
peores tragedias socio-naturales, debido a las fuertes 

inundaciones al norte del Perú, afectando seriamente 
la economía local. Sumado a esta catástrofe, el grupo 
terrorista Sendero Luminoso inicia su rebelión armada 
en el sur del país, forzando la huida de los pobladores a 
Lima.  Lima colapsó, no había vivienda social disponible 
y la barriada desbordaba la capacidad de gestión estatal, y 
los recursos económicos para solventar las intervenciones. 
Las consecuencias de las políticas ejecutadas, desde hacía 
dos décadas, reflejaban resultados poco prometedores para 
el futuro de los “nuevos pobladores”. 

Durante su segundo gobierno, Fernando Belaunde 
cambió su visión de las barriadas y se crearon instituciones 
de apoyo a la vivienda en autoconstrucción como la 
Enace (Empresa Nacional de Edificaciones), el Banco de 
Materiales, y la más importante, el Ministerio de Vivienda 
y Construcción, como un ente rector de la planificación 
urbana. Lamentablemente, las barridas se habían convertido 
en el principal modo de producción de suelo urbano, por lo 
que el fenómeno fue incontrolable. La situación se agravó 
en el gobierno de Alan García, debido a la crisis económica 
que azotó al país, y la hiperinflación acabó con las entidades 
financieras tanto privadas como públicas (ver Tabla 9c).  
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En este contexto, surgen los postulados del economista 
peruano Hernando de Soto, frente a la situación de pobreza 
que se vivía en las barriadas.  En su libro «El otro Sendero» 
(1986), plantea que la pobreza, generada por la informalidad 
del trabajo y la tenencia del suelo, podría ser superada si 
se capitalizara el “capital muerto” que tienen los pobres: 
esto es, su terreno. Calculó que habría casi 10 millones 
de dólares escondidos del mercado económico formal, 
bajo el problema de la no titulación de tierras informales 
en Perú. De Soto asume que la propiedad significa para la 
población una posibilidad de acceso al crédito, que deviene 
en emprendimiento y en la movilización de activos en el 
mercado, además de la generación de un patrimonio propio.

 Cabe resaltar que estas ideas de corte neoliberal, 
encajan dentro del nuevo contexto político-económico 
mundial, impulsados por los gobiernos de Reagan en los 
Estados Unidos y Thatcher en el Reino Unido, por lo que 
los organismos internacionales más influyentes –Banco 
Mundial, Fondo Monetario Internacional, ONU- acogieron 
de buena manera los postulados de De Soto, además que 
encajaban dentro de los principios que el Consenso de 
Washington planteaba para los países en desarrollo. Estos 
organismos empezaron a generar fondos para financiar 
programas de formalización y mejoramiento de barrios. 
En 1996, se celebró la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre los Asentamientos Humanos (Hábitat II) donde se 
definió la “seguridad de la tenencia” como una política 
básica a desarrollar a nivel mundial (Clichevsky, 2003). 
Ese mismo año, el presidente Alberto Fujimori creó la 
Comisión de Formalización de la Propiedad Informal 
(Cofopri), presentándolo como el organismo que cambiaría 
el paradigma de la informalidad en el Perú y coadyuvaría a 
erradicar la pobreza. Sin embargo, como su fin era político 
y se buscaba tener resultados en el corto plazo, sus funciones 
solo se centraron en la parte legal del problema y se omitió 
sus implicancias a nivel urbano como el desarrollo de la 
habilitación urbana.

La Constitución de 1993, surgida del autogolpe de 
estado de Fujimori, no reconoció el derecho a la vivienda 
como una necesidad básica de la persona, y se eliminó 
la función social del suelo. Dando mayor importancia 
al financiamiento de la vivienda para clase media. Se 
desactivaron los fondos de fomento para la construcción de 
vivienda popular, incluido el Sistema Mutual de Vivienda 
y la Enace. Sólo se mantuvo el Banco de Materiales 
y la Fonavi (Fondo Nacional de la Vivienda), que 

siguieron prestando apoyo para la autoconstrucción pero 
limitadamente, y como parte de la política asistencialista 
del Estado. El Estado dejó de asistir técnicamente a las 
barriadas en el desarrollo urbano, como estipulaba la Ley 
13517-. Así, Cofopri se convirtió en un vehículo político 
del fujimorismo, pues otorgando títulos de propiedad con 
celeridad y poca responsabilidad, se aseguraban los votos de 
la población para las elecciones del año 2000, generando 
una relación clientelar (Calderón, 2005). 

Desde la creación de la Cofopri, los gobiernos siguientes 
al fujimorismo, optaron por continuar con la formalización 
de la tenencia del suelo (ver Tabla 9d), ampliando los límites 
de tiempo establecidos para lograr el beneficio de la Política 
Nacional de Formalización (PNF) (ver Tabla 10), pues de 
esta manera se podían conseguir réditos políticos. Hubo 
algunos intentos por elaborar programas de desarrollo 
urbano integral en las barriadas, como el programa “Mi 
Barrio” durante el gobierno de Alejandro Toledo, que 
tenía como objetivo la consolidación urbana de los AAHH, 
mediante la habilitación urbana. Sin embrago, debido a 
sus altos costos de implementación y de la falta de un plan 
integral de desarrollo y de voluntad política, el programa no 
logró mucho éxito. En el segundo gobierno de Alan García, 
donde se registró la mayor corrupción en la titulación de 
tierras, se dio de baja el programa. Con el gobierno de 
Ollanta Humala el MVCS buscó hacer frente al problema 
del tráfico de tierras y por primera vez en la historia peruana, 
se registró el suelo como bien del Estado ante los Registros 
Públicos. Se ha creado el “Programa de Adjudicación de 
Lotes”, cuyo objetivo es ya no otorgar de manera gratuita 
la tierra invadida, sino cobrar un “justiprecio4”. No en 
cualquier tierra, sólo la que el Estado ha determinado como 
banco de suelo para vivienda. Las áreas de reserva natural, 
zonas arqueológicas, etc. no entran en este programa 
(Crisólogo5, entrevista personal, 18 de abril de 2016). Sin 
embargo, al no existir un plan6 de desarrollo para Lima 
-el último fue hecho en 1990- es difícil determinar estas 
áreas, sobre todo porque la planificación urbana en el país 
está condicionada a la voluntad política de los alcaldes.  En 

4 Precio establecido con base al poder adquisitivo de la población beneficiada, 
mucho menor al precio fijado por el mercado. 

5 Víctor Crisólogo, Director de Formalización Integral de la Cofopri.

6 En la gestión de Susana Villarán (2011-2014), se elaboró el Plan Metropo-
litano de Desarrollo Urbano “PLAM 2035” conjugando el trabajo de diversos 
actores profesionales y académicos. Sin embargo, el actual alcalde Luis Castañeda 
lo ha desconocido y no ha seguido el proceso de aprobación del mismo. 
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resumen, el Estado peruano desde el inicio de las barriadas 
ha tenido diversas reacciones, siendo opresor o permisivo. 
Con el paso del tiempo y frente a la incapacidad de gestión 
y la limitación de recursos económicos se ha dejado de lado 
la atención integral de las barriadas y sólo se ha dedicado 
a entregar títulos de propiedad, ocasionando que las 
invasiones informales, lejos de desaparecer, se incrementen 
exponencialmente. Los últimos AAHH se ubican en las 
cuencas de los ríos Rímac y Chillón; en zonas cada vez 

más marginales y vulnerables a riesgos naturales. Como se 
observa en la Figura 8, el crecimiento de las barriadas ha 
superado sustantivamente la Lima planificada. En el mapa 
correspondiente al 2010, se observa  que el 70% de la actual 
AML ha sido producido por el urbanismo popular. Muchas 
de las primeras barriadas se han convertido ya en distritos, 
como San Martín de Porres y Villa El Salvador, por citar las 
más emblemáticas. 

Figura 6.   Primeras invasiones en Villa El Salvador (1971)
Fuente. Matos Mar (2012).
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Tabla 9c. Enfoque y rol del Estado peruano frente al hábitat popular (1980-1990)

Período
Enfoque ideo-

lógico
Tipo de gobierno Gobernante

Políticas públicas / Vivienda y 
hábitat popular

Rol de la población 
organizada

Instituciones

1980-1985

Estructuralismo

(Enfoque “Tur-
neriano”)

Constitucional
Fernando 
Belaunde

•	 Se cambia el término “Pueblo 
joven (PJ)” por “Asentamiento 
Humano (AAHH)” 

•	 Plan Nacional de Vivienda y el 
Plan Nacional de Agua Potable y 
Alcantarillado

•	Construcción de complejos habi-
tacionales para clase media 

•	 Asociaciones de 
pobladores como 
base de apoyo 
político 

•	Ministerio de Vivien-
da y Construcción

•	Banco de Materiales 
(BANMAT)

•	 Empresa Nacional de 
Edificaciones (ENA-
CE)

1985-1990

Estructuralismo

(Enfoque “Tur-
neriano”)

Constitucional Alan García

•	 Programas de habilitación urbana

•	 Fomento de la autoconstrucción

•	 Plan Nacional de la Vivienda 
(ciudades satélites) 

•	 Asociaciones de 
pobladores como 
base de apoyo 
político 

•	Banco de la Vivienda

•	Banco Central Hipo-
tecario

Fuente. Elaboración Propia con base a Collier (1978); Duhau (1998); Gilbert (2001); Acuña (2012) y Calderón (2014)

Fuente. Matos Mar (2012). 

Figura 7.  Pobladores en proceso de invasión (1963)
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Período
Enfoque ideo-

lógico
Tipo de gobierno Gobernante

Políticas públicas / Vivienda y 
hábitat popular

Rol de la población orga-
nizada

Instituciones

1990-1992

Legalista o 
institucionalista Constitucional

Alberto 
Fujimori

•	Reforma del sistema eco-
nómicos

•	 Privatización de servicios 
básicos

•	 Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	 Eliminación de insti-
tuciones de fomento 
para la vivienda

1992-1993

Legalista o 
institucionalista Estado de emergencia

Alberto 
Fujimori

•	Cambio de la Constitución 
Política, se elimina “la 
función social del suelo”

•	El Estado promueve la in-
versión privada y desregular 
el mercado

•	 Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	 Fondo MIVIVIEN-
DA

1993-2000

Legalista o 
institucionalista Constitucional

Alberto 
Fujimori

•	 Política Nacional de For-
malización, entrega masiva 
de títulos de dominio a 
AAHH asentados antes de 
1996

•	 Programa de apoyo a la 
autoconstrucción de vi-
viendas

•	 Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	Comisión de For-
malización de la 
Propiedad Informal 
(Cofopri)

•	 ILD (Hernando de 
Soto)

2000-2001 -- Constitucional
Valentín 
Paniagua

Restablecimiento de la democracia

2001-2006
Neoliberal 

individualista
Constitucional

Alejandro 
Toledo

•	 Programas de subsidio a la 
vivienda 

•	 Propiciar integración física 
y social de los AAHH 
(Mejoramiento integral de 
barrios)

•	Ampliación de plazo para 
entrega de títulos de do-
minio a AAHH, asentados 
antes de 2004

•	 Asociaciones de po-
bladores como base de 
apoyo político 

•	 Regular orden interno

•	 Establecer relaciones 
con instituciones 

•	 Restablecimiento del 
Ministerio de Vivien-
da, Construcción y 
Saneamiento

•	 Cofopri

2006-2011
Neoliberal 

individualista
Constitucional Alan García

•	 Programas de subsidio a la 
vivienda 

•	Ampliación de plazo para 
entrega de títulos de do-
minio a AAHH, asentados 
antes de 2010

•	 Ministerio de Vivien-
da, Construcción y 
Saneamiento

•	 Cofopri

2011-2016
Neoliberal 

individualista
Constitucional

Ollanta 
Humala

•	 Programas de subsidio a la 
vivienda 

•	 Ministerio de Vivien-
da, Construcción y 
Saneamiento

•	 Cofopri

Tabla 9d. Enfoque y rol del Estado peruano frente al hábitat popular (1990-2016)

Fuente. Elaboración Propia con base a Collier (1978); Duhau (1998); Gilbert (2001); Acuña (2012) y Calderón (2014)
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4.2/  La Política Nacional de Formalización y la Cofopri
La Comisión de Formalización de la Propiedad Infor-

mal (Cofopri) fue creada el 22 de marzo de 1996, mediante 
el Decreto Legislativo N° 803 – Ley de Promoción de Ac-
ceso a la Propiedad Informal, adscrita al Ministerio de Jus-
ticia. Su función principal era diseñar y ejecutar la Política 
Nacional de Formalización (PNF) para lograr la titulación 
masiva de los asentamientos humanos informales, y para 
incrementar el valor de la propiedad inmueble e integrar-
las al mercado inmobiliario, convirtiendo al benefactor en 
sujeto crediticio, tal como recomendó Hernando de Soto. 
Por otro lado se le quitó a los Municipios Provinciales la 
función de formalización que se les había otorgado con la 
Ley 13517, y la responsabilidad la asumió totalmente el 
gobierno central. En 1998, gracias al financiamiento del 
Banco Mundial, se aprobó el Proyecto de Derechos de la 
Propiedad Urbana (PDPU) que se alineaba a los objetivos 
de la Cofopri y propiciaba el mejoramiento de la PNF en 
términos de gestión y sistematización. El proyecto finalizó 
el 2004 entregando más de 2 millones de títulos de propie-
dad individual (ver Tabla 10). 

Entre el 2004 y el 2006, luego de las evaluaciones ins-
titucionales del PDPU se concluyó que menos del 50% de 
los benefactores se volvieron sujetos crediticios (Calderón, 
2004a, 2004b, 2005), por lo que el objetivo de ingresar al 
mercado mediante la movilización de su activo -su propie-
dad- no se cumplió. Adicionalmente, se puso de manifiesto 
el problema del incremento de las invasiones informales en 
zonas de riesgo, que ya habían recibido títulos de propiedad 
“con carga”, cuya única restricción, a diferencia del título 
“sin carga”, es que no le permite al beneficiario acceder a 
subsidios para mejora de vivienda y el costo en el mercado 
del predio es menor. Como respuesta a este reclamo realiza-
do por la Municipalidad Metropolitana de Lima (MML) y 
el Instituto de Defensa Civil (Indeci), Cofopri decidió tra-
bajar con las municipalidades distritales, con las gerencias 
de Desarrollo Urbano e Indeci para elaborar el diagnóstico 
del riesgo –se debe elaborar un informe de riesgo por cada 
AAHH-, como medida previa para iniciar el proceso de for-
malización (ver Figura 9). 

Desde entonces, la MML asume la responsabilidad de 
la asesoría técnica para el levantamiento del riesgo, y sólo 
cuando este verifica que el riesgo ha sido superado, Cofopri 
sigue con el proceso de formalización.  Luego de estos ajus-

tes, en el 2007, el gobierno pacta el convenio con el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) para 
llevar a cabo el Proyecto de Consolidación de los Derechos 
de Propiedad Inmueble (PCDPI) con el fin de promover la 
permanencia en el sector formal de la población beneficiada 
por el PDPU, bajo un sistema descentralizado y  sostenible. 
Como el proyecto tenía el 2011 como fecha de caducidad, 
paralelamente la Cofopri lleva a cabo el Plan Nacional de 
Formalización de la Propiedad Informal (2008-2015) bajo 
los principios del PCDPI (ver Tabla 10). 

En las tres etapas de la PNF, el proceso de formalización 
ha seguidos los mismos lineamientos, sin embargo los acto-
res ha cambiado. Para iniciar el proceso de formalización es 
necesario que exista una asociación de vecinos en representa-
ción de la población que invadió el terreno, quienes emiten 
una solicitud a la Cofopri para iniciar el proceso. Primero 
se verifica que se hayan posesionado antes del límite tem-
poral de la Ley de Saneamiento vigente, y posteriormente 
el reconocimiento del perímetro y la lotización del terreno, 
así como el padrón de vecinos. En la primera etapa de la 
PNF sólo se trabaja con la organización vecinal, la Cofopri 
y el Registro Predial Urbano, en las dos etapas siguientes 
–el proceso actual- cada actor tiene diferentes obligaciones:

•	 Organizaciones vecinales/: deben conformar una jun-
ta vecinal y ante Notario Público reconocer su “Libro 
de Actas” para iniciar el proceso de formalización. 
Durante el proceso deben entregar los documentos 
que acrediten los límites perimétricos y lotización, 
avalado por el Municipio distrital correspondiente. 

•	 Municipio Distrital: se encarga del reconocimiento del 
AAHH, tanto en la organización de sus directivos como 
en visado de los planos perimétricos y de lotización. 

•	 Indeci: elabora el informe de riesgo a cada AAHH

•	 Municipalidad Metropolitana de Lima: da asistencia 
técnica en el levantamiento del riesgo, una vez levan-
tado el riesgo se procede a la titulación individual.

•	 Cofopri: realiza tres procesos (ver Figu-
ra 9) para otorgar el título de propiedad in-
dividual, finalmente es el beneficiario quien 
registra el título de propiedad individual ante la Super-
intendencia Nacional de Registros Públicos (Sunarp). 



43

Tabla 10.  Resumen de los lineamientos y principios de la PNF 

Fuente. Elaboración propia con base en Decreto Legislativo Nº 803 (1996); Ley N°28391 y N° 28687 (2004); Banco Mundial (2004); Cofopri (2012; 2016); Congreso de la República del Perú (2012)

Política Nacional de Formalización (PNF)

Proyecto Proyecto Derechos de Propiedad urbana (PDPU)
Proyecto de Consolidación de los 
Derechos de Propiedad Inmueble 

(PCDPI)
Plan Nacional de Formalización 

de la Propiedad Informal 

Periodo 1999-2004 2007-2011 2008 - 2015

Financiamiento Banco Mundial – Gobierno Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) – 
Gobierno

Órgano ejecutor Cofopri Cofopri

Instituciones 
asociadas Registro Predial Urbano (RPU)

Superintendencia Nacional de Registros Públicos 

Instituto Geográfico Nacional 

Municipalidades distritales y metropolitanas

Área de ejecución
Lima - Callao y 11 área urbanas (Chiclayo, 

Chimbote, Piura, Trujillo, Arequipa, Huaraz, 
Iquitos, Ayacucho, Ica, Junín, Moquegua, Tac-

na y Ucayali)
A nivel nacional

Benefactores 

•	AAHH formados antes del 22 de marzo de 
1996 (Decreto Legislativo N°803) en tierra 
estatal, fiscal o municipal 

•	AAHH formados antes del 31 de diciembre 
de 2001 (Ley N°28391) en tierra estatal, fiscal 
o municipal 

•	AAHH formados antes del 31 de diciembre de 2004 en tierra estatal 
(Ley N° 28687) No incluye zonas arqueológicas, reservas naturales, zo-
nas de riesgo, y zonas de reserva para servicios públicos y vivienda social 

Fundamentos del 
proyecto

•	Necesidad de un sistema único de formali-
zación de la propiedad que permita la incor-
poración de los activos de la mayoría de los 
peruanos a una economía social de mercado 
para que puedan ser identificados, ubicados y 
representados en instrumentos de aceptación 
universal, regidos por un marco institucional 
que facilite su intercambio

•	Inadecuada política de derechos de propiedad inmueble 

•	Deficiente provisión de servicios de formalización y catastro

•	Inadecuada provisión de los servicios registrales

•	Desconocimiento de las ventajas de permanencia en la formalidad y los 
riesgos de la informalidad 

Objetivos

•	Promoción del acceso a la propiedad formal 

•	Simplificar el sistema registral 

•	Identificación y desarrollo de medidas regu-
latorias para mejorar el acceso a la propiedad 
formal 

•	Fortalecimiento administrativo de COFOPRI

•	Elaboración de sistemas de información y 
cartografía catastral y jurídica 

•	Promover el acceso de la población urbana marginal a un sistema des-
centralizado,  sostenible y de calidad de formalización de la propiedad 
inmueble

•	Promover la permanencia en el sector formal de la población beneficia-
da 

•	Transferir capacidades de formalización a los gobiernos locales 

•	Concluir la Formalización de la propiedad predial rural y urbana mar-
ginal registrable

Lineamientos 

•	Continuación del proceso de formalización de 
la Cofopri

•	Fortalecimiento administrativo del Registro 
Predial Urbano

•	Implementación del Plan Nacional de For-
malización

•	Establecimiento de un sistema para medir y 
analizar el impacto social y económico del 
PDPU 

•	Desarrollo de políticas integrales de derechos de propiedad inmueble

•	Prestación de servicios descentralizados de formalización y catastro

•	Prestación de servicios registrales

•	Difusión de los beneficios de la formalización 

•	Gestión del PCDPI

Metas Titulación de 2 millones de lotes individuales Titulación de 750,393 lotes indi-
viduales 

Concluir la titulación de AAHH 
informales

Títulos 
entregados 2,959,536 lotes individuales 797,528 lotes individuales 257,714 lotes individuales

Población 
beneficiada 5.7 millones 2.3 millones 1.7 millones 
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Figura 9.  Proceso de formalización estipulado por Cofopri 

Desde 1996 hasta la actualidad, la PNF ha cambiado 
de objetivos –que no se han logrado en su totalidad- y sus 
metas –cuyo logro es el único motivo de éxito de la Co-
fopri-- El desarrollo de estas metas y la comparación de los 
proyectos se pueden apreciar en la Tabla 10.  En cuanto a 
los títulos entregados, sólo en el período de 1996 – 2000, 
durante el último gobierno de Fujimori, se entregaron más 
de 1 millón de títulos individuales, poniendo en evidencia 
la función clientelar de Cofopri impuesta por Fujimori, y 
reafirmada por el gobierno de Toledo (ver Tabla 11 y Fi-
guras 10 y 11).  Calderón (2005, 2006), sostiene que esta 
titulación masiva se realizó sin preocupación urbanística, 
ambiental y social durante el proceso de regularización: se 

generaron áreas legalizadas pero no sostenibles, pues care-
cen de servicios, conectividad o equipamientos adecuados. 
Además, la facilidad de la entrega de títulos, y el énfasis en 
la propiedad privada, ha propiciado la creciente y perversa 
asociación de “urbanizadores piratas” que lucran con las lla-
madas “mafias de tierras”. Finalmente, la esperada “cultura 
de la formalización” no se ha instaurado, pues ni siquiera 
se ha logrado que la totalidad de los títulos de propiedad 
entregados sean inscritos en los Registros Públicos, por lo 
que las segundas transacciones no se registran. Es decir, es 
probable que próximamente volvamos al punto cero, en 
términos de legalidad de la tenencia.          
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Fuente. Elaboración propia con base en Congreso de la República del Perú (2012)
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Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2012; 2016); Congreso de la República del Perú (2012)

(*) Corresponde a la meta anual establecida por Cofopri para cumplir con los objetivos presentados al BID.

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2012; 2016); Congreso de la República del Perú (2012)

Tabla 11. Títulos de propiedad entregados por año y gobierno (1996-2015)

1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 sin
fecha

Pueblos 236 585 264 632 760 177 212 123 31 21 27 52 48 42 43 52 35 49 52 45 9 25
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TITULACIÓN POR AÑO EN LIMA METROPOLITANA
Figura 10.  Titulación por año en Lima metropolitana

Gobierno Año
Títulos de propiedad

Total 
urbano rural

Alberto Fujimori 

1996 184,860 (*) 26,857

1,851,612
1997 184,860 (*) 86,985
1998 184,860 (*) 196,750
1999 184,860 (*) 355,480
2000 184,860 (*) 261,240

Valentín Paniagua 2000- 2001 184,860 (*) 134,810 319,670

Alejandro Toledo

2002 184,860 (*) 97,565

1,172,031
2003 70,401 156,670
2004 65,598 213,160
2005 71,300 126,390
2006 83,617 102,470

Alan García

2007 97,865 89,145

797,528
2008 107,760 90,711
2009 122,460 52,188
2010 127,740 7,648
2011 99,012 2,999

Ollanta Humala 

2012 81,173 0

257,714
2013 82,534 0
2014 91,699 0
2015 2,308 0
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Figura 11.   Titulación de pueblos por gobierno (1996 -2015)

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016)
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4.3/  Lima en el siglo XXI en cifras:  aproximaciones a la situación 
de la informalidad urbana 

Hecho el recuento histórico del fenómeno de la barriada 
en Lima, en este acápite se caracteriza la situación actual de 
la informalidad urbana en el AML en términos adminis-
trativos y territoriales. En primer lugar, es necesario aclarar 
los términos que se usarán para designar a los asentamien-
tos informales, ya que existen según el catastro de Cofopri 
(2016) ocho tipos de posesión (ver Tabla 12) de los cuales 
el tipo de posesión que se refiere a un asentamiento infor-
mal es “asentamiento humano”. Sin embargo, en el mismo 
catastro y en los datos de la MML (2015) se distinguen 28 
categorías (ver Figura 12) de las cuales “asentamiento hu-

mano” y “pueblo joven” son las más representativas dentro 
de las categorías. Por lo tanto, para esta investigación se 
utilizará la categoría Asentamiento Humano (AAHH) para 
referirnos a todos los asentamientos informales, indistinta-
mente de su estado legal (formalizado, no formalizado o 
informal). 

El catastro de Cofopri (2016) registra 3.180 AAHH for-
malizados desde 1996 hasta el 2015 en el AML. Sin embar-
go, este número puede ser menor debido a que en el trabajo 
de campo se registró que muchos de los AAHH formados 
en la década de 1965 -1980 ya poseían títulos de propiedad 
otorgados por la Municipalidad Metropolitana de Lima –
en ese entonces era su función, ver Figura 14)-. En cuanto 

0

200

400

600

800

1000

1200

AGRUPACIÓN DE FAMILIAS

AGRUPAMIENTO

AGRUPAMIENTO DE VIVIENDA

AMPLIACIÓN DE ASENTAMIEN

ASENTAMIENTO HUMANO

ASENTAMIENTO HUMANO PR

ASOCIACIÓN

ASOCIACIÓN DE PROPIETARIO

ASOCIACIÓN DE VIVIENDA

BARRIO FISCAL

BARRIO MARGINAL

BARRIO OBRERO

CENTRO POBLADO

CONJUNTO HABITACIONAL

COOPERATIVA DE VIVIENDA

HABILITACIÓN URBANA

MERCADO
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PUEBLO JOVEN

URBANIZACIÓN

URBANIZACIÓN POPULAR

URBANIZACIÓN POPULAR DE I

TIPOCuenta de TIPO

Asentamiento Humano

Pueblo Joven

Tipos de posesión Descripción 

TS 000 No definido

TS 001 Asentamiento humano

TS 002 Centro poblados

TS 003 Habilitación urbana

TS 004 Mercado público

TS 005 Pueblo tradicional

TS 006 Programa de vivienda 

TS 007 Parcela 

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016)

Tabla 12. Tipos de posesión según Cofopri

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016), MML (2015)

Figura 12.  Categorias catastrales de los AAHH formalizados
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los AAHH en proceso de formalización la MML (2015) 
registra 1.106 AAHH con informe se riesgo –proceso avan-
zando de formalización- y 47 AAHH con levantamiento 
de campo (reconocimiento geográfico y social del territorio 

invadido)–inicio del proceso de formalización- (ver Tabla 
13, Figura 13). En cuanto a los AAHH informales, no se 
tiene una data que permite establecer cuántos son, pero sí se 
midió la superficie que abarcan (ver Figura 15).

Lima Tradicional Lima Norte Lima Este Lima Sur
Formalizados 318 828 1114 920
Informe de riesgo 47 299 450 310
Levantamiento de

campo 0 13 32 2
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1200
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 (u
ni
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Figura 13.  Distribución de los AAHH en el AML por macrozona

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016), MML (2015)
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Tabla 13.  Situación de AAHH en el AML

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016); MML (2015)

Zona Distrito

Situación de AAHH  (1996 -2016)

Formalizados
En proceso

Informe de riesgo Levantamiento de campo

Lima Tradicional

Lima Cercado 45 14 0

Barranco 0 0 0

Breña 14 0 0

Jesús María 1 0 0

La Victoria 73 11 0

Lince 2 0 0

Magdalena del Mar 11 0 0

Magdalena Vieja (Pueblo Libre) 2 0 0

Miraflores 4 0 0

Rímac 63 21 0

San Borja 9 0 0

San Isidro 0 0 0

San Miguel 37 0 0

Santiago de Surco 50 1 0

Surquillo 7 0 0

 Sub Total 318 47 0

Lima Norte

Ancón 47 15 0

Carabayllo 126 72 5

Comas 189 76 5

Independencia 88 30 0

Los Olivos 56 4 0

Puente Piedra 175 81 3

San Martín de Porres 136 21 0

Santa Rosa 11 0 0

 Sub Total 828 299 13

Lima Este

Ate 281 167 23

Chaclacayo 15 4 0

Cieneguilla 11 14 0

El Agustino 141 30 0

La Molina 17 1 0

Lurigancho - Chosica 55 24 0

San Juan de Lurigancho 571 195 9

San Luis 3 0 0

Santa Anita 20 15 0

Sub Total 1114 450 32

Lima Sur

Chorrillos 64 25 0

Lurín 49 32 0

Pachacámac 43 39 0

Pucusana 9 0 0

Punta Hermosa 12 0 0

Punta Negra 8 5 0

San Bartolo 13 1 0

San Juan de Miraflores 199 73 0

Santa María del Mar 1 0 0

Villa El Salvador 220 23 0

Villa María del Triunfo 302 112 2

Sub Total 920 310 2

Total 3180 1106 47
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Figura 14.  Consolidación urbana de Lima 1990-2014

Fuente. PLAM 2035, MML, 2014
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 Territorio 

En términos territoriales el área metropolitana de 
Lima (AML), se conforma por 43 distritos y según da-
tos de la MML (2015), tiene una superficie total de 
2,238km2.  Con base a imágenes satelitales del visor 
Google Earth (con fechas de finales del 2015) se deter-
minó que la mancha urbana tiene una superficie total de 
1,239km2, de los cuales según datos de Cofopri (2016) 
la superficie urbana formal corresponde a 377 km2, y 
la superficie correspondiente a los AAHH formalizados 
es de 198.7Km2, por lo que se infiere que los 663.3km2 
restantes de la mancha urbana corresponden a AAHH no 
formalizados e informales, que corresponde al 54% de la 
superficie total (ver Figura 15). Debido a que la MML no 
cuenta con un sistema georreferenciado, poseen infor-
mación muy limitada en cuanto a las áreas y perímetros 
de los AAHH no formalizados, lo que dificultó establecer 
cuánta área pertenece a éstos y a los AAHH informales, 
por lo que no se ha hecho la diferenciación entre ambos 
para el cálculo. 

Figura 15.  Distribución de la superficie urbana del AML

Localización 

El 90% de los AAHH formalizados ocupan las áreas 
periféricas de la Lima tradicional donde la pendiente no 
es pronunciada (0-20% de pendiente, ver Figura 17a) y 
el restante se ubica en zonas donde la pendiente varia 
del 20-30%. En cuanto a los AAHH no formalizados e in-
formales, se ubican siguiendo el cauce de del río Chillón 
al norte y las lomas al sur y al este, en las zonas más vul-
nerables a riesgos naturales por deslizamiento debido a 
que la pendiente varía de 20% a más (ver Figura 17b), lo 
que dificulta su futura habilitación urbana en cuanto al 
tendido de la infraestructura básica. Según el análisis del 
Índice de Riesgo (IR) de los AAHH no formalizados, de los 
1,106 registrados, 447 presentan alto IR, 301 medio IR, 
326 bajo IR y dos necesitan ser reubicados (ver Figura 
18). Analizando el año en el que fueron elaborados estos 
informes de riesgo, concuerda con los inicios y finales 
del segundo periodo presidencial de Alan García, lo que 
sería indicativo de la veracidad de los cargos imputados 
por tráfico de tierras en ese periodo de gobierno (ver 
Figura 19).  

Fuente. Elaboración propia con base en Cofopri (2016); MML  (2015); Google Earth (2015) 

SUPERFICIE

16%

30%

54%

AAHH FORMALIZADOS

LIMA FORMAL

AAHH NO FORMALIZADOS E
INFORMALES



52

Fuente. Elaboración propia con base en  MML  (2015); Google Earth (2015); Cofopri (2016)

Figura 16.  Mancha urbana del  AML 2015
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Figura 17. a. Análisis de pendiente de pueblos formalizados del AML

Fuente. Elaboración propia con base en Barreda (2012); MML  (2015); Cofopri (2016)
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Fuente. Elaboración propia con base en Barreda (2012); MML  (2015); Cofopri (2016)

Figura 17b. Análisis de pendiente de pueblos no formalizados e informales del AML



55

alto bajo medio reubicación
Total 477 326 301 2

0

100

200

300

400

500

600

Indice de riesgo por AAHH no formalizado

Grado

AAHH no formalizados

2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014
alto 4 3 77 45 48 22 98 13 81 86

bajo 31 18 80 9 5 19 32 18 28 83 3

medio 4 8 105 18 32 30 72 7 9 16

reubicación 1 1

0

20

40

60

80

100

120

AÑO

Cuenta de Grado

Figura 18.  Indice de riesgo por AAHH no formalizado

Figura 19.  Emisión de Informes de Riesgo por año

Fuente. Elaboración con propia con base a MML (2015)

Fuente. Elaboración con propia con base a MML (2015)
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Vivienda

Según el BID (2012), en el Perú el déficit cualitativo de 
vivienda presenta el 74% de hogares. En el caso de Lima 
se estima que el porcentaje es parecido; debido a la falta de 
datos precisos sobre la situación de las viviendas sin registro 
–AAHH informales- es difícil cuantificar el número. Sin 
embargo, el PLAM 2035 elaborado por la MML, diagnos-
tica la situación de la vivienda con base al Censo del 2007 
y su trabajo de campo. Resuelve que el déficit cuantitativo 
(Figura 20) es mucho menor al cualitativo (Figura 21), lo 
que tiene estrecha relación con la condición de tenencia del 
suelo donde se construye la vivienda. Como se observa en 
la Figura 21, el déficit cualitativo de la vivienda se sitúa en 
las zonas periféricas de la mancha urbana, donde la tenencia 
del suelo no está asegurada, en la mayoría de casos, por lo 
que los vecinos no invierten en la construcción, ampliación 
o mejoramiento de la vivienda, optando por vivir en casas 
prefabricadas o de material perecible. 

Servicios básicos

La totalidad de los AAHH formalizados cuenta con 
por lo menos con los servicios básicos (agua, alcantarillado 
y luz) aunque no siempre la conexión es con medidor 
individual. En los AAHH no formalizados el único servicio 
que obtienen con facilidad es la luz. Al ser dotado por 
empresas privadas, éstas construyen las instalaciones para 
evitar las conexiones clandestinas.

Respecto al agua y alcantarillado, al ser proveídas por la 
empresa estatal Sedapal, se exige la legalidad de la tenencia 
para poder invertir en la infraestructura, por lo que los 
residentes optan por comprar agua a los camiones cisternas 
y usar pozos sépticos. Salvo excepciones donde algunos 
alcaldes han realizado obras de agua y alcantarillado, pese 
a estar fuera de ley. 

En cuanto a las macro zonas (ver Figura 22), la zona sur 
de Lima es la que menor cobertura de redes de agua potable, 
con sólo el 53.9% de cobertura, debido a que la ubicación 
de los AAHH dificulta la dotación del servicio, sobre todo 
en la zona de las Lomas de Villa María del Triunfo donde 
las pendientes pronunciadas encarecen las obras. De igual 
modo el servicio de alcantarillado (ver Figura 23). 
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En el análisis sobre la variable de déficit cuantitativo de vivienda en la 
metrópoli de Lima - Callao, resulta evidente la gran cantidad de viviendas que 
se encuentran en este estado, ubicadas en Lima Norte, Lima Este, Lima Sur 
y parte en el Callao, representando cerca del 90% de todo Lima, dejando Lima 
Centro como un sector con muy poca presencia de déficit cuantitativo de 
vivienda y esto debido a la gran oferta por parte del boom inmobiliario. 
 
Se reconoce que el distrito con mayor déficit cuantitativo de toda la metrópoli 
de Lima - Callao es San Juan de Lurigancho con 21,952 viviendas, esto 
resulta de la carencia de viviendas aptas para cubrir las necesidades 
habitacionales de los hogares que no poseen viviendas, que 
equivalentemente corresponde a la cantidad de viviendas que necesitan 
construir. De igual manera se consideran las viviendas que no cumplen con 
las funciones de protección a los habitantes y no son adecuadas para ser 
habitadas. 
 
En Lima Sur, destaca el caso de los distritos de San Juan de Miraflores y Villa 
el Salvador, que presentan 12,940 y 11,068 viviendas respectivamente. Por 
otro lado, los distritos con carácter de balneario no presentan un gran 
porcentaje de déficit cuantitativo de viviendas justamente por su condición de 
balneario y por las características que presentan. 
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En el análisis sobre la variable de déficit cuantitativo de vivienda en la 
metrópoli de Lima - Callao, resulta evidente la gran cantidad de viviendas que 
se encuentran en este estado, ubicadas en Lima Norte, Lima Este, Lima Sur 
y parte en el Callao, representando cerca del 90% de todo Lima, dejando Lima 
Centro como un sector con muy poca presencia de déficit cuantitativo de 
vivienda y esto debido a la gran oferta por parte del boom inmobiliario. 
 
Se reconoce que el distrito con mayor déficit cuantitativo de toda la metrópoli 
de Lima - Callao es San Juan de Lurigancho con 21,952 viviendas, esto 
resulta de la carencia de viviendas aptas para cubrir las necesidades 
habitacionales de los hogares que no poseen viviendas, que 
equivalentemente corresponde a la cantidad de viviendas que necesitan 
construir. De igual manera se consideran las viviendas que no cumplen con 
las funciones de protección a los habitantes y no son adecuadas para ser 
habitadas. 
 
En Lima Sur, destaca el caso de los distritos de San Juan de Miraflores y Villa 
el Salvador, que presentan 12,940 y 11,068 viviendas respectivamente. Por 
otro lado, los distritos con carácter de balneario no presentan un gran 
porcentaje de déficit cuantitativo de viviendas justamente por su condición de 
balneario y por las características que presentan. 
 

Figura 20.  Déficit cuantitativo de vivienda en el AML

Fuente. PLAM 2035  (MML, 2014)
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En el análisis sobre la variable de déficit cualitativo de vivienda en la metrópoli 
de Lima – Callao es evidente que la gran cantidad de viviendas  en este 
estado se encuentra ubicada en las laderas de los cerros,  concentrando 
186,358 viviendas, lo cual representa cerca del 79%  de toda la metrópoli.                                                                 

El sector interdistrital de Lima Este, es el que tiene una mayor  cantidad de 
viviendas con déficit cualitativo, llegando a 87,898  viviendas, seguido por 
Lima Sur con 57,107 viviendas  luego Lima  Norte con 41,353 viviendas.                                        

De igual manera, resalta una gran cantidad de viviendas en déficit  cualitativo 
en el Callao, precisamente en el distrito de Ventanilla y  esto se debe debido 
a que la mayoría de estas viviendas se  emplazaron en un primer momento 
como invasiones, las cuales  fueron construidas con materiales muy pobres, 
no adecuados para  generar una vivienda.                                                          

Del mismo modo, resalta una gran parte de viviendas en déficit  cualitativo en 
Lima Centro, específicamente en los distritos del  Cercado de Lima y el Rímac 
con 15538 viviendas en déficit en  total.                                                                                   
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En el análisis sobre la variable de déficit cualitativo de vivienda en la metrópoli 
de Lima – Callao es evidente que la gran cantidad de viviendas  en este 
estado se encuentra ubicada en las laderas de los cerros,  concentrando 
186,358 viviendas, lo cual representa cerca del 79%  de toda la metrópoli.                                                                 

El sector interdistrital de Lima Este, es el que tiene una mayor  cantidad de 
viviendas con déficit cualitativo, llegando a 87,898  viviendas, seguido por 
Lima Sur con 57,107 viviendas  luego Lima  Norte con 41,353 viviendas.                                        

De igual manera, resalta una gran cantidad de viviendas en déficit  cualitativo 
en el Callao, precisamente en el distrito de Ventanilla y  esto se debe debido 
a que la mayoría de estas viviendas se  emplazaron en un primer momento 
como invasiones, las cuales  fueron construidas con materiales muy pobres, 
no adecuados para  generar una vivienda.                                                          

Del mismo modo, resalta una gran parte de viviendas en déficit  cualitativo en 
Lima Centro, específicamente en los distritos del  Cercado de Lima y el Rímac 
con 15538 viviendas en déficit en  total.                                                                                   

Figura 21.  Déficit cualitativo de vivienda en el AML

Fuente. PLAM 2035 (MML, 2014)
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Figura 22.  Cobertura de agua potable en el AML
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En síntesis del presente mapa, se muestran las áreas urbanas que
cuentan con cobertura del servicio de agua potable, la cual supera el
71% del área urbana en total, los cuales están en el orden del 91.3%
respecto a población atendida, según informa SEDAPAL.

Las áreas sin cobertura del servicio de agua potable obedecen a una
ubicación en cotas superiores a zonas de presión de las redes de
SEDAPAL. En el caso de Lima Este, en los distritos de Lurigancho y
San Juan de Lurigancho; en Lima Norte, como se puede observar,
parte de Carabayllo no cuenta con el servicio y lo mismo sucede con
Lima Sur en Lurín y Balnearios. 

No obstante, el área de Lima Centro prácticamente consolidado cuenta
con más del 96% de cobertura del servicio respecto a área urbana. 
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empleos y establecimientos actualización en Google Earth por PLAM Urbano
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En síntesis del presente mapa, se muestran las áreas urbanas que
cuentan con cobertura del servicio de agua potable, la cual supera el
71% del área urbana en total, los cuales están en el orden del 91.3%
respecto a población atendida, según informa SEDAPAL.

Las áreas sin cobertura del servicio de agua potable obedecen a una
ubicación en cotas superiores a zonas de presión de las redes de
SEDAPAL. En el caso de Lima Este, en los distritos de Lurigancho y
San Juan de Lurigancho; en Lima Norte, como se puede observar,
parte de Carabayllo no cuenta con el servicio y lo mismo sucede con
Lima Sur en Lurín y Balnearios. 

No obstante, el área de Lima Centro prácticamente consolidado cuenta
con más del 96% de cobertura del servicio respecto a área urbana. 
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Figura 23.  Cobertura de alcantarillado en el AML

Fuente. PLAM 2035 (MML, 2014)
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En síntesis del presente plano, se intenta mostrar las áreas urbanas
que cuentan con cobertura del servicio de recolección de alcantarillado
o desagüe, la misma que supera el 69% del área urbana en total, los
cuales están en el orden del 91.5% respecto a población atendida o
servida, según informa SEDAPAL.                                       

Las áreas sin cobertura del servicio de recolección de alcantarillado o
desagüe no pueden ser atendidas debido a su ubicación topográfica,
porque no contribuye a la factibilidad de la implementación de redes
secundarias por gravedad de SEDAPAL. En el caso de Lima Este, en
los distritos de Lurigancho y San Juan de Lurigancho; en Lima Norte,
Carabayllo no tienen servicio de recolección de desagüe; y lo mismo
sucede con Lima Sur, en Lurín y Balnearios.                         

No obstante el área de Lima Centro prácticamente consolidado cuenta
con más del 92% de cobertura del servicio respecto a área urbana. 
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En síntesis del presente plano, se intenta mostrar las áreas urbanas
que cuentan con cobertura del servicio de recolección de alcantarillado
o desagüe, la misma que supera el 69% del área urbana en total, los
cuales están en el orden del 91.5% respecto a población atendida o
servida, según informa SEDAPAL.                                       

Las áreas sin cobertura del servicio de recolección de alcantarillado o
desagüe no pueden ser atendidas debido a su ubicación topográfica,
porque no contribuye a la factibilidad de la implementación de redes
secundarias por gravedad de SEDAPAL. En el caso de Lima Este, en
los distritos de Lurigancho y San Juan de Lurigancho; en Lima Norte,
Carabayllo no tienen servicio de recolección de desagüe; y lo mismo
sucede con Lima Sur, en Lurín y Balnearios.                         

No obstante el área de Lima Centro prácticamente consolidado cuenta
con más del 92% de cobertura del servicio respecto a área urbana. 
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4.3.1/  Casos de estudio 
Elaborado el ICU (ver capítulo de metodología) y con 

el panorama general del fenómeno de la informalidad ur-
bana en el AML, se escogieron los seis casos de estudio, 
dos en Lima Norte, dos en Lima Este y dos en Lima Sur. 
Todos son AAHH formalizados con titulación individual. 
En cuanto a los asentamientos no formalizados e informales 
se visitaron las zonas de: Collique, (Comas) al norte, José 
Carlos Mariátegui (San Juan de Lurigancho) al este y El 
Paraíso en las Lomas de Villa María del Triunfo al sur (ver 
Figura 24).   

AAHH formalizados

La característica general de los AAHH tomados como 
casos de estudio, es que no concuerda los datos de titula-
ción entregados por Cofopri con el tiempo de la tenencia 
del título de propiedad. En todos los casos estos AAHH ya 
habían recibido muchos años antes de la creación de la Co-
fopri, el título de propiedad otorgado por la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, incluso en cuatro de los seis casos 
estudiados los títulos ya estaban registrados en los Registros 
Públicos.  Dos de los AAHH, “9 de Setiembre” y “Luis 
Felipe de las Casas Grieve I”, se encuentran en litigio por el 
terreno, pese a haber sido reconocidos por el Estado como 
propietarios. 

En cuanto al grado de consolidación urbana, todos 
cuentan con los servicios básicos (agua, alcantarillado y luz) 
aunque en distintos niveles de abastecimiento. De los seis 
casos, el AAHH “La Providencia” es el único que no cuen-
ta con el servicio de agua las 24 horas, el servicio es de 4 
horas al día, interdiario. Esto debido a que en la zona sólo 
existe una reserva de agua de napa freática y Sedapal no 

logra resolver el problema de cómo lograr la dotación con-
tinua para “La Providencia” y los siete AAHH colindan-
tes. En cuanto a la red de alcantarillado, los AAHH “Villa 
Huanta”, “La Providencia” y “Mártires de San Juan” pre-
sentan colapsos temporales, debido a la antigüedad de las 
conexiones y la saturación de la capacidad del mismo por 
el aumento poblacional. El servicio de luz es constante y el 
que obtuvieron con más facilidad. Respecto al entorno ur-
bano, los seis AAHH tienen pistas de acceso y secundarias 
asfaltadas (entre el 80 y 100%). Sin embargo, carecen de la 
construcción de veredas –el promedio varia del 40 -50 %-, 
lo que dificulta la movilidad peatonal. En cuanto al equi-
pamiento comunal, los seis AAHH presentan algún tipo de 
espacio comunal para desarrollar actividades que motivan 
la vida del barrio. Las más destacadas son lozas deportivas, 
parques y capillas. 

En cinco de los seis AAHH existe organización vecinal 
representada por la Junta de Vecinos. Aunque el nivel de 
participación es bajo y medio, todavía existen elecciones y 
se reúnen para seguir trabajando en la mejora del barrio. 
Todos los vecinos hacen referencia a la poca ayuda recibi-
da por el Estado, salvo casos particulares donde alcaldes y 
presidentes contribuyeron al desarrollo del AAHH, como el 
caso de “Villa Huanta” que recibió ayuda directa del alcalde 
de San Juan de Lurigancho quien organizó la invasión y 
los avaló. Luego Fujimori ayudó con la dotación de agua 
y la construcción de pistas. O el caso del AAHH “Mártires 
de San Juan”, quienes fueron ayudados por el Gobierno 
de Belaunde (segundo periodo) y la Embajada de Canadá 
luego de sufrir un incendio que cobró la vida de un niño 
y un anciano. Para cada AAHH se ha elaborado una ficha 
resumen, ver las Tablas del 14 al 19.
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Figura 24.  Ubicación de los casos de estudio

Fuente. Elaboración propia con base a Matos (2012), Cofopri (2016)
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Fuente. Elaboración propia

La Providencia

Macro zona Lima Este
Distrito  San Juan de Lurigancho
Denominación catastral Asentamiento humano
Tipo de apropiación Invasión 
Tipo de transacción ninguna
Número de lotes 183 (con título  de propiedad)

41 (sin título de propiedad)
Tamaño promedio de lote 90 - 100m2 
Año de fundación 25/09/1966
Titulación Municipal 1984
Titulación Cofopri 1997
Situación legal de tenencia Propietarios individuales 
Personería jurídica No 
Junta Vecinal Sí
Elección de junta vecinal Cada 2 años
Asambleas generales Cada 3-6 meses
Nivel de participación vecinal Baja 
Organizaciones funcionales Club de Madres
Servicios básicos definitivos Conexión Colectiva Medidor individual

Agua Desde 1985 – Sedapal -
Desagüe Desde 1985 – Sedapal -
Luz Desde 1980 – Electro Lima 1980

Vías
Pistas 75% asfaltadas
Veredas 45% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal Sí
Comedor Popular Sí 
Pronoei Sí 
Escuelas Sí 
Capilla No
Parque No
Loza deportiva Sí 

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo – 4h al día, interdiario
Desagüe Operativo – colapsos temporales
Luz Operativo 

Problemas de invasión en zonas libres Sí

Tabla 14.  Ficha resumen AAHH La Providencia



64

Villa Huanta

Macro zona Lima Este
Distrito San Juan de Lurigancho
Denominación catastral Asentamiento humano
Tipo de apropiación Invasión avalada por el Municipio de SJL
Tipo de transacción ninguna
Número de lotes 382
Tamaño promedio de lote 160m2 y 240m2
Año de fundación 16/09/1984
Titulación Municipal 1986
Titulación Cofopri 1997
Situación legal de tenencia Propietarios individuales 
Personería jurídica No 
Junta Vecinal Sí
Elección de junta vecinal Cada 2 años
Asambleas generales Cada 6 meses
Nivel de participación vecinal Media 
Organizaciones funcionales -
Servicios básicos definitivos Conexión Colectiva Medidor individual

Agua Desde 1987 – Sedapal 1991
Desagüe Desde 1987 – Sedapal 1991
Luz Desde 1984 – Clandestina 1991

Vías
Pistas 100% asfaltadas
Veredas 50% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal No
Comedor Popular No 
Pronoei No 
Escuelas Sí 
Capilla Sí
Parque Sí 
Loza deportiva Sí 

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo 
Desagüe Operativo – colapsos temporales
Luz Operativo 

Problemas de invasión en zonas libres Sí

Fuente. Elaboración propia

Tabla 15.  Ficha resumen AAHH Villa Huanta
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Fuente. Elaboración propia

Tabla 16.  Ficha resumen AAHH 9 de setiembre

Asociación de Pobladores 9 de Setiembre

Macro zona Lima Norte
Distrito Comas
Denominación catastral Asentamiento Humano
Tipo de apropiación Invasión 
Tipo de transacción ninguna
Número de lotes 219
Tamaño promedio de lote 72 – 80 m2
Año de fundación 09/09/1980
Titulación Municipal 1986
Titulación Cofopri 1996
Situación legal de tenencia En litigio con propietario privado del terreno, anulación de 

título por Cofopri
Personería jurídica Asociación de Pobladores 9 de Setiembre
Junta Vecinal Sí
Elección de junta vecinal Cada 1 año
Asambleas generales Cada 4-6 meses
Nivel de participación vecinal baja
Organizaciones funcionales Vaso de Leche
Servicios básicos definitivos Conexión Colectiva Medidor individual

Agua Desde 1985 – Trabajo Comunal 2012
Desagüe Desde 1985 –  Trabajo Comunal 1985
Luz Desde 1982 – Empresa privada 1987

Vías
Pistas 100% asfaltadas
Veredas 45% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal Sí
Comedor Popular No
Pronoei No
Escuelas No
Capilla No
Parque No
Loza deportiva No

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo
Desagüe Operativo
Luz Operativo 

Problemas de invasión en zonas libres No
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Fuente. Elaboración propia

19 de Mayo

Macro zona Lima Norte
Distrito Los Olivos
Denominación catastral Asentamiento Humano
Tipo de apropiación Invasión 
Tipo de transacción Compra de terreno a propietario (Inversiones Naranjal)
Número de lotes 457
Tamaño promedio de lote 105 – 110m2
Año de fundación 19/05/1985
Titulación Municipal 1996
Titulación Cofopri 1998
Situación legal de tenencia Propietarios individuales 
Personería jurídica No
Junta Vecinal No
Elección de junta vecinal -
Asambleas generales -
Nivel de participación vecinal -
Organizaciones funcionales Vaso de Leche (4)

Club de Madres (3)
Servicios básicos definitivos Conexión Colectiva Medidor individual

Agua Desde 1986 – Municipalidad 1994 
Desagüe Desde 1986 –  Municipalidad 1994
Luz Desde 1985 – Clandestina 1993

Vías
Pistas 100% asfaltadas
Veredas 65% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal Sí
Comedor Popular Sí
Pronoei Sí
Escuela Sí
Capilla No
Parque Sí
Loza deportiva Sí

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo
Desagüe Operativo
Luz Operativo 

Problemas de invasión en zonas libres No

Tabla 17.  Ficha resumen AAHH 19 de mayo
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Fuente. Elaboración propia

Tabla 18.  Ficha resumen AAHH Luis Felipe de las Casas Grieve I

Luis Felipe de las Casas Grieve I

Macro zona Lima Sur
Distrito San Juan de Miraflores
Denominación catastral Asentamiento Humano
Tipo de apropiación Compra de lotes con constancia de posesión
Tipo de transacción Boletas de compra simples
Número de lotes 217
Tamaño promedio de lote 120m2
Año de fundación 18/09/1987
Titulación Municipal 1995
Titulación Cofopri 2002
Situación legal de tenencia En litigio con propietario privado del terreno
Personería jurídica Asociación de Viviendas Luis Felipe de las Casas Grieve I
Junta Vecinal Sí
Elección de junta vecinal Cada 2 años 
Asambleas generales Cada 3 meses
Nivel de participación vecinal Media 
Organizaciones funcionales Vaso de Leche
Servicios básicos definitivos Conexión Colectiva Medidor individual

Agua Desde 1990 – Trabajo comunal 1998
Desagüe Desde 1990 – Trabajo comunal 1998
Luz Desde 1987 – Clandestina 1995

Vías
Pistas 100% asfaltadas
Veredas 50% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal No
Comedor Popular No
Pronoei Sí
Escuelas No
Capilla Sí
Parque No
Loza deportiva No

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo - Renovado por Sedapal
Desagüe Operativo - Renovado por Sedapal
Luz Operativo 

Problemas de invasión en área libres No
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Tabla 19.  Ficha resumen AAHH Mártires de San Juan

Fuente. Elaboración propia

Asociación de Pobladores Mártires de San Juan

Macro zona Lima Sur
Distrito San Juan de Miraflores
Denominación catastral Asentamiento humano
Tipo de apropiación Invasión 
Tipo de transacción ninguna
Número de lotes 209
Tamaño promedio de lote 90-100m2
Año de fundación 05/07/1981
Titulación Municipal 1983
Titulación Cofopri 1998
Situación legal de tenencia Propietarios individuales
Personería jurídica No tiene
Junta Vecinal Sí
Elección de junta vecinal Cada 2 años 
Asambleas generales Cada 6 meses
Nivel de participación vecinal baja
Organizaciones funcionales Vaso de Leche

Club de Madres 
Servicios básicos definitivos

Agua Desde 1985 – Ayuda de la Embajada de Canadá
Desagüe Desde 1985 –  Ayuda de la Embajada de Canadá
Luz Desde 1983 – Empresa privada

Vías
Pistas 80% asfaltadas
Veredas 35% terminadas

Equipamiento comunal
Local comunal Sí
Comedor Popular Sí
Pronoei No
Escuelas No
Capilla Sí
Parque No
Loza deportiva Sí

Estado actual de servicios básicos
Agua Operativo 
Desagüe Operativo, problemas de colapso temporal
Luz Operativo 

Problemas de invasión en zonas libres Sí 
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AAHH no formalizados y AAHH informales

Debido a la baja disposición de los vecinos a dar sus tes-
timonios de manera grabada y firmando el consentimiento 
informado, por miedo a perjudicar su proceso de formali-
zación, se optó por visitar algunas zonas donde se ubican 
los AAHH en proceso de formalización e informales que 
fueron asesorados técnicamente en la superación del riesgo, 
por la investigadora durante su trabajo en la sub gerencia de 
Asentamientos Humanos y Adjudicación de Tierras, dentro 
de la Gerencia de Desarrollo Urbano de la MML durante el 
año 2014. Se decidió verificar si su grado de consolidación 
urbana había aumentado o no, y si las organizaciones socia-
les seguían activas. 

Se observó que casi el total de AAHH no ha cambiado 
su condición urbana y que ahora enfrentan con más inten-
sidad el problema del tráfico de tierras. Cada vez se suman 
más lotes a los perímetros registrados del AAHH, donde 
existe mayor riesgo asociado a la pendiente (ver Figura 25). 
Debido a esta situación, la inseguridad para los visitantes 
ha aumentado, pues los traficantes de tierras incluso están 

armados y presentan una actitud muy hostil ante el visi-
tante. Sobre todo en las zona de la quebrada El Paraíso en 
Villa María del Triunfo y en algunas zonas de Collique en 
Comas.

Sobre la organización vecinal, siguen vigentes las directi-
vas vecinales, y el grado de participación varía de acuerdo a 
la etapa en que se encuentren del proceso de formalización 
y de las exigencias de su informe de riesgo.  Mientras más 
trabajo deban hacer para superar el riesgo, existe una mayor 
participación vecinal. En este sentido, se verifica que el gra-
do de riesgo asociado a estos AAHH, es mayoritariamente 
alto (ver Figuras 18 y 19), por lo que es imperante que los 
vecinos se organicen para trabajar, ya que el Estado no se 
hace cargo de estos riesgos hasta que logren la titularidad 
de la tenencia. 

En el siguiente capítulo, se expondrán a más detalle los 
hallazgos del trabajo de campo, tanto de las entrevistas en 
profundidad en los AAHH formalizados, como de las en-
trevistas de carácter etnográfico en los AAHH no formali-
zados y los AAHH informales. 

 

Lima Este Lima Norte Lima Sur Lima Tradicional
Vivienda total 75814 42549 49752 10240

Vivienda Cofopri 29853 24331 30725 6994
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Figura 25.  Viviendas en lotes no formalizados y formalizados por Cofopri afectadas por la pendiente

Fuente. Elaboración propia con base a Barreda (2012).
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5.1/  Producción del espacio urbano en Lima ¿la ciudad se piensa o se construye?

“…la barriada es un proceso de urbanización, donde primero se vive y luego se urbaniza. Los que 
escriben sobre el tema entienden la barriada como gente pobre que lucha, por eso es que son incapa-

ces de decirme si Villa El Salvador, hoy 2016, es una barriada o no. Cuando en 1960 decían que sí 
era una barriada. ¿Cuándo dejo de ser una barriada?. Mi tesis es que la barriada no sólo es un proceso 
de inicio de urbanización, sino también es un proceso de consolidación y de decaimiento de urbani-

zación…” (G. Riofrío, entrevista personal, 15 de abril de 2016)

La condición urbana de Lima es el resultado del proceso 
de la urbanización popular, cuya lógica de organización co-
menzó siendo muy ordenada, pero con el paso del tiempo 
la lógica se tornó cada vez más informal. En la actualidad 
la informalidad es un estado generalizado en todo el AML, 
sobre todo en las áreas donde se ubican los AAHH, pues vi-
ven y producen económicamente bajo un sistema informal, 
aduciendo que los costos de ser formal rebasan sus capaci-
dades de ganancia. Además, al no existir un plan de desarro-
llo urbano para Lima, los mecanismos de regulación urbana 
pierden vigencia, dejando la planificación urbana bajo la vi-
sión del alcalde de turno. La ciudad de Lima se ha pensado 
poco, pero se ha construido mucho. Esta “construcción de 
la ciudad” está inmersa en la lógica de la informalidad. En 
el trabajo de campo se ha detectado varios tipos de informa-
lidad urbana, tanto en los AAHH formalizados, como en 
los AAHH no formalizados e informales, caracterizándolos 
de acuerdo a las definiciones de Viana (2007), explicados 
en el marco teórico. 

En los AAHH formalizados se evidencia la Irregulari-
dad Constructiva, en primer orden, pues pese a tener la 
tenencia legal del suelo, lo que se construye sobre el lote no 
tiene una regulación ni técnica ni administrativa. En todos 
los casos estudiados los vecinos no han tenido limitaciones 
por parte de los Municipios para construir sus viviendas 
(alturas, áreas libres, etc.). En segundo orden, se evidencia 
la Irregularidad del Mercado Inmobiliario, puesto que la 
mayoría de las segundas transferencias de compra – venta 
no se registran en los Registros Públicos, por lo que están 
propensos a juicios por sucesión de bienes. Los contratos se 
hacen mediante firma notarial; es decir, tiene validez ante 
la ley, pero pueden ser desestimados por juicios con alegato 
de estafa. 

En cuanto a los AAHH no formalizados e informales, la 
Ilegalidad de la Tenencia, es la más generalizada. A pesar 
de que los AAHH no formalizados tienen una “constancia 

de posesión” otorgada por la Municipalidad distrital corres-
pondiente, los linderos del terreno ocupado no están defi-
nidos, ocasionando peleas internas por el área ocupada. En 
el caso de los AAHH informales, estos no han tenido reco-
nocimiento alguno por un ente estatal. Sin embargo, al no 
haber sido desalojados en las primeras 72 horas de invasión, 
tienen derecho a posesionarse. Por otro lado, la Irregulari-
dad Urbana, se presenta como un efecto directo los AAHH 
no formalizados e informales, en su mayoría, no cumplen 
con las normas urbanas para el dimensionamiento de vías; 
lo que ocasiona que ante cualquier evento de emergencia 
las ambulancias o bomberos no puedan ingresar al lugar. 
Adicionalmente algunos AAHH tienen movilidad reducida 
sólo para peatones, debido a su ubicación en las partes más 
altas de los cerros. Además, en su mayoría no cuentan con 
áreas verdes y el único espacio público es la escalera o los pa-
sajes que sirven a su vez de accesos.  Por último, se evidencia 
la Ilegalidad del Mercado en las transacciones de compra 
– venta de los lotes, en la mayoría de casos son realizados 
ante Notarios Públicos. Sin embargo, a pesar de la validez 
de esta acción, al no ser dueños legales del lote en venta, 
pues no tiene título de propiedad, pueden darse muchas 
transacciones de compra – venta en un solo lote. En cuanto 
a las mafias de tierras, los dirigentes emiten boletas simples 
por la venta, sin ningún valor legal.  

Explicadas las lógicas de la informalidad urbana presen-
tes en el AML, es preciso preguntarse por los productores 
del espacio urbano en la ciudad. En la Lima formal, los 
productores del espacio urbano son el Estado y el mercado 
inmobiliario. En la otra Lima, la informal, la producción 
del espacio urbano se realiza por varios actores cuyas lógicas 
de apropiación del espacio varían de acuerdo a su capaci-
dad de gestión y de recursos. En orden de intensidad de 
intervención, el Estado se ubica en el tercer orden, siendo 
el que menos interviene como productor de espacio, su rol 
fundamental es el de regulador de los AAHH, salvo entre 
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el periodo comprendido entre 1950 y 1980 cuando asistía 
técnicamente las invasiones y de algún modo contribuía a la 
producción planificada del espacio urbano popular. 

En segundo orden se ubican los vecinos que habitan 
estos AAHH, quienes en primera instancia invaden o se 
posesionan del suelo por necesidad de vivienda. Su lógica 
de apropiación responde a esa necesidad y luchan colecti-
vamente por dotar al espacio barrial de todas las condicio-
nes necesarias para el bienestar futuro. Nestor, vecino del 
AAHH Luis Felipe de las Casas Grieve I, manifiesta esta 
necesidad, explicando que ellos tenían un lema para con-
tinuar con el desarrollo de su AAHH: “hay que limpiar el 
áspero camino, para que las huellas de nuestros hijos nadie 
las lastime”.  

EEn primer orden, y el mayor productor de suelo ur-
bano informal en la actualidad, es el mercado informal del 
suelo, cuyo principal actor, en Perú comúnmente llamado 
“traficante de tierras”, para la literatura Latinoamérica se 
utiliza el término “urbanizador pirata”. La lógica del loteo 
de suelo no habitado es promovido por la permisividad del 
Estado, como ente regulador. Muchas veces se coluden los 
funcionarios públicos y las personas inescrupulosas que se 
posesionan de terrenos privados y estafan a los comprado-
res. El caso más emblemático de esta colusión fue el tráfico 
de tierras producido durante el segundo gobierno de Alan 
García, validado desde la Cofopri, en el área de Manchay 
(Pachacamac) y Jicamarca (San Juan de Lurigancho), donde 
los funcionarios públicos cumplen hoy condena (L. Tagle, 
entrevista personal, 12 de abril de 2016). En ambas zonas la 
inseguridad ciudadana ha aumentado debido a la extorsión 
por parte de los traficantes del suelo hacia los vecinos de los 
AAHH colindantes. 

Finalmente, este último productor de suelo urbano, ha 
agotado el modelo de crecimiento por expansión iniciado 
en la década de 1950 con las primeras barriadas. Sólo queda 
suelo marginal ubicado en zonas de alto riesgo natural, o 
con pendientes muy pronunciadas que hacen imposible la 
dotación de servicios y con graves problemas de conectivi-
dad con las zonas urbanas. Los únicos terrenos disponibles 
dentro o cerca de las zonas urbanas son de propietario pri-
vado, generalmente de uso agrícola, que continuamente co-
rren riesgo de invasión; así como zonas de reserva y protec-
ción tanto naturales como culturales. Tal es el caso de Los 
Humedales de Villa en Chorrillos y las zonas arqueológicas 
de Pachacamac. Actualmente, este productor de espacio ur-

bano marginal, se manifiesta como una organización bajo 
las denominadas “cooperativas de vivienda”.

El fracaso de la Política Nacional de Formalización: ¿Derecho a 
la vivienda o la propiedad privada?

El origen de la barriada tiene como causa originaria el 
déficit de vivienda popular, sobre todo estatal. Los gobier-
nos peruanos siempre apostaron por hacer vivienda social 
para clase media (ver Tablas 9a, 9b, 9c, 9d) omitiendo gran 
parte de la población de bajos ingresos que no podía acce-
der a créditos hipotecarios.  Riofrío explica que la población 
popular opta por la barriada como medio de obtención de 
vivienda debido al bajo costo de acceso, pese al alto costo de 
permanencia. “Por eso es importante entender la racionali-
dad del proceso de la creación de la barriada para entender 
su modificación en el tiempo” (G. Riofrío, entrevista perso-
nal, 15 de abril de 2015).

El rol de Estado frente a la barriada tuvo diversas ac-
tuaciones, desde represor, planificador y regulador, depen-
diendo de la voluntad política –en primera instancia- y de 
su capacidad de gestión y recursos económicos. Cuando 
el Estado decidió ayudar al desarrollo del hábitat popular, 
siempre fueron sólo propuestas paliativas, desde la entrega 
de “lotes con servicio” (Ley 13517), bonos para ayuda a la 
autoconstrucción (Banco de la Vivienda, Enace, Fonavi), y 
finalmente la regulación masiva del suelo con créditos para 
la construcción de vivienda debido a su bajo costo de ope-
ración. 

Ya que nunca se optó por dotar de viviendas construi-
das sino de entregar la tenencia del suelo, el área urbana 
en Lima –y en general en el Perú- se ha ido configurando 
bajo la lógica del “derecho privado absoluto”, que está am-
pliamente regulado en nuestro Código Civil (G. Riofrío, 
entrevista personal, 15 de abril de 2015). Esta situación 
siempre fue aprovechada por los gobiernos de turno, sobre 
todo municipales, generando vínculos clientelares, sin dis-
criminar entre los partidos de izquierda o derecha. 

… en 1983, como apoyábamos a Barrantes, por-
que éramos de izquierda. Él nos dijo que nos iba 
a dar título de propiedad. Que iba a ser su primer 
trabajo si llegaba al sillón. Y así fue, a los 90 días 
de iniciada su gestión, nos dio nuestros títulos… 
(Durand, vecino del AAHH 9 de setiembre)
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La regulación del suelo llega a su máximo apogeo en la dé-
cada de 1990 cuando Fujimori quitó la función social del 
suelo de nuestra Constitución en 1993, y se implantó la 
lógica de la tenencia segura de la propiedad privada para 
superar la pobreza urbana –como lo plantea De Soto-. Aun-
que la implementación de la regulación masiva contradecía 
los principios de la seguridad de la tenencia, pues en algu-
nos casos, se reconoció la titulación municipal anterior y en 
otros se omitió. Como se creó el Registro Predial Urbano, 
para agilizar los trámites de inscripción de los títulos en-
tregados por Cofopri, los datos no estaban correctamente 
correlacionados con los del Registro Público por lo que se 
tituló lotes con dueño legítimo.  Julio, vecino del AAHH 
19 de mayo, en su testimonio manifiesta que Cofopri gene-
ró un caos en el AAHH, pues desconoció los títulos previos 
otorgados por la Municipalidad Metropolitana de Lima, 
bajo la lógica de que el dueño del lote era quien vivía en él.

…por eso los dirigentes les entregaron a sus hijos 
y a toda su familia los lotes, porque como no lo 
podía regularizar con la Municipalidad, trajeron 
a Cofopri y regularizó. Cofopri vino a arreglar la 
mafia que habían armado los dirigentes y regula-
rizarlos... 

Dos de los seis casos de estudios se encuentran actualmente 
en litigio con los propietarios originales de los terrenos in-
vadidos.  Como se explicó anteriormente, Cofopri fue una 
institución que generaba lazos clientelares entre los AAHH 
y el gobierno de Fujimori, entregando títulos de propiedad 
en poco tiempo debido a que debían cumplir metas anuales 
establecidas de acuerdo a los lineamientos que presentaron 
al Banco Mundial. En los AAHH formalizados visitados se 
ha verificado que ya tenían título de propiedad anterior a 
la creación de la Cofopri. Sin embargo, en la base de datos 
aparece como AAHH formalizado por Cofopri. Los vecinos 
están al corriente de la situación, Wilder, vecino del AAHH 
12 de agosto, explica sobre la función de la Cofopri:

… sí vino, en la época de Fujimori, según ellos a 
verificar. Pero todo era una treta política, para de-
cir que ellos habían dado un millón de títulos, lo 
que no es cierto, porque ya nosotros teníamos títu-
lo otorgado por la Municipalidad de Lima, inscri-
to en los Registros Públicos que es lo que vale. Lo 
único que actualizaron es el distrito, porque nues-
tro primer título salió como San Martín de Porres, 
pero cuando se crea Los Olivos, nos cambian, eso 

fue todo lo que se actualizó…

Existen actualmente en el congreso 14 pedidos de am-
pliación de la Ley de Saneamiento, para reconocer las in-
vasiones informales hasta el 2018 (L. Tagle, entrevista 
personal, 12 de abril de 2016), resaltando el fin político, 
clientelar de la PNF. Los vecinos reconocen que la voluntad 
política es esencial para ayudarlos a lograr la consolidación 
urbana de su AAHH; sin embargo, validan el clientelismo 
como una buena práctica, como señala César, vecino del 
AAHH Luis Felipe de las Casas Grieve I:  

… en San Juan ha sido todo más manejable, por-
que no tenían pues toda la infraestructura o el 
sistema para poder manejarlo. Entonces, todo se 
pasaba por agua tibia. Gracias a Dios eso se ha 
dado para beneficio de todos nosotros…

En resumen, el Perú es un Estado indulgente frente a la 
informalidad urbana, cuyas políticas han sido solo paliati-
vas y no preventivas. Las consecuencias de este accionar de 
la voluntad política, traducida a clientelismo, está generan-
do una crisis social multisectorial, sobre todo en ámbitos 
de salud, atacando a las personas más vulnerables: niños y 
ancianos. Debido a la mala calidad del agua y las condi-
ciones de saneamiento, las enfermedades bronquiales y es-
tomacales han aumentado exponencialmente. Actualmente 
se están evidenciando los efectos colaterales de la titulación 
masiva de las invasiones informales, ya dejó de ser sólo un 
problema de orden urbano o legal, pues afecta directamente 
la calidad de vida de los vecinos.

5.2/  ¿La organización social como promotor urbano?
Para entender la informalidad urbana en Lima, es nece-

sario diferenciar al tipo de invasor de las primeras barriadas 
hasta la década de 1980, y de los invasores de la década 
de 1990 hacia adelante. El primer tipo de invasor luchaba 
por obtener una vivienda, lo que Abramo (2008) llama la 
“lógica de la necesidad”, debido a que el proceso de forma-
lización era largo pues había que hacer el saneamiento físico 
primero para luego pasar al saneamiento legal (Ley 13517) 
y finalmente obtener el título. Ellos luchaban por su reco-
nocimiento colectivo ante el Estado debido a la incapacidad 
de éste por dotarlos de vivienda, ya que en su mayoría eran 
proletarios, obreros y madres solteras. Respecto a su identi-
dad como invasor presentan un comportamiento dicotómi-
co, se sienten orgullosos de lo obtenido por su lucha. Pero 
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por otro lado, una vez lograda la titularidad, discriminan a 
los invasores “informales”. Hacen una marcada diferencia-
ción de estatus, tanto laboral como conductual. 

… acá llegamos gente selecta, porque esco-
gieron con carta de recomendación: “¿quién 
lo recomienda a usted, cómo llega usted a la 
asociación, quién lo invita?”; así llegamos. No 
fue “véngase toda La Victoria, véngase todo 
Callao”. Por eso verá usted que no hay borra-
chos, no hay fumones, ni nada por el estilo, es 
un barrio tranquilo. No como las invasiones de 
ahora… (Jorge, vecino del AAHH Luis Felipe 
de las Casas Grieve I)

 El segundo tipo de invasor, no obedece en gran medida 
a la lógica de la necesidad; sino, a la de acumulación de 
patrimonio. Mayoritariamente de clase media baja, puede 
adquirir una vivienda con subsidios, pero prefiere obtener 
un terreno para edificar su patrimonio. Por este motivo re-
nuncian a la urbanización a cambio de hacerse de un título 
de propiedad que en el futuro pueda darles beneficios eco-
nómicos. Esta característica se evidencia en su estilo de vida 
y en la calidad de construcción y equipamiento de vivienda. 
Además, según registros del MVCS, una vez que se entrega 
la titularidad, casi inmediatamente empieza la construcción 
de la vivienda con materiales nobles (L. Tagle, entrevista 
personal, 12 de abril de 2016). Esto puede ser explicado por 
la facilidad que entregan ahora las grandes casas comerciales 
para acceder a tarjetas de crédito y préstamos. Es decir, la fi-
nanciarización de la economía no ha excluido a los sectores 
socioeconómicos más bajos, sino por el contrario, ha en-
contrado maneras de introducirlos a su mercado.  Respecto 
a su identidad como invasor, reniegan de su condición pues 
frecuentan círculos sociales diversos (laborales, educativos, 
de recreación, etc) donde los pobladores de barriadas son 
vistos con menor estatus. Claro está, que aún existen inva-
sores que no cuentan con los medios económicos para po-
der obtener una vivienda, y encuentran en esta modalidad 
su única salida, pero representan la minoría del total.

Esta diferenciación de tipo de invasor/habitante explica 
el tipo de organización vecinal que se da en los AAHH, 
tanto formalizados como no formalizados. Los más anti-
guos presentan una organización más sólida, y aunque el 
grado de participación ha disminuido con el tiempo tiene 
conciencia de su carácter colectivo, frente a la organización 
de los AAHH recientes que se organiza para lograr la con-

solidación urbana, pero como medio para desarrollar su 
proyecto personal de vida y no como lucha colectiva de la 
“construcción de ciudad”. Calderón atribuye este tipo de 
comportamiento a la coyuntura social y cultural que se vivía 
y que se vive actualmente, respecto a la organización vecinal 
de las décadas de 1960 – 1980: 

…¿Por qué en los años 70 las organizaciones 
vecinales eran fuertes y no permitían que 
hubiera un propietarios de más de 2 lotes?, ¿por 
qué las organizaciones vecinales controlaban el 
territorio y si alguien se iba de viaje ese lote se 
lo daban a quien lo necesitaba?. Acá hay pues 
todo un valor de uso, la filosofía de la función 
social del suelo, acción solidaria, colectividad y 
eso lo explico en función del perfil social de los 
actores. Estamos hablando de asentamientos 
donde la clase obrera un 40% de los que vivían 
allí y los vendedores ambulantes eran menos, 
lo trabajadores informales eran menos. Y 
esos dirigentes llevan la disciplina y el orden 
sindical en el que ellos luchaban contra sus 
patrones en las fábricas, contra el clientelismo 
y contra el uso discreto de las empresas que 
beneficiaban a los ahijados  etc., estos obreros 
lucharon contra ese clientelismo y todo eso lo 
englobaron dentro de una ideología clasista… 
(Entrevista personal, 12 de abril de 2016)

En la actualidad, en estos AAHH persisten las relaciones 
sociales y familiares, los lazos fuertes se mantienen entre 
los invasores originales, por lo que la organización vecinal 
sigue vigente aunque su nivel de participación depende de 
sus “ciclo de desarrollo urbanistico1” (G. Riofrio, entrevista 
personal, 15 de abril de 2016)

Respecto a la organización vecinal desde la década de 1990, 
Calderón propone que el programa neoliberal implementado 
por Fujimori, produjo la desindustrialización del país y con 
eso la clase obrera. Desapareciendo el trabajo asalariado y 
aumentando el trabajo informal. Aduce también que gran 
parte de la validación de este sistema informal la produjo 
la PNF, reduciendo más aún, el sentido colectivo de las 
organizaciones vecinales en los AAHH:

1 “en la dinámica de las organizaciones, no están permanentemente en lucha. 
En el ciclo del desarrollo urbanístico de un barrio, existe una fase previa que es 
identificación de la necesidad, lucha por la necesidad y cese de actividades, hasta 
identificar otra necesidad. Esta es mi tesis” (G. Riofrío,  entrevista personal, 15 
de agosto de 2016)
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…Yo creo que el individualismo que fue 
transmitido a esta población por el intermedio 
de varias políticas, pero sobre todo con la 
titularización de la propiedad y en los derechos de 
propiedad, y el hecho inconcebible de que puedo 
tener un lote y no habitarlo es increíble, insólito y 
nadie se lo hubiera imaginado hace treinta años; 
hoy día es normal. Tú vas a un barrio y hay 30% 
de lotes vacíos, porque tienen derecho pleno de 
la propiedad sin garantías, que ese es otro de los 
errores de Cofopri, de haber dado la propiedad 
sin garantías -otro de los grandes errores de 
Cofopri-. Entonces esa gente desde los 90 está 
sometida al individualismo” (entrevista personal, 
12 de abril de 2016)

En los AAHH surgidos desde la década de 1990, 
todavía existía la organización social, pero dado que la PNF 
permitió la obtención de los títulos individuales en corto 
plazo, los lazos sociales no se fortalecían, mermando el 
grado de participación de los vecinos en las juntas vecinales 
en aras de continuar con el proceso de consolidación 
urbana y construir el bien común, que era la característica 
tradicional de las organizaciones en los AAHH. Desde la 
percepción de los vecinos, una vez que obtienen el título 
de propiedad y los servicios básicos, cada uno se dedica a 
construir, mejorar o ampliar su vivienda, afectando así la 
organización colectiva y la finalización de la construcción 
de las áreas comunes (pistas, veredas, parques, etc), salvo la 
construcción de locales comunales que puedan ser de uso 
compartido. 

En estos AAHH formalizados, a diferencia de los 
antiguos, una vez que obtienen los servicios básicos y la 
titularidad, la organización disminuye, desaparece o se 
transforma en organizaciones funcionales que se terminan 
convirtiendo, en la mayoría de casos, en mafias como los 
“comedores populares2” y el “Vaso de Leche3”, que son 
dirigidas por mujeres. Aunque el rol de la mujer está mucho 

2 Los comedores populares, son programas del Estado monitoreados por las mu-
nicipalidades distritales, donde se ofrece almuerzos a bajo costo, pues el Estado 
subsidia la mayoría de los ingredientes y los utensilios. Funcionan bajo la direc-
ción del “Club de madres” las cuales se organizan en turnos de cocina para atender 
a los miembros adscritos o “socios”. 

3 El programa “Vaso de Leche”, es un programa del gobierno central, tutelado por 
el Ministerio de Desarrollo e Inclusión social, creado en 1985. Consta en otorgar 
una ración diaria de leche o similar a niños entre los 0 y 6 años, como primera 
prioridad, en pobreza o extrema pobreza. También se pueden inscribir al pro-
grama ancianos o enfermos de TBC. Está monitoreado por las municipalidades 
distritales en coordinación con las organizaciones de madres. 

más empoderado como dirigentas, es criticable la existencia 
de este tipo de organizaciones en AAHH que no necesitan 
esta ayuda estatal. 

… además hasta ahorita tenemos dos Vasos 
de Leche, y dos Club de Madres, dos come-
dores. Imagínese esa gente tiene casa de tres 
pisos y sigue en el Vaso de Leche, no es posi-
ble pues. Yo una vez me quejé, llamé y todo 
pero dicen que necesitan, no entiendo… 
(Wilder, vecino del AAHH 12 de agosto)

Los AAHH no formalizados no tienen derecho a estos 
programas sociales, donde sí son necesarios, ya que legal-
mente siguen siendo invasores. Por eso se hace necesario 
una restructuración de estos programas sociales mal enfo-
cados, tanto en los servicios como en el público objetivo. 
Por otro lado, respecto a estos AAHH, la organización ve-
cinal está vigente porque es una imposición del proceso de 
formalización, la PNF establece que la titulación será un 
proceso colectivo, aunque el fin real sea la obtención del 
título de propiedad individual. Muchas veces ocurre que 
están ubicados en zonas de alto riesgo y el Estado intenta 
reubicarlos, pero una vez reubicados regresan al sitio ori-
ginal. Son conscientes de los riesgos pero no los asumen 
con prudencia, ya que por temas de arraigo valoran más su 
ubicación antigua. Sin embargo, cuando ocurren los desas-
tres naturales o antrópicos culpan al Estado por su aparente 
inercia, y la organización vecinal se visibiliza más llamando 
la atención de los medios de prensa. En este punto hay res-
ponsabilidad de ambas partes, puesto que el Estado muchas 
veces por estar inmiscuido en el tráfico de tierras, permite 
en una primera instancia estas posesiones informales, pero 
cuando ocurren los desastres no se ocupan del problema. 

Respecto a la situación actual de la consolidación ur-
bana en los AAHH formalizados, se registró en el trabajo 
de campo que la totalidad de los casos de estudio cuentan 
con servicios básicos, aunque con algunas limitaciones. En 
cuanto a la construcción de los espacios públicos, cuentan 
con pistas asfaltadas, pero con menos del 50% de veredas 
construidas. La mitad cuenta con áreas verdes como par-
ques, y equipamiento comunal autogestionado como lozas 
deportivas y locales comunales. Haciendo un balance, el 
valor de sus propiedades ha aumentado considerablemente, 
en menor medida por sus trabajos colectivos, y mayoritaria-
mente por la inversión estatal en mejoramiento del entorno 
urbano a escala metropolitana. Tal es el caso de los AAHH 
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“La Providencia” y “Villa Huanta” con la construcción de 
la línea 1 del Metro de Lima; “9 de setiembre” y “19 de 
mayo” por el corredor vial Metropolitano y los parques zo-
nales próximos. 

La municipalidad realmente no nos ayuda, 
a pesar de que estamos en el centro de Los 
Olivos. La municipalidad no está en el cen-
tro, nosotros estamos en el centro de Los 
Olivos. Es por eso que el costo de los te-
rrenos de acá se ha elevado tremendamente. 
Nos costó 176 soles [nuevos soles, equiva-
lente a USD 50] un lote, ahora un lote de 
terreno te cuesta 180,000 dólares [USD]. 
(Hugo, vecino del AAHH 19 de mayo)

Estas plusvalías por el aumento exponencial del valor del 
suelo en estos AAHH solo beneficia al poblador, y el Es-
tado pierde así una gran oportunidad de captar recursos 
para continuar con las mejoras. Es necesario mencionar 
también, que existen centros urbanos creados por el capital 
privado, como centros comerciales o instituciones educati-
vas que dotan de ciertos espacios de carácter semipúblicos, 
que coadyuvan a elevar el precio del suelo.  A pesar de la 
mejoras visibles, los vecinos de todos los AAHH formali-
zados visitados, mencionan que en la realidad ellos son ya 
urbanizaciones –lo cual les enorgullece-. Sin embargo, no 
cambian su categorización catastral. Es decir, continúan 
con la categoría de AAHH pues aducen que con el cambio, 
el cobro de arbitrios y de los servicios se encarecería, además 
de perder los programas sociales antes mencionados. Nue-
vamente se evidencia la necesidad de retener los beneficios 
sociales alcanzados, ante la limitación de recursos estatales

La realidad refleja otra cosa, “no, asentamiento 
no hay con 4 pisos, con una emisora”, por eso la 
gente dice “si cambiamos de razón, los impues-
tos por un lado que se van a duplicar, duplicar el 
agua, todos los servicios, y por otro lado cuando 
tú cambias se sobrevaluan los predios un poco 

para los préstamos. O sea tiene su pro y sus con-
tras, pero la gente siempre ve por el lado hacia 
ellos… (Martín, vecino del AAHH Villa Huanta)

En resumen, la mayor producción del espacio urbano en el 
AML, es el resultado de la acción de los habitantes de los 
AAHH, con muy poca ayuda estatal, donde la organización 
social se convirtió en el promotor urbano. El Estado sólo ha 
servido como ente regulador y proveedor de servicios bási-
cos, cuando ha sido posible. La planificación de la ciudad 
ha pasado a un segundo plano frente a la importancia que 
se la ha dado a la construcción física de la ciudad.  

Respecto a la hábitat popular, se observa que la lógica infor-
mal es la que rige la vida en los AAHH, tanto formalizados 
como informales, al igual que en todo el país, pues es un 
comportamiento que responde la cultura “criolla” (como 
se denomina comúnmente a la actitud del actuar fuera de 
la ley) que surgió durante la autocracia de Fujimori, pues 
luego de la reestructuración económica, muchas personas se 
vieron en la obligación de buscar nuevas formas de obtener 
recursos económicos. La informalidad se constituyó como 
la opción más conveniente, como menciona Díaz-Albertini 
(2010), ya que la escases de recursos estatales y la burocra-
cia, obligaban a la población a ingeniarse alternativas para 
satisfacer sus necesidades. Sobre todo en las áreas urbanas 
informales, lo que sirvió para naturalizar la corrupción y 
con ello dominar el reclamo de las personas contra este tipo 
de sistema.  Esta actitud generalizada, desde el Estado ha-
cia la comunidad civil, merma el capital social que puede 
existir en las organizaciones sociales de los AAHH. Pues, a 
pesar de que existe una regulación estatal, las prácticas po-
líticas inducen a vivir fuera de lo establecido de la ley, con 
la finalidad de obtener recursos con mayor rapidez, o a no 
renunciar a los beneficios sociales cuando se ha superado la 
necesidad. No hay un solo culpable, pero se debe trabajar 
tanto en el Estado como en la comunidad para que exista 
un cambio cultural en contra de las lógicas informales, y 
poder usar los recursos adecuadamente, en todos los ám-
bitos.  
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Lima no es el Perú, pero sus problemas son del Perú 
(Adolfo Córdova)

La informalidad en el Perú y específicamente en Lima es 
un fenómeno multisectorial, cuya complejidad, a diferen-
cia de otros países, dificulta y casi imposibilita distinguir la 
irregularidad de la ilegalidad. En términos de informalidad 
urbana, el panorama no es muy distinto, pero a compara-
ción de otros aspectos de la informalidad, tiene una limi-
tación de producción debido a la escases de suelo para la 
invasión. La aparente inercia del aparato estatal frente a la 
informalidad urbana, dedicado sólo a entregar y regularizar 
la tierra, exacerba la producción de suelo urbano bajo esta 
modalidad. Sin embargo, la ciudad informal es insostenible 
en el tiempo, en todos los ámbitos. Desde la dotación de 
servicios, el transporte, la calidad de vida y hasta el peligro 
de perder los valles que le quedan a Lima; al norte el Valle 
del Río Chillón y al Sur el Valle de Lurín. 

En concordancia con el planteamiento de Roy y Alsay-
yad (2004), en Lima se evidencia que, contrariamente a lo 
que se piensa racionalmente, la informalidad urbana no solo 
atañe a las clases bajas; sino que también compromete a las 
clases altas, bajo lógicas de apropiación del suelo distintas 
y con menos críticas debido a su poder en el ámbito políti-
co. De igual manera, estas zonas aparentemente olvidadas 
por el Estado, se han vuelto en un público objetivo para las 
inversiones trasnacionales en el ámbito del retail, quienes 
les proporcionan crédito con facilidad, lo que aumenta su 
percepción de capacidad de pago, y que dotan a estas zonas 
periféricas de centros comerciales a falta de espacio público 
para la recreación. En otras palabras, sustituyen de alguna 
forma la presencia del Estado.

Para tratar de explicar este fenómeno, en este capítu-
lo se discuten tres tópicos atingentes a la investigación: la 
producción del espacio informal en el territorio; el proble-
ma de la planificación urbana frente a la voluntad política; 
y la organización social en los AAHH para el logro de la 
consolidación urbana. Esto con la finalidad de presentar y 
discutir los principales hallazgos y responder las preguntas 
y objetivos de investigación. En cuanto a las implicancias 
teóricas y políticas de esta investigación, se discute sobre 
la metropolización extendida, financiarización e informa-
lidad en el AML, para sustentar algunas recomendaciones. 

Finalmente se expondrán las limitaciones del estudio y los 
principales aportes.

Producción del espacio informal en el territorio

La barriada fue una respuesta paliativa frente al creci-
miento explosivo de Lima, desde la década de 1950 hasta 
1980, frente a la falta de vivienda social para las clases po-
pulares. En la actualidad, a pesar de que existe un déficit 
habitacional cuantitativo (ver Figura 20), no se compara a 
la necesidad de vivienda que reclamaban las barriadas. Por 
el contrario, el mayor déficit habitacional es cualitativo (ver 
figura 21), sobre todo como resultado de la PNF; es de-
cir, se registra en los AAHH no formalizados e informales, 
que no invierten en la construcción de la vivienda definiti-
va debido a que no poseen seguridad de tenencia del sue-
lo ocupado, y no necesariamente por la falta de ingresos. 
Adicionalmente al problema de la calidad de vivienda, se 
suma el bajo nivel de consolidación urbana que poseen estas 
zonas, en su mayoría periféricas. Deficiencia o inexistencia 
de servicios básicos, mala accesibilidad y movilidad, escases 
de áreas verdes y públicas, por describir las más generales. 

En otras palabras, “el derecho a la ciudad” (Lefebvre, 
1970) se ha sustituido por el “derecho a la propiedad” im-
pulsada por la PNF, que en palabras de Roy (2005), en el 
contexto actual de acumulación de capital, sería el derecho 
a participar en los mercados inmobiliarios. Lo que explica, 
además de otros factores, por qué, a pesar de estas condi-
ciones, los AAHH no dejan de reproducirse en la ciudad. 

Éstos no sólo se reproducen con fines de vivienda, sino 
como obtención de recursos económicos, validado por la 
economía informal del mercado ilegal de tierras, la permisi-
vidad estatal y la ideología de la propiedad privada impues-
ta por la PNF (ver Tabla 10). Los supuestos ideológicos 
de la PNF se centran en la reducción de los trámites de 
formalización de la propiedad para incorporar los activos de 
los peruanos en una “economía social de mercado”, crean-
do un sistema único que permita y facilite su intercambio 
para su capitalización. Pero, aunque el discurso sea lógico, 
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su aplicación fue un fracaso como demuestran los estudios 
de Calderón (2004; 2006 y 2011), ya que sólo lograron las 
metas anuales de entrega de títulos pero no los ambiciosos 
objetivos del proyecto. 

Como respuesta a esta facilitación de los trámites surge 
el nuevo actor de la producción de la informalidad urbana, 
el “traficante de tierras” o “urbanizador pirata”, que puede 
ser una persona natural, o un grupo de personas que ven 
en este negocio una empresa lucrativa, bajo la modalidad 
de “cooperativas de vivienda”.  Ya que no existe un correc-
to control estatal del suelo, su función social de uso queda 
relegada frente a la titularidad del mismo, lo que ocasiona 
la especulación del suelo urbanizable, del cual se favorecen 
los urbanizadores piratas, tal como plantea Jaramillo (2008) 
y Calderón (2014). Esta nueva lógica de apropiación del 
suelo, concuerda con lo que Abramo (2003) llama la estruc-
tura hibrida de la ciudad, donde la lógica de la necesidad se 
articula con la lógica del mercado. 

Debido al peligro que representa visitar las zonas de cre-
cimiento urbano por la modalidad de tráfico de tierras, con 
fines de investigación tanto académica como periodística, 
todavía no hay estudios a escala del AML sobre la verdadera 
situación de estas invasiones. Solo existen estudios de casos 
en zonas particulares, al igual que esta investigación. Sin 
embargo, es posible deducir que la producción del espacio 
urbano, no sólo está regido por la informalidad urbana. Las 
lógicas informales construyen una micro-organización eco-
nómica, sobre todo en los servicios de transporte y en los 
procesos de construcción.  

Luego de las reformas políticas que realizó Fujimori a 
mediados de la década de 1990, muchas personas quedaron 
fuera del sistema laboral estatal, y como medida de sobrevi-
vencia optaron por trabajar de manera informal sobre todo 
en el rubro de transportes. Lima se vio atollada por miles 
de taxis y medios de transporte público llamados “combis”. 
Desde entonces, todos los alcaldes metropolitanos se han 
preocupado por dotar de mayor infraestructura vial a la ciu-
dad, reconfigurando el paisaje urbano con la construcción 
de by-pass e intercambios viales de gran magnitud. Sumado 
a esto, la explosión demográfica de las zonas periurbanas 
demandaron medios de conexión hacia la Lima consoli-
dada, para poder hacer uso de los servicios que la ciudad 
provee. Pues este crecimiento urbano, tal como manifiesta 
Davis (2007), es terriblemente inequitativo, con grandes 
deficiencias en las redes de infraestructura y oportunidades 

en los mercados de trabajo, por lo que las relaciones econó-
micas también son informales. 

En la actualidad, los medios de transporte más eficientes 
debido a las reducidas medidas de las vías en los AAHH in-
formales, son los llamados “mototaxis” que tampoco están 
regidos por las normas formales de trabajo ni de servicio. 
El tema del transporte se ha convertido en una posibilidad 
informal para la generación de empleo.

Por otro lado, como plantea Jaramillo (2008), la auto-
construcción se ha constituido en un medio económico de 
ahorro. Una vez que la familia crece, los hijos se van pero 
queda el espacio vacío para arrendar, generando un mer-
cado de arrendamiento paralelo al formal. Muchas veces 
esto se orienta a parejas jóvenes o estudiantes provenientes 
de provincias, lo que facilita las transacciones de carácter 
oral sin valor ante la ley. De esta manera valorizan mone-
tariamente su fuerza de trabajo, lo que explica el por qué 
los hijos que dejan la casa, buscan terrenos y no vivienda 
en departamentos para consolidar su vivienda, y optan por 
comprar los lotes disponibles en los AAHH o adquirir el 
lote en el mercado informal para evitar los costos no mone-
tarios de la invasión. 

En estas zonas se conjugan el accionar de tres institu-
ciones estatales relacionadas al proceso de formalización: 
municipios distritales, MML y Cofopri. La interacción 
entre estas tres instituciones es mínima, y no comparten 
el mismo catastro, lo que dificulta la caracterización obje-
tiva y mesurable de la informalidad urbana en el territorio, 
que en la actualidad representa el 54% del territorio del 
AML. Además de su complejidad innata, como plantean 
Roy y Alsayyad (2004), pues las zonas informales no están 
dentro de perímetros establecidos, es un continuo que se 
inserta en la mancha urbana formal, diluyéndose hacia las 
periferias. La Lima informal, vive cada día entre la crisis y 
la supervivencia. Hoy uno de cada tres peruanos vive “en” y 
“de” la informalidad, convirtiendo a la ciudad en un desafío 
constante por su complejidad de producción y estilos de 
vida asociados, donde está inmerso cada día más el merca-
do privado, no como inmobiliario, sino como mercado de 
consumo –situación que se explicará más adelante-. 

Finalmente, la falta de información cuantificable de la 
informalidad urbana en el AML, impide que se puedan ela-
borar políticas o proponer programas adecuados a la reali-
dad, además de tratar de impedir la proliferación de nuevas 
invasiones. En este sentido, en el Capítulo IV, se muestra 
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el resultado de la unificación de la base de datos de Censo 
(2007), ESBUM (2012), MML (2015) y Cofopri (2016), 
además del diagnóstico de línea base del PLAM 2035, con 
la finalidad de lograr los objetivos 1 y 2 de la investigación. 
Se manifiesta que la falta de información no sólo es acerca 
de las mafias de tierras; sino inclusive, de los AAHH for-
malizados, que en teoría están dentro de la base de datos 
catastrales oficiales.

Planificación urbana frente a la voluntad política

En términos de planificación y regulación urbana, Lima es 
el peor error del Perú. A pesar de la existencia de políticas 
de ordenamiento territorial y planificación urbana, al no 
tener rango de leyes, no son vinculantes ni acarrean per-
juicio legal por su incumplimiento. Los alcaldes presentan 
planes de desarrollo concertado por periodos de 4 años, sin 
ningún sustento técnico, y sólo bajo la necesidad compulsi-
va de construir obras físicas para que los vecinos validen su 
gestión. Tal es el caso de Lima en la actualidad, una ciudad 
con 10 millones de habitantes no tiene un plan de desarro-
llo urbano aprobado desde 1990. 

El actual alcalde Luis Castañeda desconoció el plan de de-
sarrollo metropolitano “PLAM 2035”, elaborado en la ges-
tión anterior, debido a contiendas políticas con la entonces 
alcaldesa. En su reemplazo ha presentado un plan de desa-
rrollo concertado, cuyas intervenciones se limitan a cons-
truir 18 pasos a desnivel para aminorar la congestión vehi-
cular. Refuerza la idea de que la ciudad se debe construir y 
no pensar, por lo que se promueven las inversiones privadas 
en obras de escala metropolitana, que responden al tipo de 
política pública surgida de las transformaciones institucio-
nales que derivaron de la adopción del modelo económico 
neoliberal, tal como explica Salazar (2012).  Lo que tiene 
mucho sentido, pues el capital privado no interviene como 
empresa inmobiliaria en los AAHH por su baja valorización 
para el mercado formal de la vivienda. 

La población de los AAHH valida la gestión de Castañe-
da, argumentando que él sí realiza obras. Lo que se explica 
por la condición en las que han vivido o siguen viviendo, 
con carencias a comparación de la “ciudad formal, tradi-
cional”; piden obras, construcción física de la ciudad y no 
planificación. A pesar de las denuncias de corrupción hacia 
el actual alcalde, los vecinos naturalizan la corrupción bajo 

la frase popular “roba, pero hace obra”, ya que “las obras” 
les otorgan beneficios individuales cuando sus predios au-
mentan su valor gracias a las mejoras de vías, equipamiento, 
áreas verdes, etc., de escala metropolitana. Debido a la que 
la “ciudad formal” ha traspasado los antiguos límites perifé-
ricos, los AAHH surgidos entre la década de 1970-1990 se 
han incorporado a la trama urbana, y con ello han obteni-
do beneficios de abastecimiento de servicios y han quedado 
mejor conectados con el resto de la “ciudad formal”. 

En respuesta al objetivo 3 de investigación, sobre cómo la 
PNF ha influenciado en los instrumentos de planificación, 
se concluye que la PNF no ha modificado los existentes, 
pero sí quitó la función de las municipalidades locales como 
ente formalizador de las invasiones informales, centralizan-
do esta función en la Cofopri. Sólo se le atribuyeron fun-
ciones de reconocimiento técnico de las áreas invadidas (en 
varias municipalidades existe una oficina de Cofopri para 
iniciar o seguir con el proceso de formalización) y de la 
inscripción de las organizaciones sociales. En todo el país, 
las municipalidades distritales no han recuperado aún casi 
ninguna de las funciones que les fueron destituidas por la 
ley de Municipalidades durante la autocracia de Fujimori. 

A pesar de las políticas de descentralización que rigen en el 
Perú, la gestión local municipal no tiene mayor responsabi-
lidad en la creación, regulación y fiscalización de la produc-
ción del suelo urbano, lo que se presta a que los gobernantes 
puedan transar la tierra a cambio de réditos políticos, sin 
importar que la tierra entregada sea marginal y vulnerable 
ante el riesgo. Sobre todo en los AAHH no formalizados e 
informales (ver figuras 18 y 19), donde la vulnerabilidad 
frente a los desastres naturales y antrópicos es elevado, so-
bre todo frente a las remociones de tierra y los incendios. 
No existen zonas seguras ni vías de evacuación, obstaculi-
zando o impidiendo la ayuda frente al desastre. Además, 
las condiciones geográficas complejizan más las conexiones 
de servicios básicos lo que aumenta la insalubridad y por 
ende aumentan las enfermedades que ataquen a niños y an-
cianos. Situaciones que no son tomadas en cuenta por los 
gobernantes a la hora de emitir la constancia de posesión a 
los nuevos AAHH. 

Ya que la planificación urbana es una acción política (Fains-
tein, 2013); enmarcada en una justicia distributiva, su crite-
rio de evaluación debería estar definida por la democracia, 
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la diversidad y la equidad de la condición urbana que tenga 
la ciudad. Estos conceptos  no quedan claros en el accionar 
de los gobernantes peruanos. En este sentido, en el caso 
específico de Lima, ¿quiénes son los que hacen las políticas 
urbanas?, ¿bajo qué concepto se asume lo que es “bueno 
para todos” sobre lo “justo para todos”?. Los gobernantes 
o tomadores de decisiones, elegidos representativamente, 
deben –bajo el principio de la ética de la responsabilidad- 
garantizar la moralidad de su acción. Por lo tanto, para 
quienes estén involucrados en el accionar político, el saber 
se convierte en un deber urgente, para que este saber pueda 
convertirse en una política pública democrática y justa, en 
todas sus dimensiones. No sólo basta con que el accionar 
político tenga previsión de las repercusiones futuras -basa-
dos en los conocimientos del ahora-, para lograr una ade-
cuada política pública; sino también se hace imperativo que 
toda política pública se base en la comunicación real con 
los interesados (o sus representantes). No bajo el principio 
de utilitarismo, sino con una responsabilidad ética sobre el 
futuro de dichas acciones. Es decir, tratar de cumplir las 
expectativas de la comunidad sin descuidar su existencia 
posterior y con base a lo que el consenso general mande. Lo 
que en teoría debería ser la democracia. 

Explicado el panorama de la gobernabilidad en el AML, se 
puede deducir que en el Perú la proliferación de la infor-
malidad urbana está íntimamente ligada al rol del Estado 
y su postura frente al hábitat popular. Como se explicó en 
el Capitulo IV, el Estado peruano ha tolerado más que re-
primido las invasiones, según la coyuntura política, pero es 
innegable que esta tolerancia tiene su génesis en la incapaci-
dad del Estado por establecer una política habitacional que 
logre solucionar el grave problema de la falta de vivienda 
popular para los sectores de menores ingresos. 

En concordancia con Gilbert (2001), en el Perú el acceso a 
la vivienda no ha sido admitida como un problema social, 
por eso las medidas tomadas siempre han sido de orden 
paliativo ante la inminente necesidad social, relegando la 
planificación a un segundo plano.  En la actualidad existe 
una política habitacional dirigida a la clase media, y eje-
cutada por la empresa privada mediante el otorgamiento 
de subsidios a la demanda, pero que, tal como menciona 
Posner (2002), no ha logrado conciliar la ventaja personal 
con la cooperación comunitaria en la búsqueda de bienes 
colectivos.

Organización social en los AAHH para el logro de la 
consolidación urbana  

Tradicionalmente el promotor urbano de las barriadas 
origTradicionalmente el promotor urbano de las barriadas 
originadas entre la década de 1960-1980 había sido la or-
ganización social; de ahí su relevancia en la actualidad. Las 
organizaciones sociales de los AAHH luchaban para conse-
guir el reconocimiento legal del espacio invadido y trabaja-
ban en la consolidación urbana para finalmente, después de 
un largo periodo, obtener el título de propiedad individual, 
lo que fortalecía los lazos sociales y de cooperación. La lu-
cha colectiva era por la vivienda y la urbanización.  

En cambio, en los AAHH surgidos desde la década de 
1990, el proceso de obtención del título de propiedad se 
acortó. Según los objetivos de la PNF (PDPU), esta dis-
minución del tiempo y los trámites de la regulación masiva 
servirían para beneficiar a más población, puesto que con 
los títulos de propiedad podrían ingresar al sistema finan-
ciero como sujetos crediticios. Sin embargo, este aparente 
beneficio de orden legal y económico, mermó la intensidad 
de la organización social de los AAHH e instauró la lógica 
de la propiedad privada sobre el desarrollo del bien común. 

Es decir, convirtió la lucha colectiva por la vivienda y 
la urbanización, en la lucha individual por la propiedad 
privada, privilegiando la construcción del patrimonio 
personal sobre la urbanización del AAHH, aumentando 
la fragmentación de la ciudad y las desigualdades socia-
les. Es esta la peor consecuencia de la PNF y su apuesta por 
la regulación masiva. Tal como plantea Calderón (2014), la 
PNF extinguió el valor de uso que le otorgaban los invaso-
res al terreno ocupado, para convertirlo en el derecho a la 
posesión de un lote, sin garantías de que sea realmente con 
fines de vivienda. Se evidenció en el trabajo de campo que 
en los AAHH no formalizados e informales la vacancia de 
lotes superaba el 20% del total, suma que concuerda con lo 
propuesto por Ramírez y Riofrío (2006).  

Es por eso que en muchos AAHH la mafia de tierras se 
intensificó. La PNF ha generado “ciudadanos de segunda 
clase”, ya que en el papel son ciudadanos peruanos con de-
recho a una vida digna, pero en la realidad son personas con 
un título de propiedad del suelo viviendo en condiciones de 
habitabilidad muy bajas y sin “derecho a la ciudad”, pues se 
encuentran muy apartados de las posibilidades que ofrece la 
“Lima formal”. La característica trasversal a ambos tipos de 
AAHH formalizados, es que la organización social reniega 
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del poco apoyo que recibieron y reciben del Estado para 
mejorar su condición urbana. 

Respecto a las preguntas de investigación, ¿cómo se 
logra el saneamiento físico y la consolidación urbana en 
los AAHH ya formalizados? y ¿qué rol cumple la pobla-
ción organizada? , se puede afirmar que en la totalidad 
de los AAHH formalizados, la consolidación urbana ha 
sido el resultado del trabajo conjunto de la población, 
representados por sus dirigentes vecinales. Ya que los 
costos de construcción del entorno urbano sobrepasan 
su capacidad de ahorro, y las organizaciones sociales se 
ven obligadas a pedir favores a políticos a cambio de vo-
tos, y de esta manera pueden conseguir que llegue apoyo 
por parte del Estado. Recién desde el 2003, se instauró en 
el Perú la Ley de Presupuesto Participativo (Ley N° 28056) 
como medio de democracia directa en los gobiernos locales 
(municipios distritales). Esta ley exige que la participación 
no sea individual sino por representaciones de las organi-
zaciones sociales. Bajo este esquema, los dirigentes de los 
AAHH pueden concursar a fondos públicos para obtener 
proyectos de mejora del entorno urbano o equipamiento 
comunal. Sin embargo, este mecanismo también está regi-
do por el clientelismo, pues la municipalidad puede escoger 
qué proyectos ganan el presupuesto, en teoría por orden de 
prioridad o cantidad de población beneficiada, pero en la 
práctica la realidad es distinta. El Presupuesto Participativo 
es un buen mecanismo para ayudar a superar las desigualda-
des sociales, pero lastimosamente en el Perú la corrupción 
de las instituciones opaca las buenas intenciones. 

En respuesta a la pregunta de investigación ¿qué sucede 
en los AAHH no formalizados?. Al no estar reconocidos le-
galmente por el Estado, éste no puede invertir directamente 
en el mejoramiento del entorno urbano del AAHH. Pero 
algunos alcaldes hacen caso omiso a este mandato legal y 
con propósitos clientelares realizan obras en estos AAHH, 
principalmente pistas, escaleras y lozas deportivas, que es 
lo que más demandan los vecinos. No pueden hacer obras 
de abastecimiento de servicios básicos (agua, alcantarillado 
y luz) porque estos servicios los brinda la empresa estatal 
Sedapal o las empresas eléctricas privadas, que escapan del 
alcance de la gestión de los gobiernos locales. Estos vecinos 
tampoco pueden participar en los Presupuestos Participati-
vos, por su condición legal de la tenencia. Debido a esta res-
tricción, no pueden postular a fondos para la construcción 
de muros de contención y accesos que les exige su Informe 
de Riesgo para aminorar su vulnerabilidad ante desastres 

naturales, por lo que se ven forzados a generar lazos cliente-
lares con políticos o, en el mejor de los casos, a pedir ayuda 
a ONG’s u organismos internacionales. 

Este es un círculo perverso de la PNF, pues por un lado 
se le obliga a superar el riesgo para continuar con el proceso 
de formalización, pero por otro lado no se les ayuda con la 
construcción de la infraestructura necesaria, que por su alto 
costo de construcción es imposible que los vecinos logren 
culminar. Nuevamente es la organización social la que fun-
ge de promotor urbano para el logro de la consolidación 
urbana de su AAHH. 

En respuesta a la pregunta a los objetivos cuatro y cin-
co de la investigación, sobre la influencia de la PNF en la 
organización social colectiva, en cuanto al grado de parti-
cipación vecinal, se evidencia que en los AAHH formali-
zados una vez lograda la titularidad y el abastecimiento de 
los servicios básicos, la organización social disminuye con-
siderablemente. Esto ya que cada uno apuesta por la cons-
trucción individual de su vivienda. En los AAHH más anti-
guos, debido a los lazos fuertes generados entre los vecinos, 
el sentido de solidaridad perdura sobre todo en situaciones 
de necesidad o de festejos conmemorativos al proceso que 
vivieron desde la invasión. Pero como ya lograron un gran 
avance en cuanto al desarrollo urbano del barrio, las orga-
nizaciones sociales con fines colectivos se transforman en 
organizaciones funcionales como los Club de Madres (co-
medor popular) y “Vaso de Leche”, aprovechando las opor-
tunidades de beneficio social que se les otorga por seguir 
bajo la denominación de AAHH. 

Como ya se explicó, estas organizaciones terminan sien-
do medios clientelares y muchas veces mafias que trafican 
con los productos entregados, sirviendo a vecinos que no 
tienen necesidad de recibir este apoyo y omitiendo a perso-
nas que sí lo necesitan. Pues estos “clubs” están regidos por 
vínculos amicales cerrados. Existe un buen capital social en 
estas organizaciones vecinales y funcionales, que puede ser 
usado en relaciones de Estado – comunidad para mejorar o 
completar los servicios y equipamiento urbano. Según los 
planteamientos de Durston (2003), se puede concluir que 
sí existe capital social, bajo la modalidad de “capital social 
comunitario”, pues la participación es un derecho de todos 
sus integrantes y existen mecanismos de democracia en la 
toma de decisiones. Sin embargo, por ahora, es un capital 
social negativo que está cooptado por el Estado mediante 
lazos clientelares. Este es un clientelismo pasivo, como ex-
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plica Durston (2003), pues se crea una dependencia entre la 
necesidad de los vecinos por lograr la construcción de obras 
y la voluntad política del gobernante. Es por esta relación 
que las organizaciones sociales naturalizan la corrupción y 
la informalidad. 

En referencia a los AAHH no formalizados e informales, 
la organización social está activa pues es requisito para se-
guir en el proceso de formalización. Las asambleas generales 
se dan con mayor frecuencia para explicar a los vecinos los 
avances en el proceso. Sin embargo, esta aparente partici-
pación vecinal, esconde su deseo de obtener lo antes posi-
ble el título de propiedad. Una vez lograda la titularidad, 
la organización vecinal desaparece, pese a que aún queda 
un largo camino en la construcción del entorno urbano, o 
mejor dicho de la ciudad.  Es en este punto donde cabe pre-
guntarse ¿quién se hará cargo ahora de la construcción de la 
ciudad, donde hay legalidad pero no condiciones urbanas 
deseables?. El Estado se ha generado un gran reto, pero aún 
no lo asume. 

Implicancias teórico- políticas: Metropolización ex-
tendida, financiarización e informalidad en el AML

Bajo los principios de la Teoría Urbana Crítica (TUC), 
posicionándonos en el contexto histórico actual de la glo-
balización y de procesos de urbanización generalizado a 
escala global -urbanización planetaria (Brenner, 2009)-, 
es imperante tener conocimiento de las cuestiones urbanas 
mediadas por relaciones de poder, desde perspectivas críti-
cas hacia la acumulación de capital y sus medios de finan-
ciarización, que generan grandes contradicciones entre los 
discursos políticos y sus acciones. Sobre todo, es necesario 
observar la influencia de los organismos mundiales, que res-
paldan las lógicas neoliberales, incentivando a los estados 
del Sur Global a seguir lineamientos que alientan a la com-
petitividad más que al logro de una justicia social. En este 
sentido, en este acápite de la investigación, se busca discutir 
las implicancias teóricas y políticas que conlleva estudiar a 
la ciudad de Lima, bajo el lente de la informalidad. 

El 2021 el Perú conmemora el bicentenario de la decla-
ración de su independencia, por lo que el Estado, mediante 
el Centro Nacional de Planeamiento Estratégico (Ceplan), 
organismo constitucional autónomo creado el 2008, se ha 
propuesto lineamientos estratégicos para lograr que el país 
se inserte en la red de países de la OCDE, ampliando su ho-

rizonte global.  El denominado Plan Bicentenario: El Perú 
hacia el 2021, es un plan que contiene las políticas naciona-
les de desarrollo que deberá seguir el Perú en los próximos 
diez años con miras a incrementar su competitividad y posi-
cionarse como el país más importante de la cuenca del pací-
fico latinoamericano. Es en este contexto, que la ciudad de 
Lima se convierte en la principal materia prima para lograr 
el objetivo de atraer inversiones al país. Así, la metamorfosis 
urbana que ha venido experimentando, debido a los proce-
sos de globalización se ven incrementados exponencialmen-
te. Sin embargo, la búsqueda de elevar la competitividad 
de Lima, no sólo tiene repercusión en la Lima visible, la 
Lima para el turista y el inversor, sino también, en la Lima 
invisible donde las brechas sociales se acrecientan, la Lima 
informal. 

Los efectos de los procesos de globalización en la meta-
morfosis urbana de Lima en las últimas tres décadas, desde 
que el Perú en 1992 bajo el gobierno de Fujimori, reformu-
la la estructura económica del país y el Estado pasa a tener 
un rol subsidiario, son similares a los procesos que han ex-
perimentado las principales ciudades de América Latina. En 
el caso de Lima, las inversiones privadas en busca de su ma-
yor capitalización y valorización, encontraron en la inver-
sión inmobiliaria su mayor activo, sobre todo desde el 2004 
que empieza el crecimiento económico sostenido del país. 
No sólo en la construcción de vivienda para la clase media 
y alta limeña, sino también en la construcción de grandes 
centros de entretenimiento (Shopping malls, strip centers, 
hipermercados, supermercados, complejos hoteleros y edi-
ficios de oficinas). Así también, las empresas multinaciona-
les y los fondos de inversión, invierten en la construcción de 
grandes obras viales y de infraestructura bajo la modalidad 
de concesión, de esta manera encuentran un modo de in-
versión en las zonas más pobres de la ciudad. Por lo tanto, 
para atraer el capital privado, los gobiernos regionales y lo-
cales flexibilizaron sus reglamentos de zonificación y uso de 
suelo, facilitando el crecimiento en altura para el desarrollo 
de la industria de la construcción.

De este modo, la inversión privada se multiplicó en la 
ciudad. Lima desdibujó su Centro Histórico como el centro 
de actividades políticas y económicas, y se expandió hacia 
nuevos centros urbanos (Chion, 2002). Pues, a pesar de ser 
una ciudad muy segregada, los inversionistas han podido 
valorizar su capital bajo distintas modalidades, respecto al 
patrón de consumo en los diferentes estratos socioeconómi-
cos. Por una parte, está la Lima que se alinea a los patrones 
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comunes de las aglomeraciones de consumo bajo la lógica 
neoliberal, y por otra parte, la otra Lima que pese a estar 
marginada de los procesos globalizantes y de la economía 
formal, representa la característica del “neoliberalismo va-
riopinto” (De Mattos, 2014) peruano. 

Esta reconfiguración espacial del área metropolitana de 
Lima, avalada directa e indirectamente por el Estado, ha 
producido la transición de la ciudad compacta del siglo pa-
sado hacia lo que Indovina (1990) denomina la ciudad di-
fusa, expandiendo el área urbana hacia las periferias, lo que 
se conoce como las “nuevas Limas”. En éstas se ha produ-
cido el espacio urbano bajo la modalidad de invasión, mu-
chas de ellas barriadas que hoy son distritos. Desde inicios 
del nuevo siglo, un agente se sumó con más fuerza a esta 
producción, “el urbanizador pirata”, que bajo la modalidad 
del tráfico de tierras, se ingenia para aumentar el suelo para 
invasión. Su ingreso al hábitat popular, complejizó las rela-
ciones de poder y las estructuras organizativas, pues intro-
dujo servicios relacionados con los costos no monetarios de 
la invasión tradicional, tal como plantea Jaramillo (2008). 

Es así que se genera una fuerte competencia entre las di-
ferentes formas de asociación y organización. Pues conviven 
necesidades reales de vivienda, valor de uso, con las necesi-
dades de capitalización del suelo, valor de cambio, donde a 
través de regulaciones visibles e invisibles, la informalidad 
urbana se acentúa creándose lo que Roy y Alsayyad (2006) 
llaman un “estado de excepción” dentro de la regulación 
del Estado. Para los autores, estas regulaciones comunita-
rias, se pueden entender como la articulación de una forma 
particular de la ciudadanía que implica una alianza entre los 
diferentes grupos que intervienen en un mismo territorio, 
que coexisten por necesidad o complementariedad. En este 
sentido, la informalidad urbana es una lógica de la orga-
nización urbana, para el que vive en ella. El Estado, sólo 
interviene determinando lo que es informal y lo que no es, 
legitimando lo que cree conveniente. 

Recientemente en la última década, un nuevo actor ha 
intervenido en el hábitat popular de las “nuevas Limas”: 
la inversión privada inmobiliaria, a través en centros de 
entretenimiento y de servicios (malls, supermercados, hi-
permercados). Es esta inversión privada la que dinamiza el 
proceso de extensión urbana en las zonas periurbanas de 
Lima, pues han suplantado el rol del Estado en cuanto a 
la dotación de servicios y sobre todo de espacio “público” 
donde las relaciones sociales pueden desarrollarse. A pesar 

de ser zonas donde los pobladores pertenecen a sectores so-
cioeconómicos medios y bajos, existen también procesos de 
financiarización, pues las empresas de retail (Saga Falabella, 
Ripley, Paris, Oeschle) y de supermercados (Metro, Tottus, 
Plaza Vea) otorgan tarjetas de crédito con sólo presentar el 
documento de identidad. Por lo tanto el poder adquisitivo 
se ve elevado, aunque no de manera real, dinamizando el 
flujo de capital y por lo tanto la valorización del mismo.

 Esto explica cómo los vecinos de los AAHH surgidos en 
la década de 1990, puedan lograr equipar la vivienda con 
artefactos eléctricos de última generación, y que una vez 
lograda la titulación construyan sus viviendas con material 
noble en corto plazo. Es decir, en el proceso de consoli-
dación de las barridas más antiguas, han surgido AAHH 
más jóvenes en las existe una clase media emergente, dis-
tinta al poblador inicial de las barriadas, que como explica 
Calderón (entrevista personal, 12 de abril de 2016) están 
inmersos en otra lógica del mercado asalariado del traba-
jo, muchos de los cuales son trabajadores informales, sobre 
todo en el rubro de servicios. Por lo general son empresas 
pequeñas que se localizan en estas zonas periurbanas por 
el bajo costo del suelo y porque la mano de obra puede ser 
contratada de manera informal. Esta también es una conse-
cuencia de la globalización y la tercerización de los servicios 
(De Mattos, 2010). 

Además, ha emergido una nueva modalidad de inver-
sión de capital, que tiene relevancia para el proceso de la 
metamorfosis urbana de las “Limas Emergentes” (Vega, 
2013): la creación de servicios educativos universitarios y 
técnicos superiores, así como los Institutos de Idiomas, que 
aunque de dudosa calidad, ofrecen estudios superiores a 
precios asequibles. Lo que se relaciona al nuevo perfil del 
habitante de los AAHH más jóvenes. Pero su influencia no 
sólo es en el ámbito social, estos centros se localizan como 
polos atractores para los servicios complementarios como 
restaurantes, librerías, discotecas y hostales, creando sub-
centros urbanos aumentando la especulación inmobiliaria y 
por ende valorizando el precio de suelo colindante. 

Por lo tanto, se puede concluir que a pesar de que las zo-
nas periurbanas de Lima se ven aparentemente marginadas 
de los efectos de la globalización per se, la tendencia de la 
expansión territorial urbana es inevitable. A falta de Estado, 
el capital privado inyecta el dinero suficiente para ampliar 
las condiciones de conectividad y movilidad, así como el 
ingreso medio familiar, a través dela deuda, lo que conlleva 
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a la demanda por mayor consumo de tierra por habitante. 
Y al ser el suelo un bien escaso, los límites de “lo urbano” 
cada vez son más difusos, como sostiene Brenner (2013). 

El desarrollo urbano de Lima ha devenido como con-
secuencia de los efectos de un neoliberalismo variopinto. 
Donde, en palabras de Lefrebvre (1970), la transición desde 
lo urbano concebido como valor de uso se ha transformado 
a lo urbano como valor de cambio. Es decir, las aglomera-
ciones urbanas –aún llamadas ciudades- sirven mejor que 
nunca por supremacía a la formación de capital. Las bre-
chas sociales se acrecientan, y más allá de las reconfigura-
ciones morfológicas, implica cambios fundamentales en la 
organización social y en el sentido mismo de la vida urbana. 

En términos de informalidad urbana, la producción 
del espacio urbano contemporáneo en el AML se explica a 
través de las conexiones entre la restructuración económica 
neoliberal y la lógica informal que impera en el Perú, y se 
establece, en palabras de Roy y Alsayyad (2004) como un 
“modo de vida”. Donde la diferenciación de lo ilegal y lo 
irregular depende del grupo poblacional que la genere. En 
concordancia con Calderón (2004), el predominio del bien 
individual sobre el bien colectivo, impulsado por las polí-
ticas neoliberales, se traducen en el espacio urbano como 
una competencia por el suelo como bien capitalizable en 
la construcción de un patrimonio individual, alterando los 
procesos típicos de consolidación urbana de las barriadas, 
impulsados por las organizaciones sociales. 

Esta nueva lógica de producción de ciudad, obliga a re-
pensar la epistemología de las bases de la planificación ur-
bana, donde la informalidad como el “estado de excepción” 
se constituye como el nuevo paradigma.  En este contexto, 
la organización social de los AAHH se constituye como 
un agente potencial para la construcción de la ciudad. En 
concordancia con Durston (2003), Miraftab (2009) y Roy 
(2011), este “capital social comunitario” puede ser empo-
derado para el logro efectivo del “derecho a la ciudad”, cor-
tando los lazos clientelares que los une a los gobernantes. 
Involucrando al Estado para trabajar de abajo hacia arriba, 
como una medida efectiva en la cooperación entre comu-
nidad civil e instituciones, y para producir un real impacto 
en la mejora de vida de los vecinos y en la superación de la 
pobreza, como plantea Atria (2003). 

En cuanto al rol de Estado peruano, se sigue toleran-
do y avalando la producción de suelo urbano informal, sin 
hacer frente al verdadero problema: la falta de una política 

habitacional estatal, como sostiene Gilbert (2001).  Aun así 
se pretende que Lima se convierta en la ciudad más com-
petitiva de Perú con el objetivo de insertarse en la red de 
ciudades globales, y ser parte de los países de la OCDE. Sin 
embargo, sólo se han preocupado por visibilizar la ciudad 
formal, dejando de lado la otra Lima, que ocupa el 54% del 
territorio urbano, y donde es necesario una reorganización 
de las políticas urbanas y sociales para hacer frente a esta 
expansión urbana informal irreversible. La concepción de 
lo urbano, está desfasado de los fenómenos actuales, lo que 
implica que las tomas de decisión política en cuanto a los 
impactos en el territorio estén enmarcados en la dualidad 
de lo formal y lo informal, sin entender la lógica de los 
intersticios entre estos dos polos. Se entiende a la ciudad 
como un objeto y no como un proceso dinámico producto 
de varios fenómenos.

Es entonces crucial para el Perú, que la planificación ur-
bana empiece a entender los procesos urbanos en su total 
magnitud, con las complejidades que los procesos sociales 
acarrean producto de los efectos de la informalidad, y como 
respuesta a la marginalidad de los procesos globales hacia 
las zonas periurbanas. La metamorfosis urbana de Lima, 
entendida en todas sus modalidades como se explicó líneas 
arriba, la convierte en prueba fehaciente del impacto que 
la globalización y los actores locales han provocado en el 
devenir de su desarrollo. 

Recomendaciones 

En los últimos meses se han realizado varios reporta-
jes periodísticos sobre las nuevas invasiones en las ciudades 
intermedias, que no tienen más de un millón de habitan-
tes, como: Arequipa, Trujillo, Chimbote y Huaraz, que 
repiten el mismo modelo de crecimiento en expansión de 
Lima. No solo por falta de suelo o exceso de habitantes, 
sino también, por culpa del clientelismo y la corrupción de 
las autoridades.  Por eso es necesario entender las comple-
jidades de nuestro fenómeno urbano informal, para que se 
traduzcan en políticas y leyes coherentes; tanto en el plano 
paliativo –para mejorar lo que se ha hecho hasta ahora- pero 
sobre todo en el plano de prevención. Para ello hace fal-
ta un diagnóstico general, con base a datos fehacientes y 
una adecuada teorización del fenómeno.  Por lo expuesto 
es necesario iniciar el debate sobre la importancia que tiene 
las decisiones políticas respecto al devenir de la conforma-
ción socio-espacial de la comunidad. Los gobiernos no sólo 



86

deben apuntar a bajar los índices estadísticos, que muchas 
veces son sólo manipulaciones de la verdad; sino apuntar a 
que los procesos de ejecución de las políticas públicas sean 
eficientes y acordes a la realidad, para que desde el presente 
podamos prever el futuro.  

En resumen, las políticas urbanas deben garantizar la 
justicia y la sostenibilidad del territorio, para reducir así las 
brechas de la desigualdad. Se debe pensar en la construc-
ción de un Lima integrada y no segmentada. Se requiere 
integrar las macro zonas de Limas, o generar sinergias entre 
ellas, articulando los espacios económicos a la dinámica de 
la ciudad. Pero sobre todo valorando la urgente necesidad 
de planificar la ciudad y no sólo construirla.

Con base al conocimiento de las consecuencias de este 
tipo de crecimiento en Lima, se proponen recomendacio-
nes, primero de orden reactivo y luego de prevención. Pue-
de que sea tarde para remediar Lima, pero sí es temprano 
aún para evitarlo en las ciudades intermedias:   

I. Cambiar de nombre a la Cofopri. Mientras siga exis-
tiendo la institucionalidad para la formalización, siempre 
habrán políticos que la utilicen para obtener votos. Lo me-
jor que la Cofopri ha generado es el catastro urbano y rural, 
nunca antes visto en el Perú. Cofopri debiera dedicarse al 
catastro multifinalitario a nivel nacional y coordinar los ca-
tastros con los municipios distritales. Esto unificaría una 
base de datos para abordar el tema de la informalidad, que 
hoy es inexistente. 

II. Evitar la ampliación sucesiva de la Ley de Saneamien-
to. Actualmente ya se extendió la Ley hasta el 31/12/2010; 
es decir, los pueblos asentados informalmente hasta ese 
tiempo tienen derecho a titulación (antes era hasta el 
31/12/2004). 

III. Promulgar la “Ley de Creación del Sistema Nacio-
nal de Desarrollo Urbano” y su respectivo reglamento, para 
que la planificación urbana esté normada, impidiendo que 
los gobernantes y los ciudadanos actúen bajo sus voluntades 
a costa de la calidad de vida de los vecinos, que en un futu-
ro no muy lejano será un costo mayor para el Estado, que 
trabajar en el mejoramiento integral de barrios y en frenar 
el tráfico de lotes.

IV. A largo plazo, cambiar la Constitución Nacional 
para poder reestablecer la función social del suelo y modifi-
car la Ley de Municipalidades, para fortalecer los gobiernos 
locales. 

Limitaciones del estudio 

La principal limitación de la presente investigación, fue 
la distancia espacial con el objeto de estudio. Por esta razón, 
se diseñó una metodología que permitió a la investigadora 
realizar trabajo de campo en dos periodos en Lima, una vez 
resueltos los principios teóricos y metodológicos. La segun-
da limitación del estudio, corresponde a la falta de una base 
de datos integrada que permitiera cuantificar el fenómeno 
de la informalidad urbana en el AML, por lo cual se deci-
dió establecer como un objetivo específico de la investiga-
ción, elaborar esa base de datos desde distintas fuentes de 
información. Por último, es necesario hacer referencia a la 
limitación sufrida durante el trabajo de campo, sobre todo 
en cuanto a la realización de las entrevistas en profundidad 
en los AAHH, que bajo los parámetros de la investigación 
cualitativa se denomina “reflexividad” (Dowling, 2008). 

El concepto de reflexividad, hace referencia a la au-
to-consciencia de la influencia de la investigadora en la ob-
tención de los insumos para la producción de conocimiento 
en la investigación, en cuanto al grado de aceptación de 
participación de los vecinos, influenciados por el fenotipo 
y el estatus educativo que ellos valoraron en la investiga-
dora, entre otros factores. Es necesario entonces, exponer 
que en un país tan multicultural como el Perú, aún están 
arraigadas conductas racistas y clasistas, cuestiones de or-
den cultural-social, que de cierta manera ayudaron a que la 
investigadora pueda obtener más relatos, y que ayudaron a 
la fluidez del proceso de investigación. Esto a diferencia de 
si la investigadora hubiera tenido rasgos más indígenas o 
afro-descendientes.

Reflexiones finales

La investigación presentada se ha centrado en el estudio, 
el análisis y el intento de la comprensión de la informalidad 
urbana en el AML, desde los efectos colaterales que ha te-
nido la PNF en la producción del espacio urbano, presen-
tándola como una realidad existente, pero que se trata de 
invisibilizar debido a la gran responsabilidad que conlleva 
encontrar una solución a lo que se propició desde el Estado. 
En la coyuntura histórica del tiempo que estamos viviendo, 
un mundo globalizado regido por los procesos de acumula-
ción del capital, siguen en ascenso las desigualdades sociales 
y económicas, la segregación social, la continua estigma-
tización y discriminación de las zonas más empobrecidas 
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en las ciudades y el reinado de las lógicas informales como 
mayor fuente de trabajo e ingresos para las poblaciones más 
vulnerables.

En Lima, al igual que muchas ciudades del Sur Glo-
bal, se configura un espacio de carácter urbano donde se 
conjugan las relaciones de poder, entre los aparatos institu-
cionales; los entes económicos privados, que dominan el te-
rritorio, y con menos intensidad, la población, quienes son 
lo que tienen que vivir o sobrevivir a este estado de poder. 
Frente a esta realidad, la investigación propuso a lo largo de 
los capítulos, la urgente necesidad de describir, comprender 
y explicar, la realidad urbana de los AAHH en el AML, o 
el hábitat popular de los “nuevos barrios”, como línea base 
para futuras intervenciones estatales, y sobre todo como 
aviso frente a la realidad que están viviendo las ciudades 
intermedias del Perú, siguiendo el modelo de crecimiento 
en expansión de Lima.

En el AML, las políticas urbanas de reacción frente a la 
necesidad de la población, sólo generaron más desorden y 
mermaron la calidad de vida de los pobladores, así como la 
intensidad de su organización como colectivo reivindica-
dor de reclamos a sus derechos como ciudadanos. Si bien 
se implantó la PNF como un paliativo ante la necesidad, 
en un contexto de crisis económica y social, los siguientes 
gobiernos, pese a la superación de la crisis, siguieron con 
las mismas políticas sin medir las consecuencias, sólo por 
congraciar con el grueso de la población electoral. No hubo 
una abstención de la ejecución de PNF, ni mucho menos 
un consenso sobre lo que era mejor no sólo para los pobla-
dores que habitaban informalmente, sino también sobre las 
repercusiones que traería para el desarrollo de la ciudad en 
términos de transporte, servicios, seguridad y abastecimien-
to. En este sentido, esta reflexión académica basada en el 
conocimiento práctico de la producción popular del espa-
cio urbano en el AML, busca aportar al debate crítico de la 
vida urbana bajo la lógica de la informalidad, presentando 
a sus actores, su discurso y su actuar; no castigándolos por 
sus acciones, sino entendiendo que su comportamiento está 
estrechamente ligado con la cultura informal del país me-
diante la naturalización de la corrupción propiciado desde 
el Estado. 

Con responsabilidad, se propone entender el panorama 
que se vive, para traducirlo en políticas efectivas y coheren-
tes con la realidad particular del AML, que irradia también 
hacía otras ciudades del país. Frente a las imposiciones de 

la hegemonía intelectual del Norte Global, impulsadas e 
impuestas a los estados del Sur Global por los organismos 
internacionales, bajo la retórica de la interdisciplina y trans-
disciplina de los estudios urbanos y territoriales. Estos orga-
nismos alientan a trabajar con los pobres, pero no a encarar 
las bases reales de la pobreza. Es debido a esta pobreza, que  
los Estados pueden coaccionar a los pobladores a cambio 
de dotarlos de los servicios básicos y de entregarles la te-
nencia legal del suelo ocupado, generando lazos clientelares. 
De esta manera, se naturaliza las políticas individualistas 
neoliberales, donde la propiedad privada se establece como 
orden prioritario. 

En esta línea crítica sobre el accionar de los organismos 
internacionales, y frente al tan promocionado Hábitat III, 
cabe preguntarse si su reclamo por el derecho a la ciudad 
para los pobres urbanos, es realmente una flanco para lu-
char contra las desigualdades sociales, o sólo es un discurso 
progresista para lograr más adeptos dentro de los gobiernos 
locales y nacionales; y sobre todo de las organizaciones so-
ciales insurgentes que reclaman sus derechos como ciuda-
danos. Las políticas actuales sobre la agenda urbana futura, 
están basadas en la competitividad de ciudades bajo la me-
dición de índices de pobreza, desigualdad, etc., pero no se 
hace una crítica a lo que ha sucedido desde la aplicación de 
las propuestas surgidas en el Hábitat II, sobre todo en refe-
rencia a los programas de regulación masiva. Tampoco hay 
una crítica hacia la financiaciarización del espacio urbano, 
que está íntimamente ligado a la especulación del suelo, que 
claramente exacerba las desigualdades. 

La investigación no ha adoptado una postura neutral 
frente a la PNF ya que, como muchos autores antes men-
cionados, se llega a la conclusión de que hay más errores 
que aciertos en esta apuesta del Estado peruano. Tampoco 
hay una visión idealista del hábitat popular, pues se recono-
ce que pese a la existencia de un poder social organizado, 
existen luchas de poder sobre el territorio que merma la 
consolidación de un sistema urbano democrático y equita-
tivo. Se ha discutido sobre el rol de la organización social 
en la producción del espacio urbano y la construcción de la 
ciudad y su identidad como ciudadano, explicando que las 
áreas informales o los barrios populares viven en permanen-
te disputa, las cuales se expresan en diversos tipos y lógicas 
de apropiación y uso del espacio, cuya génesis común es la 
actual mercantilización del suelo urbano. 

Finalmente, esta investigación deja en evidencia que la 
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PNF ejecutada por la Cofopri, no fue, ni es una política que 
coadyuva a la disminución de la informalidad urbana en el 
AML, y mucho menos a erradicar la pobreza. Pero que sí 
ha tenido un impacto directo en la dinámica organizativa 
de los AAHH, propiciando la lucha individual por la pro-
piedad privada por encima la lucha colectiva por la consoli-
dación urbana. Existe un enorme potencial de capital social 
en la población de los AAHH, que de existir políticas so-
ciales y urbanas adecuadas, podría convertirse en un agente 

más activo y responsable en la producción de la ciudad. Por 
este motivo, es necesario apostar por más estudios urbanos 
críticos que traten de dar respuestas sobre los sistemas de 
relación de poder, tanto sociales, económicos y políticos, 
desde una mirada práctica y consciente de la realidad, en 
el contexto histórico de la producción del espacio urbano 
popular. Sobre todo planteando los desafíos que esperan 
a las ciudades en términos de políticas urbanas, programas 
urbanos, sociales y económicos.
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